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PRESENTACIÓN

“Pero ya Dios les ha dicho qué es lo mejor que pueden hacer y lo que 
esperan de ustedes. Es muy sencillo: Dios quiere que ustedes sean jus-
tos los unos con los otros, que sean bondadosos con los más débiles, 
y que lo adoren como su único Dios” Miqueas 6:8 

La Comisión de Restauración, Vida y Paz del Consejo Evangélico de Colombia, como espacio y red de las 
iglesias cristianas evangélicas colombianas, se encarga de promover los temas de los derechos humanos y 

la paz desde la perspectiva del evangelio de Jesús. Por su parte, Justapaz, como una organización de la Iglesia 
Menonita de Colombia, ha alcanzado una tradición histórica de vivencia y promoción de la noviolencia y la paz 
y, por lo tanto, como un mandato claro de Dios, tiene una apuesta por la defensa de la vida de las personas y de 
la vida con dignidad. 

Apelando a esta misión, durante el año 2007 las dos instancias eclesiales continuaron con su veeduría sobre 
este tema del derecho y la defensa de la vida y los derechos fundamentales de las personas, como un requisito 
esencial para la construcción de la paz. Esta labor se desarrolla a través de su programa conjunto Documenta-
ción para la Incidencia, que busca documentar las violaciones de derechos humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario que sufren personas, familias y comunidades de iglesias evangélicas y organizaciones 
eclesiales. 

La realidad colombiana, enmarcada en una situación permanente de conflicto armado, arroja una crisis hu-
manitaria, que es más notoria en algunas regiones del país que en otras. Especialmente en la población más 
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vulnerable, de manera constante se advierten realidades dramáticas como son, entre otras, amenazas de muerte, 
amenazas de reclutamiento, desplazamiento forzado, ejecuciones extrajudiciales y homicidios.

Estos hechos siguen demostrando que las personas de las iglesias y las comunidades u organizaciones ecle-
siales, siguen siendo víctimas del conflicto armado. A pesar de ello, son muchas las iglesias que promueven la 
esperanza y las oportunidades de una vida digna, sin perder su perspectiva de fe, basada en la noviolencia y la 
paz verdadera que es promovida por el evangelio de Jesús. Esta esperanza es el motor que las llena de motivos 
y es la fuerza para transformar las realidades de injusticia en justicia y las de violencia, en paz. 

El propósito de este tercer Informe, Llamado Profético: Las Iglesias Colombianas Documentan su Sufrimiento y 
su Esperanza, que abarca el periodo comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2007, es ofrecer 
una mirada crítica sobre el contexto sociopolítico colombiano y los diferentes casos ocurridos en el marco de las 
violaciones de los derechos humanos y del Derecho Internacional Humanitario. Así mismo, el informe pretende 
mostrar las iniciativas locales y regionales que las iglesias y las organizaciones eclesiales desarrollan como 
alternativa a las violencias, y ofrecer unas recomendaciones a los diferentes actores del conflicto armado. 

La estructura del informe mantiene el mismo formato al del año pasado, sin embargo, en esta edición se busca 
ampliar el análisis de los casos a la luz de la coyuntura sociopolítica a nivel regional y nacional. 

Los datos que se presentan en este informe dan cuenta de 82 casos, 324 agresiones contra 231 víctimas y, así 
mismo, de 27 homicidios, 95 desplazamientos forzados y 172 amenazas de muerte. Es importante mencionar 
que la información que se presenta en este informe no es definitiva; entre otras razones porque la población 
víctima teme que al divulgar su situación, la información publicada sea usada en su contra por quienes quieren 
acallar sus voces. Por otra parte, el equipo de documentación de la Comisión de Restauración Vida y Paz de 
CEDECOL, aún no alcanza una gran cobertura nacional que pueda identificar un sinnúmero de casos que ocurren 
en zonas de difícil acceso.

No obstante, la información recolectada nos muestra el siguiente panorama: los paramilitares cometieron 133 
agresiones; las guerrillas 121, y la Fuerza Pública, 37. En este informe se identificaron 33 casos en que no se 
atribuyen responsables.



�

Las víctimas en una dinámica de conflicto armado que no se detiene 

En la medida que identificamos los casos de violaciones de los derechos humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario, las víctimas continuaban sufriendo las secuelas de las violaciones de las que fueron 
objeto. En muchos casos se advirtió la revictimización y, en la gran mayoría, la desprotección por parte del 
Estado colombiano.

Esta compleja situación se desarrolla en un contexto de agudización del conflicto, a pesar de las afirmaciones del 
Gobierno Nacional sobre la reducción de las violaciones de los derechos humanos�. Las cifras y la complejidad 
de los casos de violaciones de derechos humanos en Colombia demuestran el alto nivel de vulnerabilidad de 
las víctimas en un contexto caracterizado por el surgimiento y/o fortalecimiento de los grupos armados llama-
dos “emergentes” en diferentes regiones del país, que hostigan a la población civil y a los defensores de los 
derechos humanos y la paz. En este sentido, las graves amenazas contra la vida de personas de organizaciones 
sindicales, comunitarias, y de desplazados fueron reiteradas. Incluso organizaciones que acompañan a las vícti-
mas también fueron amenazadas.

Por su parte, la Fuerza Pública continuó atropellando a la población civil, especialmente en materia de eje-
cuciones extrajudiciales. En aras de la presentación de resultados al Gobierno Nacional, la Fuerza Pública ha 
realizado operativos en donde civiles han sido asesinados y reportados como insurgentes muertos en combate. 
Esta modalidad ha estado presente especialmente en algunos sectores del país, como en los Montes de María 
y el centro del país.

Los grupos armados ilegales también continuaron con sus acciones violentas. El hecho más sonado y que 
generó gran conmoción nacional e internacional, fue el asesinato de once diputados de la Asamblea del Valle, 
quienes se encontraban secuestrados por las Farc desde 2002. Las manifestaciones de la población civil no se 
hicieron esperar, especialmente para rechazar la violencia y los actos de barbarie como el secuestro.

�	 Entrevista realizada a Carlos Franco, director de la Oficina Presidencial para los Derechos Humanos, el 10 de diciembre de 2007. Ver en 
http://web.presidencia.gov.co/sp/2007/diciembre/10/08102007.html
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Otro factor que aumenta el nivel de vulnerabilidad de las víctimas y y la desprotección por parte del Estado co-
lombiano, está relacionado con la ineficacia del sistema judicial colombiano y la falta de garantías para que las 
víctimas puedan llevar a cabo las denuncias de los hechos de violencia y barbarie en su contra. 

La justicia colombiana sigue privilegiando a los victimarios. En el caso de quienes se encuentran procesados en 
el marco de la Ley de Justicia y Paz, sus confesiones han sido parciales y en muchos casos cínicas al presentar 
argumentos que pretenden justificar sus hechos. Por otra parte, no dejan de preocupar los 19.000 paramilitares 
que no se sometieron a esta ley y que por ende, no están siendo procesados por ninguna instancia que imparta 
justicia.

Mientras persistan estas condiciones, las víctimas continuarán teniendo un gran temor a hablar y, en ese sentido, 
desde su perspectiva, la verdad no será conocida y ellas no serán beneficiarias de la justicia ni podrán reconstruir 
sus vidas, ni vivir una vida digna ni ser partícipes de verdaderos procesos de reconciliación.

Como documentadores, pero al mismo tiempo como parte del cuerpo de Cristo, a través de las iglesias y orga-
nizaciones eclesiales, no fuimos exentos de ser víctimas. Como lo mencionamos en el anterior informe, el 14 
de junio de 2007 las oficinas de Justapaz en Bogotá fueron violentadas y fueron robadas dos unidades centrales 
de procesamiento (CPU) que contenían información relacionada con este trabajo de documentación. A la fecha, 
estos hechos han quedado en la impunidad, debido a la ineficacia del sistema judicial colombiano y a la falta de 
voluntad política del Gobierno Nacional de llevar a cabo investigaciones judiciales y castigar a los culpables. 

A pesar de ello, tanto Justapaz como la Comisión de Restauración, Vida y Paz de Cedecol continúan su trabajo, 
no sólo en esta área de la documentación, sino también en la incansable tarea de buscar alternativas que permi-
tan dar pasos hacia una paz viable y sostenible.
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Resumen ejecutivo

El presente informe sobre las violaciones de derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Hu-
manitario que sufren personas, familias y comunidades de iglesias evangélicas y organizaciones eclesiales, 

abarca el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2007. Sobre este año fueron regis-
trados 82 casos, 324 agresiones contra 231 víctimas, todas civiles. De estos casos, se contaron 27 homicidios, 
95 desplazamientos forzados y 172 amenazas. En términos generales, las iglesias reportaron un incremento de 
la violencia en 2007, de 14 casos, con 8 víctimas y 35 agresiones por encima de las registradas en el 2006.

Sobre las víctimas registradas se pudo establecer que, en su mayoría, eran campesinos (16%), e indígenas (4%); 
adultos jóvenes, de 26 a 45 años de edad (27%) y niños, de 0 a 15 años (24%). Por género 126 agresiones 
fueron contra mujeres y 171 contra hombres.
Con respecto a las violaciones de derechos contra pastores, fueron señalados cinco asesinatos y la continuación de 
una detención arbitraria que ocurrió en el 2005. Las iglesias donde se observaron más victimizaciones en el 2007 
fueron Cristo Centro (45), Menonita (42) e Interamericana (21). 

Así mismo, los sitios geográficos con un mayor registro de violencia fueron Huila (49), Distrito Capital (49) y 
Córdoba (37). No obstante se advierte que el número de los registros con que se cuenta es menor en las regiones 
del país donde las iglesias no pueden destinar recursos suficientes para recolectar información y documentar los 
casos de violaciones de derechos humanos en sus comunidades. 
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En cuanto a los grupos que fueron reportados como presuntos responsables de las violaciones, los paramilitares 
siguen siendo los responsables del mayor numero de agresiones registradas. En total se le atribuyeron 133 
agresiones en 2007, de los cuales se contaron nueve homicidios. En el ano 2006 se reportaron 131 agresiones 
atribuidos al mismo grupo. 

Los grupos guerrillos fueron señalados como presuntos responsables de 121 agresiones en 2007. De los cinco 
asesinatos ocurridos contra pastores, tres fueron atribuidos a este grupo armado. En 2007 se observó un in-
cremento en el número de los casos en los cuales se señaló como “desconocido” al agresor. En el año 2006 
ocurrieron 15 casos de este tipo mientras que, en 2007, se presentaron 33. De igual manera, de 47 a 85 se elevó 
el número de casos en los cuales las víctimas pidieron omitir del registro sus nombres reales y cambiarlos por 
unos ficticios. Seudónimos son señalados por un asterisco (*).  

También durante el año 2007, el proceso de desmovilización de los grupos “paramilitares”, agrupados en las 
llamadas Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), siguió presentando fallas estructurales. Continuaron presen-
tándose las evidencias de un desarme parcial y un accionar criminal sostenido. Esta vigencia del poder militar, 
político y económico de los paramilitares en Colombia no sólo se demuestra en la ocurrencia de los casos de 
violaciones a los derechos humanos registrados en este informe, sino también en los casos de políticos relacio-
nados con estos grupos, revelados en el proceso de investigación sobre la parapolítica. 

Según INDEPAZ, 39 miembros del Congreso estaban siendo investigados y 29 estaban detenidos, bajo la sospe-
cha de que han colaborado con los grupos paramilitares. La Fuerza Pública fue señalada como presunta respon-
sable en 37 casos de violaciones de derechos humanos, especialmente ejecuciones extrajudiciales, detenciones 
arbitrarias y “falsos positivos”. 

Por su parte, la Ley de Justicia y Paz ha continuado negándole a las víctimas el ejercicio de sus derechos a la ver-
dad, la justicia y la reparación. Las confesiones de los agresores y victimarios han sido incompletas y en muchos 
casos no han presentado ninguna señal de arrepentimiento por los crímenes que cometieron. Durante 2007 se 
registraron diversos casos de paramilitares que con amenazas y hostigamientos buscaron evitar ser denunciados 
ante los fiscales por delitos de lesa humanidad cometidos años atrás.

A pesar de que los actores armados y sus acciones violentas se mantuvieron y en algunos casos se incremen-
taron durante 2007, iglesias de todo el país han permanecido activas en su labor de acompañar y apoyar a sus 
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comunidades. De ellas, se destaca una noción cada vez más profunda y completa de la paz que construyen o que 
“siembran semillas de esperanza y de paz” con acciones de trabajo y beneficio comunitarios. 

Con acciones y programas dirigidos a los desplazados, las iglesias cristianas Restauración, Casa de Oración, 
Betesda, Movimiento Misionero Mundial y Asociación Misionera AMIP enfrentan la pobreza y la crisis humani-
taria que golpea el municipio de Cabuyaro, en el departamento del Meta. Desde el 15 de agosto de 2007, estas 
iglesias están desarrollando una “granja integral” que beneficia alrededor de sesenta personas. Con esta misma 
orientación, la Asociación Misiones Iglesias Pentecostés emprendió el desarrollo de tres huertas y viveros de 
hortalizas, a favor de la comunidad de Tame, departamento del Arauca.

Igualmente, sirve como ejemplo del trabajo directo que mantienen las iglesias con la comunidad, el proceso 
de Justicia Restaurativa que desarrolla la Confraternidad Carcelaria de Colombia, en la cárcel de Bellavista, en 
el municipio de Copacabana, cerca de la ciudad de Medellín. Su labor se dirige a 350 reclusos y sus familias, 
los post penados, las víctimas y sus familiares y su objetivo es el de alcanzar una verdadera restauración de los 
derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. 
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1.	 MARCO CONTEXTUAL
	 “Mirando la fortaleza del muro”

“Sí, ellos engañaron a mi pueblo diciéndole que todo iba bien, cuando 
en realidad no era así. Son como quien levanta una pared insegura y 
luego la recubre con cal. Pues dile a esos que blanquean la pared, que 
la pared se vendrá abajo.” (Ezequiel 13: 10-11. VDHH)

Los tiempos para nuestras iglesias y pueblo siguen siendo difíciles. Como señal, en comparación a lo ocurrido 
en 2006, las iglesias reportaron en 2007 un incremento en la violencia contra los pastores. En el transcurso 

del año registramos cuatro pastores asesinados y un pastor que sigue detenido arbitrariamente desde 2005. 

Es una época de grandes tormentas y ríos revueltos donde sólo los grandes barcos pueden mantener su rumbo. 
Las iglesias cristianas evangélicas han luchado para poder divisar el faro de Jesús y no naufragar. Durante esta 
fuerte tormenta de violencia múltiple, es la guerra la que marca la iniciativa y acapara la máxima atención.

El pueblo raso, las víctimas y los grupos vulnerables lucen confundidos y su mayor esfuerzo lo dedican a la 
sobrevivencia. Parece que la gente cambia pan y democracia por seguridad militar y, ante el incierto espejismo 
de derrotar a un enemigo, cuya imagen la mayoría sólo ve por televisión, muchos se aglutinan alucinados tras el 
gran líder que les promete ganar la guerra y solucionar todos los problemas. 

El año 2007 fue un año de reacomodo del poder local, regional y nacional. El Presidente Álvaro Uribe reafirmó su 
liderazgo con su reelección y, bajo la “dictadura de las mayorías”, avanzó solitario imponiendo a sangre y fuego 
su política de “Seguridad Democrática”.
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El proceso de desmovilización de los grupos paramilitares, agrupados en las llamadas Autodefensas Unidas 
de Colombia (Auc), continuó con rumbo errático. No se ha desmontado el aparato político-económico que ha 
sostenido a estos grupos armados. En este informe hay casos que evidencian cómo los paramilitares continúan 
ejerciendo su control político. Se puede citar, por ejemplo, el asesinato del hermano Óscar Alberto Henao (ver 
el caso del 1 de enero de 2007). Por ser un líder de su comunidad, él fue torturado y asesinado; mientras que su 
padre fue amenazado y, desde entonces, su familia se encuentra afrontando el desplazamiento. Su comunidad 
señala a los paramilitares de la zona como los culpables. 

El desarme ha sido parcial. Los paramilitares sólo entregaron parte de las armas y la evidencia indica que muchos 
de los desmovilizados eran jóvenes que sólo fueron enganchados para hacer parte de esta entrega o simplemen-
te eran soldados sin gran experiencia. En este proceso, los ex comandantes paramilitares y sus subalternos de 
mandos medios han acaparado todo el protagonismo, han contado con grandes recursos y la prensa nacional les 
ha concedido mucha atención.

La Ley 975 de 2005, llamada de “Justicia y Paz”, no ha podido aún ser aplicada en su totalidad, pues como 
hija del proceso de desmovilización entre el Gobierno Nacional y los paramilitares, está siendo afectada por 
su ambigüedad y sigue el curso de acuerdos secretos, que no se han hecho públicos y que la opinión pública 
desconoce. �

�	 Con respecto a la aplicación de la Ley 975, “los avances y esfuerzos en este campo son percibidos por muchos grupos de víctimas, que 
aún no acceden a su derecho a la reparación en los procesos judiciales que se adelantan con base en la Ley N.° 975 de 2005, como una 
revictimización que afecta su sentido de dignidad y justicia. Hay un marcado contraste entre el gran número de casos de violaciones de 
derechos humanos y los limitados progresos alcanzados en la lucha contra la impunidad. Durante 2007 no hubo ningún llamamiento a 
juicio. 

	 Algunas víctimas y defensores de derechos humanos han señalado que la información revelada por los paramilitares desmovilizados con 
frecuencia no ha sido completa ni veraz. Es evidente también que las declaraciones de la mayoría de estos paramilitares muchas veces 
justifican, o incluso hacen abierta apología, de los actos de sus organizaciones, derivando en riesgos reales para la vida e integridad 
de las víctimas que participan en los procesos [21] . Esta realidad genera legítima inquietud con relación al grupo de aproximadamente 
19.000 paramilitares desmovilizados que no se acogieron al proceso de la Ley N.° 975 de 2005 y que no tienen una investigación penal 
abierta en su contra.” 

	 2007. Informe Anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos e Informes de la Oficina del Alto Comi-
sionado y del Secretario General. http://www.hchr.org.co/documentoseinformes/informes/altocomisionado/2007/Infujorme%20Alta%20
Comisionada%20Espanol%20ADVANCE%20EDITION.htm



17

Así mismo, la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), surgida de la Ley de Justicia y Paz, no 
ha cumplido las funciones que le corresponden, ya que también ella sufre por las dificultades e inseguridades 
del proceso de desmovilización y de sus acuerdos secretos. Por consiguiente, se trata de una herramienta que 
puede llegar a ser inútil y a extinguirse.

Por su parte, sin cansarse, las víctimas pacientemente esperan que los comandantes paramilitares digan la 
verdad, que indiquen dónde quedaron los cuerpos de sus seres queridos para darles un funeral digno y que el 
Gobierno Nacional fije cómo los van a reparar y cómo garantizar que no se repitan los hechos criminales.

Los procesos judiciales contra los funcionarios públicos del Gobierno y del Congreso, siguen creciendo en tal 
magnitud que las dos instancias se encuentran en un alto grado de ilegitimidad. Los implicados han sido acu-
sados de haber utilizado el aparato del Estado como herramienta para enriquecerse ilegalmente y ser elegidos 
a las corporaciones públicas, y de servirse de los paramilitares para eliminar campesinos y despojarlos de sus 
tierras. Según INDEPAZ, actualmente 39 miembros del Congreso de Colombia se encuentran bajo investigación 
y 29 están detenidos, bajo la sospecha de que han colaborado con los grupos paramilitares.

El proceso con las guerrillas del Eln y las Farc sigue siendo impulsado bajo la visión de la “Seguridad Democrática”, 
programa bandera del Gobierno Nacional, a través del cual se piensa que es posible someter o eliminar por la fuerza a 
estos grupos. Por lo tanto no hay diálogo posible, ni acuerdo humanitario que permita el regreso de los secuestrados. 

Por su lado, la guerrilla tampoco cede y se mantiene en su pensamiento con respecto a que “sólo con la fuerza 
de las armas pueden ocurrir cambios sociales en el país” y que “sólo si el Gobierno despeja una zona geográfica, 
los guerrilleros se sientan a dialogar sobre un intercambio humanitario”. Al mismo tiempo, muchos afirmarían 
que la motivación del cambio social que antes anunciaba la guerrilla, ha perdido su vigencia y que la población 
civil sigue siendo la mayor víctima. 

Es un monólogo de guerreros donde sólo se escuchan los cañones, las amenazas y se silencian los gritos de 
las víctimas. Los cañonazos y las amenazas han alcanzado a los Gobiernos vecinos y la región se calienta con el 
peligro del conflicto interno colombiano, que puede convertirse en una confrontación internacional.

El Gobierno Nacional, sus partidos de apoyo político, los grupos económicamente favorecidos y las multina-
cionales se sienten satisfechos porque la economía del país crece. Se ha creado una sensación de triunfalismo, 
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por medio de una fuerte presencia militar que mantiene abiertas las rutas de comercio, la desmovilización de la 
mayoría de los comandantes de las Auc y los avances militares del Ejército contra la guerrilla.

Los medios masivos de comunicación y la gran prensa, propiedad de los mismos grupos económicos que se 
ven favorecidos por la situación generada por el conflicto social y armado y que están en el Gobierno, dirigen la 
operación de hipnosis popular y han convencido a gran parte del pueblo hambriento y sin educación ni herra-
mientas intelectuales de crítica, que todo marcha bien.

La alienación mediática ejercida sobre el pueblo común es tan impresionante que aunque, según una encuesta 
realizada por la revista “Semana” en mayo de 2007, las mayores dificultades que el pueblo sufre son el desem-
pleo (63%), la violencia (76%), los temas sociales (92%), la economía (22%) y la corrupción(32%), el 47% de 
los encuestados opina que la guerrilla es la culpable de la situación; mientras que, el 23% opina que el Gobierno 
y el 5%, que los paramilitares. Según la misma encuesta, el 83% del pueblo piensa que la verdad acerca de las 
relaciones de los políticos con los paramilitares ha sido posible gracias a los medios de comunicación y no a 
causa de la justicia o la confesión de los comandantes.

El Gobierno y los medios masivos de comunicación le dicen permanentemente al pueblo que todo está bien, que 
la guerrilla es la causa de sus males y que cuando acaben con ella todo va estar mejor. También dicen que el 
Presidente de la República acabará con la guerrilla. Informan que el 75% de los encuestados tiene un concepto 
favorable sobre las acciones del Presidente. Por esto sigue vigente la propuesta de una segunda reelección. 

Con estos datos y el poder de la información dirigida se está creando una pared pintada con engaños acerca de 
la verdadera situación del país. La paz es fruto de la justicia y la injusticia va a tumbar esta pared engañosa.

Los datos que presentamos en este informe confirman que no todo está bien. Así mismo lo manifiesta el pueblo 
cristiano evangélico con su sufrimiento. Con 82 casos que arrojan 324 agresiones contra 231 víctimas, entre los 
cuales 27 homicidios, 95 desplazamientos forzados y 172 amenazas, no podemos decir que hay paz. 

Es importante anotar que estos datos no son definitivos, solamente indican lo que nuestros pequeños y limitados 
equipos pudieron registrar. Muchas personas no denuncian por miedo y otros por no contar con los medios para 
llegar hasta donde se puede denunciar. No cubrimos todas las agresiones que han sufrido las iglesias en todo el 
país; sólo indicamos una pequeña muestra, que como una gota de agua, reflejan todo el ambiente que se vive.
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No obstante su desmovilización, los paramilitares resultaron ser el grupo causante del mayor número de agre-
siones, con 133 agresiones. Ahora, la mayor parte de estos grupos se encuentra desarticulada, pero mantiene 
una violencia constante. De hecho, las victimas atribuyeron un mayor numero de violaciones a los paramilitares 
en 2007 que en 2006 (131 en 2006). De acuerdo con la información que recibimos, una parte importante de 
la fragmentada estructura paramilitar se dedica al narcotráfico mientras que otra mantiene una vocación contra-
guerrilla y contra quienes obstaculicen sus intereses económicos y políticos.

Según nuestros registros, se mantienen experiencias de colaboración entre este grupo armado y algunos miem-
bros de la Fuerza Pública, tal como se presentó, el 17 de febrero de 2007 (Caso 61), entre la Policía y un su-
puesto desmovilizado jefe paramilitar, en Tierralta, Córdoba, municipio donde el Gobierno realizó los llamados 
Diálogos de Paz con los paramilitares. También podemos observar que muchas de las agresiones tienen consig-
nados como presuntos responsables a “personas desconocidas” (de 15 casos en 2006 a 33, en 2007). 

La información que tenemos sugiere que hay una coincidencia entre la evolución del paramilitarismo, manifiesta 
en las nuevas expresiones y sus estructuras, y un aumento en el miedo al momento de denunciar agresiones co-
metidos por estos grupos armados. En la medida que evolucionan nuevas estructuras, la gente tiene más miedo 
a hablar. Al respecto, hemos registrado casos de amenazas y hostigamiento por parte de paramilitares para evitar 
ser denunciados ante fiscales de la Ley de Justicia y Paz por delitos de lesa humanidad cometidos años atrás.

Relacionados con los riesgos para las víctimas que participan en el proceso de Justicia y Paz, asesinaron al líder 
de una población desplazada, quien promovía la participación de las víctimas en el proceso de Justicia, Paz y 
Reparación (Caso 2). También, el 1 de febrero, la familia Zambrano fue hostigada y amenazada por paramilitares 
para que no reportara su caso ante la Personería Municipal ni ante ninguna autoridad de la ley de Justicia y Paz, y 
para obtener, de esta manera, impunidad por asesinatos cometidos en el 2000 (Caso 36). El 1 de marzo, Mariana 
Ramirez* fue amenazada para que no denunciara su caso a las autoridades de Ley de Justicia y Paz (Caso 63).� 
Además, la reinante impunidad permite la continuación de las agresiones intimidantes:

�	 Al respecto el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos dice: “Sigue siendo un desafío la implementación de 
mecanismos  que garanticen la seguridad de las víctimas para participar en los procesos y recibir reparaciones”. 2007. Informe Anual del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para  los Derechos Humanos e Informes de la Oficina del Alto Comisionado y del Secretario General.

	 http://www.hchr.org.co/documentoseinformes/informes/altocomisionado/2007/Informe%20Alta%20Comisionada%20Espanol%20ADV
ANCE%20EDITION.htm
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•	 El 5 de diciembre retuvieron a la señora Rubiela durante cinco meses y tras su liberación, le pro-
hibieron salir de su casa (Caso 33).

•	 El 30 de septiembre asesinaron al hermano Juan Martínez Yáñez por haber visto un laboratorio de 
cocaina y una fábrica de armas de los paramilitares (Caso 19).

•	 El 7 de octubre presuntos paramilitares asesinaron a Ezequiel Vidal, antiguo paramilitar, quien se 
había convertido al cristianismo y que trabajaba como mototaxista. Él se negaba a reincorporarse 
a los grupos que se rearmaron en la zona (Caso 21).

La intimidación que la gente experimenta y la falta de control por parte del Gobierno permiten la actividad de-
lincuencial:

•	 El 1 de febrero reportamos que el esposo de Yina* había sido asesinado en Casanare y su familia 
desplazada, por los paramilitares, quienes querían robarle sus tierras (Caso 3).

•	 El 6 de marzo ocurrió un robo y el posterior asesinato de Vicente y Martha, por parte de los para-
militares en Tierralta (Caso 5).

•	 El 5 de agosto en Bogotá asesinaron al hermano Freddy Ortiz Álvarez (Caso 17). El 4 de agosto de 
1996 había sido testigo del homicidio de su cuñado Héctor Jesús Sánchez, en Ocaña, Santander, 
también a manos de paramilitares que ahora están desarticulados, pero continúan causando cons-
tante daño.

•	 El 30 de septiembre Juan Martinez fue asesinado por informarle a la politica acerca de un labora-
torio y una fábrica de armas de los paramilitares (Caso 19).

•	 Justapaz se vio vulnerada cuando su sede fue violentada y fue hurtada la CPU donde se encontraba 
almacenada la información pertinente al programa de documentación y a la búsqueda de visibili-
zación y avances en materia de derechos humanos (Caso 68).
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Las guerrillas fueron los causantes de 121 agresiones en 2007. Registramos 11 homicidios atribuidos a la 
guerrilla. De los 5 asesinatos de pastores, 3 fueron atribuidos a este grupo armado (en los otros dos casos los 
sobrevivientes no asignaron públicamente la responsabilidad a ningún grupo). Los guerrilleros se encontraron 
como presuntos responsables en los casos siguientes, ocurridos en 2007: 

•	 El 4 mayo de 2007, en Ibagué, Tolima, Pedro Ríos* fue asesinado por no pagar a las Farc, una 
extorsión (Caso 8).

•	 El 8 mayo, en Tierralta, Córdoba, Udiel Mendoza Agumeda fue asesinado porque para las Farc él 
podría ser un informante (Caso 9). 

•	 El 10 de junio, en Remedios, Antioquia, dos misioneros fueron asesinados porque no sabían nada 
sobre "la orden" de las Farc de no salir del municipio”, y porque se encontraban en una zona que 
era señalada supuestamente de ser de “informantes” (Caso 11). 

•	 El 15 de junio, en Chaparral, Tolima, David* y Blanca* fueron asesinados porque no quisieron 
avisar a los guerrilleros sobre los operativos del Ejército en la zona y, el 18 de junio, el Eln asesinó 
al pastor Abimael por hacer cultos en un territorio dominado por las Farc (Caso 12).

•	 El 5 de julio, en Colombia, Huila, los pastores Humberto Méndez y Joel Cruz García fueron asesina-
dos supuestamente por ser informantes. Unos días antes del asesinato, el Ejército había llegado a la 
zona, rodeó la iglesia e instaló un campamento en la cabecera del municipio (Casos 15 y 16). 

•	 El 30 de noviembre asesinaron a Mauricio Alcalá* por ser supuestamente un informante (Caso 22).

La Fuerza Pública, con 37 casos de agresiones, sigue causando daños a la gente y preocupa profundamente el 
número de ejecuciones extrajudiciales. Nosotros registramos dos que a la vez son “falsos positivos”. En este 
sentido se puede observar el caso del 29 de junio en Caquetá, cuando el hermano Andrés fue asesinado y, en 
la Brigada XII del Ejército, su cuerpo fue reportado ante los medios de comunicación masiva como un miembro 
del Frente 42 de las Farc (Caso 14). Igualmente, el 1 de octubre el hermano José Ulises Martínez Medina fue 
presentado como guerrillero dado de baja cerca a Sogamoso, en Boyacá, y a su familia se le informó que el caso 
estaba en manos de un juez penal militar (Caso 20). Al parecer, algunas de las causas de este tipo de ejecucio-
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nes se relacionan con el afán de mostrar resultados y la política que ejecuta el Gobierno, que busca someter a la 
fuerza a quien sea considerado como un enemigo. 

Para este informe contamos con dos ilustradores testimonios relacionados con el caso de Andrés*, un joven 
campesino que fue asesinado cuando portaba una fuerte suma de dinero de la comunidad de la cual era líder 
(Caso 14). Fue asesinado, el dinero desapareció y él fue reportado públicamente por el Ejército como un guerri-
llero muerto en combate. Según cuenta un miembro de la comunidad: “Estos casos son repetidos por las fuerzas 
militares, dentro de lo que ellos llaman Seguridad Democrática. Varios líderes campesinos de la zona han sido 
víctimas de estos asesinatos con la argumentación de que son miembros, informantes de las Farc.” 

Con respecto a este mismo caso, un soldado profesional amigo de la familia manifestó que: “Estos hechos 
ocurren con mucha frecuencia en el Caquetá, porque hay una consigna en los altos mandos militares: ‘que al 
Gobierno central hay que entregarle resultados a como de lugar’. Y muchas veces se tiene que hacer tales cosas 
para dar resultados, sin importar que sean mentiras. Muchas veces las personas antes de asesinarlas se les viste 
con uniforme, botas y se les coloca un fusil sin munición y recién disparado, y luego se les hace correr para 
asesinarlo en una supuesta huida. En algunos casos sí son milicianos a quienes se les ha hecho inteligencia 
militar, pero la consigna es no entregarlos vivos, porque muchas veces logran la libertad y eso es una deshonra 
para las fuerzas militares.” 

También registramos un aumento en detenciones arbitrarias, que pasaron de dos en 2006 a ocho, en 2007. Los 
siguientes son algunos de los casos observados:

•	 El 15 de mayo en Coloso, departamento de Sucre, Mario Castro Díaz fue sindicado arbitrariamente 
de rebelión. Había estado injustamente en la cárcel desde 2004 y aunque había recuperado breve-
mente su libertad, fue detenido y nuevamente encarcelado (Caso 39). 

•	 El 10 de abril Antonio Contreras y cuatro miembros de su familia fueron detenidos sin orden ju-
dicial, porque supuestamente eran informantes o cómplices de la guerrilla. Durante su detención 
Antonio fue torturado (Caso 27).

•	 El 17 de febrero cerca a San José de Apartado, Adrián Alonso fue detenido sin orden judicial, 
torturado y después dejado en libertad (Caso 28).
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•	 El 1 de junio se reportó el caso del pastor Aurelio, quien desde 2005 ha estado arbitraria e injus-
tamente detenido, a raíz de las actividades de narcotráfico realizadas por los paramilitares que lo 
vincularon falsamente (Caso 42). 

Registramos más vulneraciones a la libertad cometidas por parte de presuntos organismos oficiales del Estado 
que por parte de presuntos grupos guerrilleros, de los cuales registramos tres secuestros.

A mediados de 2008, el mismo Gobierno se vio obligado a extraditar a los Estados Unidos a los jefes parami-
litares desmovilizados que estaban detenidos en cárceles colombianas. Esta manifiesta incapacidad o falta de 
voluntad política de hacer justicia, las ejecuciones extrajudiciales, las detenciones arbitrarias y la falta de aten-
ción y reparación a las víctimas, nos indican que la pared que han creado el Gobierno y los medios masivos de 
comunicación masiva, está muy debilitada. 

Un proverbio africano dice que durante la tormenta “cuando en el bosque las ramas se pelean, las raíces se 
abrazan”. Por esto, ante toda esa pelea de guerreros y usufructuarios de la violencia y el engaño, el pueblo y las 
iglesias unen sus fuerzas para producir semillas de esperanza que fortalecen sus raíces y muestran las señales 
del Reino de Dios. 

Es importante observar que estas semillas de esperanza que hemos publicado en otros informes siguen en 
medio de continuas agresiones. No obstante, celebramos la continuación de sus ministerios proféticos de trans-
formación, sanación y justicia, a pesar del ambiente de opresión y muerte que las rodea. 
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2.	 SITUACIONES DE VIOLENCIA

CASOS DEL AÑO 2007

CASO 1 
HOMICIDIO
TORTURA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Alba Lucía Orozco, Óscar Henao 
Arbeláez, Óscar Alberto Henao, Eliana 
Henao, Martín David Henao, José Eduardo 
Gaviria y Juan David Henao, de la Iglesia 
Cristiana.
Fecha: 1 de enero de 2007
Lugar: Caldas / Manizales  
Presuntos responsables: Paramilitares

Alba Lucía, de 60 años de edad, estaba casada y era 
madre de familia. Ella y su familia se desplazaron 
después del asesinato de su hijo y de las amenazas 
contra su esposo, por parte de presuntos paramili-
tares del bloque Pipinta de Caldas. Las dos víctimas 
eran líderes de la acción comunal de la vereda. Se-
gún cuenta Alba:

—“A mi esposo, tiempo atrás lo habían amena-
zado. Un día mi hijo salió a la calle, yo sentí miedo 
porque se escuchaban rumores que decían que los 
paramilitares estaban en la vereda. Horas después 
los vecinos fueron a decirme que a mi hijo lo echaron 
en la camioneta de los paras y que más adelante se 
oyeron tiros. Así sucedió. Me lo torturaron y después 
me lo mataron.”

CASO 2
HOMICIDIO

Víctimas: Antonio Benítez.*
Fecha: 28 de enero de 2007
Lugar: Córdoba / Cotorra  
Presuntos responsables: Paramilitares

Antonio,* de 42 años de edad, estaba casado, era 
padre de seis hijos, líder de los desplazados, agri-
cultor de maíz y algodón y tenía estanques de cacha-
mas, de donde sacaba su sustento. En 1990, Anto-
nio* se había desmovilizado del Epl. De acuerdo con 
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quienes lo conocieron, él expresaba que creía en el 
proceso de Justicia y Paz. 

El domingo 28 de enero de 2007, Antonio* estuvo 
en Moralito visitando a algunas familias desplazadas 
del Alto Sinú, a quienes motivó para que acudieran 
a la Fiscalía Delegada en Córdoba. Les insistió para 
que se acogieran al proceso de Justicia, Paz y Repa-
ración, para que relataran los hechos que produjeron 
sus desplazamientos y contaran la verdad sobre la 
violencia de la cual eran víctimas. 

Hacia las 2:30 de la madrugada, a la salida de la 
visita, camino a Cotorra, Antonio* fue asesinado en 
la vía que del casco urbano del municipio conduce 
hacia la vereda San Pablo, corregimiento de Mora-
lito. Dos disparos impactaron en su oreja izquierda, 
uno en el pómulo izquierdo y otro debajo de la axila 
izquierda, cerca al corazón. El cadáver fue hallado 
al día siguiente en la parcela San Pablo, a doscien-
tos metros de Moralito. Ninguno de los campesi-
nos del sector manifestó haber visto ni escuchado 
nada. 

Según sus conocidos, desde que Antonio* aban-
donó las armas, nunca más quiso saber del ac-
cionar guerrillero. De vuelta a la libertad decidió 
convertirse en representante y vocero de uno de los 
comités de desplazados y de víctimas de los para-
militares, organizados en varias partes de Córdoba. 
Antonio* dejó viuda a María Rojas y huérfanos a 
seis hijos. 

CASO 3
HOMICIDIO
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Yina*, Ernestina*, Marina*, 
Felipe*, Carlos* y Simón*, de la Iglesia 
Movimiento Misionero Mundial.
Fecha: 1 de febrero de 2007
Lugar: Casanare
Presuntos responsables: Paramilitares

Yina,* de 60 años de edad y madre de familia, debió 
salir desplazada junto a toda su familia, después de 
que presuntamente las Auc asesinaron a su esposo. 
Según cuenta la víctima: 

—“Los paramilitares le pidieron vacuna a mi espo-
so, por las 700 hectáreas de tierra que poseíamos, 
por nuestros ganados y cultivos. Le dijeron que de-
bía vender sus bienes, a lo cual él se negó. Fue ahí 
donde empezaron la persecución y las amenazas. La 
Fiscalía nos tenía en el Programa de Protección, pero 
mi esposo decidió vender las propiedades, para lo 
cual puso un aviso en la prensa. Días después viajó 
a Bogotá junto con mi hijo, a donde lo citaron para el 
pago de las ventas. Al llegar allá lo asesinaron a tiros. 
Mi hijo vio todo y, por eso, tuvimos que salir despla-
zados y dejarlo todo en poder de las Auc”.
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CASO 4
HOMICIDIO
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Rosalino González, su esposa 
y sus dos hijos; José Rosalino González, 
Wilmar González Hurtado, Óscar  González y 
Olimpo González. 
Fecha: 27 de febrero de 2007
Lugar: Santander / Bolívar  
Presuntos responsables: Sin Información

Rosalino, de 27 años de edad, era un campesino, 
casado y padre de dos hijos, de tres y cinco años. 
Era miembro de la iglesia evangélica de la zona y 
de un consejo comunitario afrocolombiano. Tres in-
dividuos encapuchados llegaron a su finca y, luego 
de establecer una corta conversación con la víctima, 
le dispararon varias veces en presencia de su espo-
sa y de sus hijos. No se conoce a los responsables 
de este asesinato, pero se presume que el hecho se 
debió a que Rosalino hacía parte de un programa del 
Gobierno, conocido como “Los Guardabosques”, 
que busca evitar el aumento de los cultivos ilícitos. 

No se conocía ninguna clase de amenaza contra él, 
además de unos rumores, de fuentes poco confia-
bles, que advertían que los líderes del Programa 
Guardabosques serían ejecutados. A raíz del asesi-
nato, la esposa, los hijos, el padre y tres hermanos 
de Rosalino salieron desplazados. 

Esta zona del Bolívar se caracteriza por sufrir la pre-
sencia de grupos al margen de la ley, como las Farc 
y los paramilitares. A partir de los años 90, aproxi-
madamente, se viene presentando este tipo de he-
chos violentos.

CASO 5
HOMICIDIO
AMENAZA
MÉTODOS ILÍCITOS

Víctimas: Vicente Peña y Marta Feria, de 
la Iglesia Aposento Alto, y una persona sin 
identificar.
Fecha: 6 de marzo de 2007
Lugar: Córdoba / Tierralta  
Presuntos responsables: Paramilitares

Vicente, de 73 años de edad, y Marta, de 64 años 
de edad, conformaban una pareja de esposos dedi-
cados a la agricultura y la ganadería en la vereda Los 
Manantiales. Tres hombres armados llegaron hasta 
su casa y les exigieron el dinero de unas reses que la 
pareja había vendido el día anterior. Después de que 
Vicente les entregó el dinero, le dispararon y cuando 
su esposa se acercó a auxiliarlo, también la mataron 
a ella. Un niño que acompañaba a la pareja logró 
huir a pesar de que los asesinos se percataron de su 
presencia y lo persiguieron. 

Los mismos hombres armados regresaron más tarde 
a la vivienda donde habían cometido el doble asesi-
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nato y, después de unos cuarenta minutos, se fueron 
con una motocicleta que pertenecía a Vicente, y que 
luego dejaron abandonada en otro lugar.

CASO 6
HOMICIDIO
AMENAZA
MÉTODOS ILÍCITOS

Víctimas: David Flórez Andrade e hijo.
Fecha: 26 de marzo de 2007
Lugar: Arauca / Saravena  
Presuntos responsables: Sin Información

David trabajaba como transportador en una canoa 
y junto con su esposa tenía cuatro hijos. Cuando 
se dirigía del templo hacia su casa, acompañado 
por uno de sus hijos, de quince años de edad, sus 
victimarios lo llamaron a un lado del camino, le 
preguntaron “si él no sabía que estaba prohibido 
hacer cultos” y le pidieron que los llevara en la 
canoa, donde le dispararon. Luego amenazaron al 
hijo de David para que no contara lo sucedido y lo 
obligaron a huir. 

La viuda y los dos hijos varones de David siguieron 
trabajando en el transporte por el río. Sin embargo, 
en mayo de 2007 los mismos hombres que asesina-
ron a David volvieron al lugar del crimen para robar-
se la canoa de la familia que, por consiguiente, se 
quedó sin trabajo y sin recursos económicos para 
su sustento. 

CASO 7
MÉTODOS ILÍCITOS
HOMICIDIO

Víctimas: Yasmín Hurtado*, líder eclesial 
de la Iglesia Cruzada Cristiana.
Fecha: 1 de mayo de 2007
Lugar: Valle / Buenaventura  
Presuntos responsables: Farc

Yasmín,* de 38 años de edad, estaba casada y era 
madre de familia. Cuando iba de su casa a la iglesia, 
murió instantáneamente a causa de una bomba que 
un perro pisó e hizo explotar. 

Según se presume, la bomba había sido instalada por 
milicias de las Farc. En la comunidad se rumora que 
fue instalada por un hermano de Yasmín, quien era 
uno de los jefes de ese grupo guerrillero en la zona. 

CASO 8
HOMICIDIO

Víctimas: Pedro Ríos*, de la Iglesia Menonita.
Fecha: 4 de mayo de 2007
Lugar: Tolima / Ibagué  
Presuntos responsables: Farc

Pedro* era un campesino de 46 años de edad. Re-
cibió amenazas de muerte que provenían del Frente 
Tulio Varón de las Farc, quienes le exigían ocho mi-
llones de pesos. 



29

Pedro* no pagó, sino que, junto con su esposa, de-
cidió salir de su finca la Romelia y de la zona. Alcan-
zó a vender parte de su ganado antes de trasladarse 
a Ibagué. Sin embargo, por medio de una vecina de 
la finca, los alzados en armas dieron con su para-
dero. En Ibagué, de nuevo presionaron a Pedro* y 
su esposa, les exigieron que vendieran la finca y les 
dieran los ocho millones. Le dieron un plazo de una 
semana y, después de ese tiempo, varios hombres lo 
degollaron con un cuchillo.

CASO 9
HOMICIDIO

Víctimas: Udiel Mendoza Argumedo, de 
la Asociación de Iglesias Evangélicas del 
Caribe (AIEC).
Fecha: 8 de mayo de 2007
Lugar: Córdoba / Tierralta  
Presuntos responsables: Farc

Udiel, de 38 años de edad, estaba casado y era padre 
de tres hijos y miembro de la Iglesia Panfilia de la 
AIEC. Era agricultor y, durante algunas temporadas, 
vendedor ambulante. 

El 7 de mayo, Udiel vendía queso, junto con su hijo, 
cuando unos hombres que estaban vestidos con ropa 
camuflada y que portaban armas largas e insignias 
de las Farc, lo detuvieron y se lo llevaron. El niño 
regresó solo a su casa, creyendo que su padre se iba 
a “castrar unos mulos”. 

Udiel fue asesinado en la quebrada de la vereda del 
Cascajal. Los homicidas lo enterraron y amenazaron 
a la comunidad para que nadie buscara el sitio donde 
había quedado el cuerpo. De acuerdo con los rumores, 
los guerrilleros dijeron que asesinaron a Uriel porque 
sospechaban que “él podía ser un informante”.

El sábado 12 de mayo, un grupo de familiares de Uriel 
y algunos miembros de la iglesia intentaron buscarlo, 
pero los habitantes de La Bonita los alertaron sobre la 
amenaza que habían dejado los asesinos. Los familia-
res de Udiel quedaron desprotegidos y con muchos 
problemas económicos. Algunos tienen problemas de 
salud y los menores de edad dejaron sus estudios. 

Durante diez años, Tierralta estuvo dominada por pa-
ramilitares hasta que ocurrió el desarme de las Auc. 
Hace un año las Farc están buscando retomar el con-
trol de los espacios que en otro tiempo tuvieron. Han 
asesinado a varias personas de varias comunidades 
y han causado el desplazamiento de un miembro de 
la Iglesia Panfilia de Charuas.

CASO 10
HOMICIDIO
AMENAZA
RECLUTAMIENTO DE MENORES Y OBJETORES
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Débora Serna Gómez, Oswaldo 
Grisales Serna, Lorena Grisales, Elkin Alexis 
Grisales, Dayron Arley Grisales y Francisco 
Samuel Grisales, de la Iglesia Cuadrangular.
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Fecha: 1 de junio de 2007
Lugar: Santander / El Carmen  
Presuntos responsables: Paramilitares

Débora, de 48 años de edad, estaba casada y era 
madre de cinco hijos. Había sido amenazada por 
presuntos miembros de las Auc, para que entregara 
sus hijos al reclutamiento en este grupo. Como ella 
se negó, tuvo que huir desplazada. Según cuenta la 
víctima: 

—“Como yo tenía mis hijos me dijeron que los 
entregara y yo les dije que no. Como no accedí a 
dejárselos, me dijeron que yo era de la guerrilla, y 
como a las 10:00 de la noche me fueron a avisar 
que saliera corriendo porque los paracos venían a mi 
casa por mis hijos”.

Sin embargo, uno de los hijos de Débora alcanzó a 
ser reclutado por las Auc, y murió durante un cruce 
de fuego entre este grupo y el Ejército Nacional. 

CASO 11
HOMICIDIO
AMENAZA

Víctimas: Los misioneros Francisco N. y 
Mariela N., de la Iglesia Asambleas de Dios, 
y habitantes de Remedios.
Fecha: 10 de junio de 2007
Lugar: Antioquia / Remedios  
Presuntos responsables: Farc

Francisco y Mariela eran dos misioneros de la Iglesia 
Asambleas de Dios, ubicada en el municipio de Be-
llo, Antioquia. Cuando estaban en una labor misional 
en una de las veredas de la zona, unos presuntos 
guerrilleros de las Farc los asesinaron. 

Ellos desconocían el comunicado que ese grupo 
guerrillero envió, el 9 de junio, a los habitantes del 
casco urbano, en el que prohibían la salida de las 
personas a la zona rural del municipio. Según los 
guerrilleros, la gente de ese pueblo era presunta in-
formante del Ejército y de los paramilitares, lo cual 
les había ocasionado la muerte de varios de sus in-
tegrantes y la pérdida de armas.

CASO 12
HOMICIDIO

Víctimas: David Díaz* y Blanca Torres*, 
de la Iglesia Pentecostal.
Fecha: 15 de junio de 2007
Lugar: Tolima / Chaparral  
Presuntos responsables: Farc

David* y Blanca,* ambos campesinos de 36 años 
de edad, conformaban una pareja y tenían seis hi-
jos. Presuntos guerrilleros del 25 Frente de las Farc, 
con uniformes militares y portando fusiles, incur-
sionaron en la casa de la pareja y, en presencia de 
sus hijos, los acusaron de ser “culpables” por no 
avisarles que el Ejército había entrado a la zona, y 
los asesinaron.
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La vereda donde vivía la pareja se caracteriza por 
fuertes enfrentamientos militares entre el Ejército y 
la guerrilla. 

CASO 13
HOMICIDIO
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Abimael N, Celina Mosquera, y 
tres hijos suyos.
Fecha: 18 de junio de 2007
Lugar: Arauca / Saravena  
Presuntos responsables: Eln

Abimael era el pastor de su iglesia, estaba casado y 
tenía tres hijos. Presuntos guerrilleros del Eln lo ase-
sinaron por hacer cultos en el territorio de las Farc. 
Lo esperaron a la salida del culto dominical y le die-
ron nueve disparos, ante unas cincuenta personas, 
entre ellas su esposa y sus tres hijos. 

El pasado 28 de julio de 2007, la esposa de Abimael 
tuvo que salir desplazada con toda su familia, des-
pués de que su hijo Samuel manifestó que él había 
visto los asesinos de su padre. 

CASO 14
HOMICIDIO

Víctimas: Andrés Vergara*, de la Iglesia 
Pentecostal Unida de Colombia.
Fecha: 29 de junio de 2007
Lugar: Caquetá / San José del Fragua

Presuntos responsables: Ejército

Andrés,* de 39 años de edad, era un campesino, 
evangélico, líder comunitario, casado y padre de 
seis hijos. Por acuerdo de su comunidad, él había 
sido elegido como tesorero de la Junta. El 29 de ju-
nio, a las 5:00 p.m., cuando regresaba de vender ga-
nado y cobrar unos recursos que el municipio había 
aportado a la escuela de la comunidad a la cual él 
pertenecía, fue abordado por un grupo de soldados 
y fue asesinado.

La víctima fue reportada por las fuerzas militares 
como miembro del Frente 42 de las Farc, grupo que 
opera en Sabaleta, zona que presenta una alta pro-
ducción de coca. Así mismo, después de ser tras-
ladado a la Brigada XII del Ejército, en la ciudad de 
Florencia, capital del Caquetá, Andrés fue presentado 
a los medios de comunicación como un guerrillero 
muerto en combate. Como fue sepultado en una fosa 
común, sus familiares tuvieron que realizar las ges-
tiones correspondientes para recuperar su cuerpo.

De acuerdo con su esposa, aún no aparecen los do-
cumentos de identificación de Andrés,* tampoco los 
ocho millones de pesos de la venta del ganado, ni el 
dinero aportado por la Alcaldía, los cuales él portaba 
el día de su muerte. Según cuenta un miembro de la 
comunidad: 

—“Estos casos son repetidos por las fuerzas mili-
tares, dentro de lo que ellos llaman ‘seguridad demo-
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crática’. Varios líderes campesinos de la zona han sido 
víctimas de estos asesinatos con la argumentación de 
que son miembros informantes de las Farc, grupo que 
opera en la zona, bajo el Alias de ‘Norbey’”. 

Igualmente, un soldado profesional manifestó: 

—“Estos hechos ocurren con mucha frecuencia 
en el Caquetá, porque hay una consigna en los altos 
mandos militares, que al gobierno central hay que 
entregarle resultados a como de lugar. Y muchas ve-
ces se tiene que hacer tales cosas para dar resulta-
dos, sin importar que sean mentiras. Muchas veces 
las personas antes de asesinarlas se les viste con 
uniforme, botas, y se les coloca un fusil sin munición 
y recién disparado, y luego se les hace correr para 
luego asesinarlos en una supuesta huida. En algunos 
casos, si son milicianos que se les ha hecho inte-
ligencia militar, pero la consigna es no entregarlos 
vivos, porque muchas veces logran la libertad, y eso 
es una deshonra para las fuerzas militares”.

De acuerdo con los familiares de Andrés, ya se ins-
tauró una demanda contra las Fuerzas Militares, ante 
el CTI y la Procuraduría General de la Nación. No 
obstante, la familia se encuentra desplazada, afron-
tando unas limitadas condiciones de vida. 

CASO 15
HOMICIDIO

Víctimas: El pastor Humberto Méndez, de la 
Iglesia Cristo Centro.

Fecha: 5 de julio de 2007
Lugar: Huila / Colombia  
Presuntos responsables: Farc

Humberto, de 63 años de edad, era pastor en la ve-
reda La Dorada. Presuntos guerrilleros de las Farc 
lo sacaron de su residencia y lo llevaron a una zona 
ubicada entre las veredas La Legiosa y La Dorada, 
donde lo asesinaron a él y al pastor Joel Cruz (Caso 
16).

CASO 16
TORTURA
AMENAZA
HOMICIDIO

Víctimas: El pastor Joel Cruz García, su 
esposa y su hija, de la Iglesia Cristo Centro.
Fecha: 5 de julio de 2007
Lugar: Huila / Colombia  
Presuntos responsables: Farc

Joel era un pastor de 27 años de edad, estaba casado 
y trabajaba como campesino en la vereda La Legiosa. 
Dos individuos que se identificaron como guerrilleros 
del Frente 25 de las Farc, lo sacaron de su casa con el 
pretexto de interrogarlo. Lo acusaron de ser informante 
del Estado, lo torturaron y le dispararon. 

Según los testimonios de algunos pobladores, días 
antes el Ejército había llegado a la zona y estuvo pa-
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trullando alrededor de la iglesia (ver caso del 1 de 
julio de 2007). 

Desde entonces, la viuda y la familia de Joel han 
recibido amenazas de muerte también por parte del 
grupo guerrillero, el cual, el 9 de julio, les envió una 
carta asegurando que el Frente 25 había asesina-
do a su esposo “por sapo” (informante). Con Joel 
también fue asesinado el pastor Humberto Méndez 
(Caso 15).

CASO 17
HOMICIDIO

Víctimas: Freddy Ortiz Álvarez,  
de la Iglesia Menonita, y Diego Fernando 
Haro Montejo.
Fecha: 5 de agosto de 2007
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Paramilitares

Freddy, de cincuenta años de edad, estaba casado y 
tenía dos hijos. Unos hombres armados lo mataron 
frente a su casa cuando él se disponía a entrar junto 
con Diego, quien vivía en el mismo lugar. 

Tiempo atrás, había sido amenazado y desplazado 
por presuntos paramilitares, porque se negó a pagar-
les una “vacuna”, y por haber sido testigo del ase-
sinato de su cuñado Héctor Jesús Sánchez Coronel, 
quien murió a manos de las Auc en Ocaña-Norte de 
Santander, el 4 de agosto de 1996. Se presume que 

quienes lo amenazaron en esa oportunidad eran los 
mismos que lo asesinaron.

CASO 18
HOMICIDIO

Víctimas: El pastor Diego Bejarano,  
de la Iglesia Pentecostal.
Fecha: 20 de septiembre de 2007  
Lugar: Valle / El Dovio  
Presuntos responsables: Otros

Diego, de 27 años de edad, era un pastor, casado y 
padre de una hija. Presuntos narcotraficantes enca-
puchados lo interceptaron cuando, en un campero 
público, volvía de visitar el municipio del Dovio. A 
pesar de sus ruegos, los hombres armados lo obli-
garon a bajar del carro y le dijeron que se arrodilla-
ra, a lo que él contestó: “No me le arrodillo sino a 
Dios”. Por lo tanto, se lo llevaron y posteriormente 
apareció descuartizado. Los miembros de la iglesia 
Pentecostal rescataron sus restos. 

Según unas fuentes citadas por los medios de co-
municación masiva que informaron sobre el caso, 
al parecer, los victimarios creyeron que Diego era 
un espía. Cuando ocurrió el asesinato de Diego, su 
esposa estaba embarazada.
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CASO 19
AMENAZA
HOMICIDIO
HERIDO

Víctimas: Juan Martínez Yánez, su esposa, 
sus cuatro hijos, Federico Martínez, Narly 
Cabrera Pereira y los cuatro hijos de ellos 
dos y Enilda y Federico.
Fecha: 30 de septiembre  de 2007  
Lugar: Córdoba / Tierralta  
Presuntos responsables: Paramilitares

Juan Martínez Yánez estaba casado y era padre de 
cuatro hijos de dos, cuatro, seis y ocho años de 
edad. El 30 de septiembre de 2007, a las 2:10 a.m., 
once hombres fuertemente armados lo asesinaron 
frente a sus familiares.

Llegaron hasta su residencia, donde además vivían 
sus padres y hermanos. Se identificaron como gue-
rrilleros del frente 47 de las Farc, y le pidieron a Juan 
que les indicara el camino hacia el corregimiento de 
San Felipe de Cadillo. 

Antes de salir, Juan intentó buscar sus botas y, des-
pués, pidió a su esposa que le leyera el Salmo 91. 
Sin embargo los guerrilleros le impidieron hacer 
cualquier cosa. 

Según recuerdan sus allegados, su madre lo abra-
zó, mientras el cantó, oró e intentó calmarla a ella. 
Como su madre no lo soltaba, los guerrilleros la 

golpearon a ella en la cabeza y los brazos, y a él 
le dispararon cuando continuaba abrazándola. Al día 
siguiente, la abuela de Juan, quien también vivía en 
la misma casa, murió. Sus familiares explican que la 
causa de su fallecimiento se debe al impacto que le 
causó la muerte de su nieto. 

Se presume que las causas de este homicidio se de-
ben a que, días antes, después de visitar a una comu-
nidad vecina, Juan y su hermano, Federico Martínez, 
contaron a la Policía en Santafé de Ralito que en el 
camino ellos dos habían visto unos campamentos y 
algunos hombres trabajando en una especie de taller.

CASO 20
HOMICIDIO
DESAPARICIÓN

Víctimas: José Ulises Martínez Medina
Fecha: 1 de octubre de 2007  
Lugar: Boyacá
Presuntos responsables: Estado 
Colombiano - Gaula

José Ulises, de 23 años de edad, era un líder de los 
jóvenes de la Iglesia Cruzada Cristiana de Cúcuta, 
y trabajaba como obrero en la empresa Recupera-
dora Hincapié. Así mismo, prestó el servicio militar 
obligatorio y posteriormente, se convirtió en soldado 
profesional. No obstante, vinculado al área de con-
traguerrilla, estaba cansado de la vida militar y deci-
dió retirarse a finales del año 2006.
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El 29 de septiembre de 2007, José Ulises renunció a 
su trabajo en la empresa y, ese mismo día, viajó de 
Cúcuta a Bogotá. Fue la última vez que sus familiares 
lo vieron con vida, porque después de su partida, el 
1 de octubre fue asesinado y fue presentado por las 
autoridades correspondientes, como un guerrillero 
abatido en combate. Una hipótesis que se maneja 
es que José Ulises fue víctima de un “falso positivo” 
del Gaula del Ejército.

Según sus allegados, él viajaba a Bogotá a reclamar 
el dinero de liquidación que el Ejército le debía por 
haber sido un soldado profesional. Un día después 
de su partida, envió un mensaje de texto a su novia 
para contarle que había llegado bien a su destino. 
Esta fue la última comunicación que su familia co-
noce de él.

Al ver que el tiempo pasaba sin más noticias, el 16 
de octubre de 2007 los padres de José denunciaron, 
ante la Fiscalía de Cúcuta, su desaparición. El 29 de 
octubre de 2007, la Fiscalía llamó al padre de Ulises 
para comunicarle la llegada, desde la seccional de 
Sogamoso, de una carta por fax en la que se solicita-
ba localizar a los familiares de José Ulises Martínez, 
a quien se le había realizado una inspección técnica 
a cadáver. De acuerdo con los familiares, la copia de 
la carta señala que el fax fue recibido en Cúcuta el 24 
de octubre de 2007. 

Con el fin de conocer más detalles sobre lo ocurrido, 
Holman Martínez, hermano de José, viajó hasta So-

gamoso y el 1 de noviembre se presentó ante la Fis-
calía de esa ciudad, donde reconoció el cadáver por 
medio de unas fotografías que le mostraron, en las 
cuales José Ulises aparecía con uniforme y armas. 

El jefe de Fiscalías le manifestó que, aunque no le 
podía suministrar ese tipo de información, le “ade-
lantaba” que José Ulises había sido abatido por el 
Gaula, como un guerrillero en combate, a hora y 
media de Sogamoso, en la vía que une a Yopal con 
Casanare, entre Aquitania y Vado Hondo. Así mismo, 
le informaron que el cuerpo fue sepultado veinte días 
después del asesinato, en el cementerio de Soga-
moso, y que el caso estaba en manos de un Juez 
Penal Militar. 

Desde entonces, los familiares, especialmente los 
hermanos de José Ulises han llevado a cabo las 
gestiones pertinentes al caso. No obstante, han te-
nido que observar que el caso ha sido remitido por 
varias instancias que no logran dar respuesta a los 
muchos interrogantes que quedaron después de la 
muerte de José Ulises. Entre otras cuestiones, se ha 
podido establecer que el dinero de la liquidación no 
fue gestionado ni cobrado. 

CASO 21
HOMICIDIO

Víctimas: Ezequiel Vidal, de la Asociación 
de Iglesias Evangélicas del Caribe (AIEC).
Fecha: 7 de octubre de 2007 
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Lugar: Córdoba / Tierralta  
Presuntos responsables: Paramilitares

Ezequiel, de 42 años de edad, padre de tres hijos, era 
un desmovilizado de las Auc. Se había convertido al 
cristianismo y era miembro de la Iglesia Ebenezer, 
de Santafé de Ralito. 

Ezequiel había manifestado que estaba siendo ame-
nazado para que formara parte de los nuevos grupos 
que se rearmaron de las Auc, a lo cual él se negó. El 
7 de octubre, mientras trabajaba como mototaxista y 
se dirigía de Tierralta hacia el corregimiento de San-
tafé de Ralito, en la vereda El Cairo, varios hombres 
armados lo asesinaron. 

Hasta el desarme de las Auc, durante diez años la 
zona estuvo dominada por paramilitares. Actualmen-
te existen grupos rearmados y bandas emergentes al 
servicio del narcotráfico.

CASO 22
HOMICIDIO

Víctimas: Mauricio Alcalá*, de la Iglesia 
Pentecostal Unida de Colombia.
Fecha: 30 de noviembre de 2007  
Lugar: Caquetá / Solano  
Presuntos responsables: Farc

Mauricio* era un hombre de treinta años de edad, 
casado, padre de una hija y fotógrafo. El 30 de no-

viembre, a las 10:35 a.m., estaba en su casa, junto 
con su familia, cuando dos hombres que se identifi-
caron como miembros de las Farc se lo llevaron con 
rumbo desconocido, para “dialogar con él”. 

Mauricio* salió con ellos y, cerca de las 11:00 a.m., 
la familia recibió la noticia de que había sido asesi-
nado en un paraje cercano al caserío, con dos im-
pactos de bala en el cráneo. Con el tiempo corrió 
el rumor de que el fotógrafo fue asesinado porque 
supuestamente era un informante. 

CASO 23
HOMICIDIO
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Aníbal Dagua López y Lucía 
Delgado, y tres hijos suyos, 
de la Iglesia Unión Misionera Evangélica 
de Colombia (IUMEC).
Fecha: 4 de diciembre de 2007  
Lugar: Cauca
Presuntos responsables: Sin Información

Aníbal era un indígena de 37 años de edad, casa-
do y padre de tres hijos. Era agricultor, trabajaba en 
el sector de la construcción y, además, participaba 
en diversas actividades de la comunidad. Estaba en 
su trabajo cuando tres hombres encapuchados le 
dispararon tres veces y murió. Su esposa decidió 
desplazarse con sus hijos, después de unos rumores 
que la señalaban como la siguiente víctima. 
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No se han identificado los presuntos responsables 
del asesinato, pero la zona donde ocurrió el caso 
está dominada por las Farc.

CASO 24
HOMICIDIO
AMENAZA

Víctimas: Los pastores Helena Ríos* y 
Alexander Gil*, y Johana* y Felipe*,  
de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia.
Fecha: 6 de diciembre de 2007  
Lugar: Huila / Neiva  
Presuntos responsables: Sin Información

Helena* era una pastora de 34 años de edad, casa-
da con el pastor Alexander* y madre de dos hijos: 
Johann*, de 14 años y Felipe,* de 9 años. El 6 de 
diciembre de 2007, a las 8: 10 p.m., cuando ella se 
encontraba en la casa de su mamá y en compañía 
de su hijo menor, en un momento en el que salió 
al frente de la vivienda a hablar por teléfono celular, 
dos hombres le dispararon en la espalda. Uno de los 
disparos impactó en el pulmón y otro en el corazón. 
Su hijo, que en ese momento salía de la casa, pre-
senció el asesinato. 

Los asesinos escaparon de inmediato. Se descono-
cen las causas y los responsables del crimen. 

DESAPARICIÓN

CASO 25
DESAPARICIÓN

Víctimas: Leonel Guzmán*, de la Iglesia 
Interamericana de Colombia.
Fecha: 16 de enero de 2007  
Lugar: Antioquia / San Pedro de Urabá  
Presuntos responsables: Paramilitares

Leonel* es un campesino, líder comunitario de una de 
las veredas del corregimiento de San Pedro de Urabá, y 
hermano de la pastora de una Iglesia Interamericana del 
distrito de Urabá. El 16 de enero unos hombres fuerte-
mente armados lo sacaron de su casa y, en contra de su 
voluntad, se lo llevaron en un carro. Según los comenta-
rios de la gente, para las Águilas Negras Leonel* “no es 
una persona confiable para la estabilidad de la región”. 
Desde entonces el campesino está desaparecido.

La región del golfo del Urabá Antioqueño se ha ca-
racterizado por ser una zona donde se han presentado 
guerrillas, tanto de las Farc, como del Eln y el Epl, al 
igual que los grupos paramilitares, entre ellos, algunos 
hombres bajo el mando de alias “el Alemán”, actual-
mente retenido en la penitenciaria de máxima seguri-
dad de Itagüí (Antioquia), bajo la Ley de Justicia y Paz. 

Miembros de la comunidad manifiestan haber escu-
chado el rumor con respecto a que alias el Alemán 
fue quien dio la orden para que uno de sus hermanos 
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se encargara del reclutamiento y rearme del grupo en 
esta región.

HERIDO

CASO 26
HERIDO
AMENAZA

Víctimas: David Luque*, de la Iglesia Menonita
Fecha: 1 de enero de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Paramilitares

David,* de 19 años de edad, y toda su familia han 
sido hostigados desde el año 2002. Dos presuntos 
paramilitares lo esperaban cuando se bajó de una 
buseta, le dijeron que eran del Ejército y que busca-
ban un radio que supuestamente él había robado. Los 
hombres intentaron a la fuerza meterlo en un carro, 
pero él se resistió. Sin embargo, le dieron patadas en 
todo el cuerpo (Caso 102).

CASO 27
TORTURA
HERIDO
DETENCION ARBITRARIA
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Antonio Contreras, María Elda 
Albarracín, José Ramón Contreras, 

Ferney Antonio Alvarado y José Gustavo 
Contreras, de la Iglesia Asambleas de Dios.
Fecha: 10 de abril de 2007  
Lugar: Norte de Santander / Arboledas  
Presuntos responsables: Ejército

Antonio es un vendedor ambulante, de 55 años de 
edad. Hacía parte de una brigada de salud cuando, 
de repente, unos miembros del Ejército Nacional se 
lo llevaron. No tenían una orden de captura, pero se 
lo llevaron manifestando que se trataba de un infor-
mante de la guerrilla. Mientras mantuvieron retenida 
a su familia, durante todo un día, a él lo interrogaron, 
lo golpearon, lo amarraron, le echaron agua y sal 
para torturarlo y lo revolcaron en estiércol. Le causa-
ron lesiones graves. 

Cuatro meses después, toda la familia debió salir des-
plazada. Según cuenta la víctima: “El Ejército mani-
festó que éramos informantes o cómplices de la gue-
rrilla, y por eso nos secuestraron y nos torturaron”.

TORTURA

CASO 28
TORTURA
DETENCION ARBITRARIA
AMENAZA

Víctimas: Adrián Alonso Valderrama 
Tuberquía, de la Iglesia Pentecostal.
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Víctimas: Adrián Alonso Valderrama 
Tuberquía, de la Iglesia Pentecostal.
Fecha: 17 de febrero de 2007  
Lugar: Antioquia / Apartadó  
Presuntos responsables: Ejército

Adrián, de 18 años de edad, es un campesino, miem-
bro de la Iglesia Pentecostal, que habita en cercanías 
de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. El 
17 de febrero, después de una vigilia en su iglesia, 
asistió a una cita en la vereda de la Esperanza, pero 
le incumplieron, de manera que se devolvió. Cerca 
de las 12:00 m, cuando pasaba por el caño ‘El Pa-
raíso’, unos miembros del Ejército lo detuvieron y lo 
acusaron de ser un guerrillero. A pesar de que esta-
ban encapuchados, Adrián creyó reconocer la voz y 
la contextura de uno de los agresores.

Los hombres armados lo metieron al caño y lo hun-
dieron en el agua, mientras ellos se paraban sobre 
su cuerpo. Le exigían que confesara que era un 
guerrillero, lo sometieron a un largo interrogatorio 
y después lo llevaron a una base militar, en Nuevo 
Antioquia, donde lo dejaron amarrado toda la noche. 
Lo amenazaron de muerte. 

Varias personas de la comunidad buscaron la ma-
nera de ayudar al joven, hasta que el 18 de febrero, 
el pastor fue a la base del Ejército, intercedió por 
Adrián y sólo así lo soltaron.

ATENTADO

CASO 29
ATENTADO
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: César Rueda*, su esposa, su hijo 
y su hija, de la Iglesia Menonita, y Samuel 
León*.
Fecha: 23 de octubre de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Farc

César,* de 48 años de edad, está casado y tiene tres 
hijos y una nieta. En su tierra fue líder de asocia-
ciones campesinas. Actualmente es estudiante de 
Teología en el Seminario Bíblico Menonita. El 23 
de octubre, cerca de las 2:00 p.m., tres presuntos 
guerrilleros de las Farc que se movilizaban armados 
en una camioneta blanca de doble cabina, en pleno 
centro de Bogotá, atentaron contra la vida de César y 
su hermano Samuel. Según cuenta la víctima: 

—“En el momento en que nos dirigíamos de la 
Fiscalía de Paloquemao hacia el Ministerio del Inte-
rior y Justicia, mi hermano se percató de que por 
la puerta de una camioneta salió un hombre con un 
arma en la mano. (Samuel) me gritó ‘corra que nos 
matan’, me empujó y salió corriendo. Yo también 
corrí. Se escucharon disparos y cuando habíamos 
avanzado unas tres cuadras, nos alcanzó un policía 
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en moto, que observó nuestra angustia, y le pedi-
mos auxilio. De inmediato llegaron dos policías más 
y un teniente de apellido Flórez, en compañía de dos 
agentes más, los cuales nos transportaron hasta el 
Ministerio del Interior y Justicia. El 24 de octubre de 
2007, el ministerio nos aprobó el préstamo, durante 
tres meses, de unos chalecos antibalas, los cuales 
fueron ratificados por el CRER, el 1º de noviembre.”

A raíz de este atentado, el 24 de octubre de 2007 
ellos tuvieron que cambiar de barrio. César presume 
que los responsables son miembros de las Farc, por 
la historia de hostigamiento, amenaza y persecución 
que desde 2001 ese grupo mantiene contra él, por-
que como líder de organizaciones campesinas, criti-
có las acciones de ese grupo.

RECLUTAMIENTO DE MENORES
Y OBJETORES

CASO 30
RECLUTAMIENTO DE MENORES Y OBJETORES

Víctimas: Camilo*, de la Iglesia Menonita
Fecha: 13 de enero de 2007 
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Farc

A través de engaños, Camilo,* de catorce años de 
edad, fue reclutado por un presunto miliciano de la 
guerrilla. En un lugar apartado del monte se encontró 

con unos cuarenta hombres de la guerrilla, los cua-
les lo obligaron a caminar hasta que se enfermó. Por 
lo tanto, sus captores decidieron que Camilo* no les 
servía y, el 25 de enero de 2007, lo dejaron libre. Ese 
mismo día, el joven logró volver a su casa, sucio, 
flaco y cansado. 

SECUESTRO Y TOMA DE REHENES

CASO 31
SECUESTRO Y T. REHENES

Víctimas: Elvis Vergara Mejía
Fecha: 27 de mayo de 2007  
Lugar: Sucre / Guaranda  
Presuntos responsables: Farc

Elvis, de 30 años de edad, hijo de padres cristianos 
evangélicos, fue secuestrado por delincuentes co-
munes y luego vendido a las Farc. Después de que 
sus familiares pagaron el rescate, Elvis fue liberado, 
pero cinco días después fue asesinado. 

Al parecer, los asesinos le habían pagado a una mujer 
para que lo citara en el mismo lugar donde apareció 
muerto por tres disparos con arma de fuego. Según 
algunas investigaciones por parte de la Policía, se ha 
podido establecer que por miedo a que los delatara, 
quienes lo habían secuestrado lo asesinaron. Elvis 
nunca antes había recibido amenazas. 
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CASO 32
SECUESTRO Y T. REHENES

Víctimas: Sebastián Andrade
Fecha: 18 de agosto de 2007  
Lugar: Antioquia / Urrao  
Presuntos responsables: Farc

Sebastián Andrade era un miembro activo de su 
Iglesia, y se había postulado como candidato a la 
alcaldía de Urrao, en el departamento de Antioquia. 
En una de las fincas de su familia, presuntos guerri-
lleros de las Farc lo secuestraron por razones econó-
micas y eventualmente políticas. 

De acuerdo con integrantes de la familia, hace sie-
te años vienen siendo hostigados por las Farc, que 
desde ese tiempo han asesinado a unas veinte per-
sonas de este mismo grupo familiar. Así mismo, los 
Andrade han sufrido nueve secuestros (Caso 104). 
Actualmente las Farc liberaron a Sebastián, a cambio 
de una suma de dinero.

CASO 33
AMENAZA
SECUESTRO Y T. REHENES

Víctimas: Patricia*, de la Iglesia Asambleas 
de Dios.
Fecha: 5 de diciembre de 2007  
Lugar: Norte de Santander / Puerto Santander 
Presuntos responsables: Paramilitares

Patricia,* de cuarenta años de edad, es viuda y ma-
dre de dos hijos. El 5 de diciembre fue secuestrada 
por presuntos miembros de las Auc, denominados 
las Águilas Negras. Los secuestradores la tuvieron 
en su poder durante cinco meses y posteriormente 
la dejaron libre, no sin antes amenazarla con hacerle 
daño si volvía a salir de su casa. Desde ese día Pa-
tricia* se encuentra encerrada, sin poder salir, por 
miedo a estas amenazas. 

DESPLAZAMIENTO

CASO 34
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Gladys Santana, Saúl Suárez, 
Dwivar Sail Suárez, Gabriela Suárez,  
Claudia Santana y María Claudia,  
de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia.
Fecha: 1 de enero de 2007  
Lugar: Cesar / San Martín  
Presuntos responsables: Farc

En 2007, Gladys, de 46 años de edad y toda su fa-
milia, debieron desplazarse por unas amenazas que 
recibieron de presuntos guerrilleros de las Farc. Se-
gún ella cuenta:

—“Empezaron a colocar grafitis, en donde acu-
saban a mi hermano de ladrón. A mi hermana, que 
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era enfermera, también la persiguieron. Después nos 
enteramos que dieron la orden de matar a mi herma-
no, por lo cual ahora está refugiado en Canadá con 
toda su familia”.

Se presume que estos hechos se debieron a que el 
hermano de Gladys fue alcalde del Municipio de la 
Playa, en Ocaña, Norte de Santander. 

CASO 35
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Rosa Parra* y Pablo Múnera*,  
de la Iglesia Pentecostal.
Fecha: 12 de enero de 2007  
Lugar: Tolima / Ibagué  
Presuntos responsables: Farc

Rosa,* de 43 años de edad, es un ama de casa y 
Pablo,* de 38 años de edad, un campesino. Ellos 
fueron obligados a comprar víveres al Frente Tulio 
Varón, de la guerrilla. Cuando se negaron a cumplir 
esta orden, fueron obligados a dejar su tierra, su fin-
ca y todas sus pertenencias.

CASO 36
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Familia Zambrano*
Fecha: 1 de febrero de 2007 

Lugar: Antioquia    
Presuntos responsables: Paramilitares

La familia Zambrano* está integrada por campesi-
nos autóctonos de la Ceja, de los cuales, algunos 
obtienen sus ingresos del cultivo de la tierra y otros, 
laboran en empresas de floricultura. 

Desde el año 2000, los Zambrano* han sido hostiga-
dos por los paramilitares, han tenido que desplazar-
se en varias oportunidades y han sufrido el asesinato 
de algunos familiares (Caso 25). 

En 2007, la organización paramilitar los reencontró y 
nuevamente los amenazó de muerte, para evitar que 
reporten los asesinatos y el hostigamiento, ni a la 
Personería Municipal ni a ninguna autoridad de Ley 
de Justicia y Paz. Desde entonces, la familia Zam-
brano* ha tenido que desplazarse internamente, en 
el municipio, de un lugar a otro.

CASO 37
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO
INTOLERANCIA RELIGIOSA

Víctimas: El pastor Omar Guerrero*,  
de la Iglesia Pentecostal, Comunidad 
Cristiana del Resguardo Indígena Ika. 
Fecha: 14 de febrero de 2007  
Lugar: Cesar / Pueblo Bello  
Presuntos responsables: Estado 
Colombiano
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Algunos Arhuacos de la comunidad indígena del co-
rregimiento de Sabanas del Jordán, así como otros 
miembros de la Iglesia Pentecostal Unida de Colom-
bia, han denunciado las persecuciones que sufren a 
causa de sus creencias religiosas. Entre otras, han 
sido amenazados con la pérdida de sus derechos 
como indígenas. 

El cepo y la cárcel son algunas de las circunstancias 
que les ha tocado enfrentar a los creyentes de esta 
Iglesia. Además, ya se ha presentado el desplaza-
miento de algunos misioneros que han ido a servir a 
esa comunidad. Aunque frente a todas estas violacio-
nes de los derechos humanos, la Iglesia interpuso una 
acción de Tutela, en busca de respeto a su derecho a 
la Libertad e Igualdad de Culto, la Corte Constitucional 
falló a favor del grupo de los indígenas tradicionales.

Desde 2005 los indígenas conformaron un movi-
miento a nivel de la Sierra Nevada con el propósito 
de cerrar los templos en los corregimientos de La 
Caja y Simonorva. En la actualidad existen alrede-
dor de unos 600 desplazados entre niños y adultos. 
Además, algunos pastores han sido amenazados por 
la guerrilla, a petición de los indígenas tradicionales. 
Tal es el caso del pastor Omar Guerrero.*

De acuerdo con las denuncias, el fallo de la Corte se 
centró en justificar teóricamente que ser un indígena 
es practicar la religión tradicional y dejar sin espacio 
a los cristianos o a quienes de la comunidad se con-
viertan al cristianismo. 

CASO 38
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Absalón Jiménez* y sus tres hijos
Fecha: 28 de febrero de 2007  
Lugar: Santander / Cimitarra  
Presuntos responsables: Sin Información

Absalón,* de 52 años de edad, y tres de sus hijos 
tuvieron que desplazarse por amenazas proferidas 
por los mismos victimarios de Rosalino González 
(Caso 4).

CASO 39
DETENCION ARBITRARIA

Víctimas: Mario Castro Díaz,  
de la Iglesia Bautista.
Fecha: 15 de mayo de 2007  
Lugar: Sucre / Coloso (Ricaurte)
Presuntos responsables: Fuerza Pública

Mario, de 26 años de edad, casado, agricultor y jor-
nalero, fue privado de la libertad, por organismos del 
Estado, aunque él manifiesta ser inocente. Según 
cuenta la víctima: 

—“En el año 2004 llegaron muchos hombres de la 
Fuerza Pública y sin preguntar montaban en camio-
nes a todo el que se encontraban en la calle, sin una 
orden judicial. Fue así como me detuvieron ese año y 
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desde ahí he estado preso injustamente. En el primer 
año de detención en la cárcel La Vega de Sincelejo, 
me enteré que un guerrillero era quien le informaba 
a las autoridades sobre el apoyo mentiroso que to-
das las personas estábamos proporcionándole a la 
guerrilla. Algunas de las personas lograron salir por-
que contaban con recursos económicos y prestaron 
o vendieron alguna propiedad para pagar un buen 
abogado. En mi caso no fue así puesto que con mis 
padres y hermanos somos demasiado pobres y no 
contamos con esos recursos.

La fiscal que tomó el caso de todos los detenidos 
en Coloso, Ovejas y Chalán no encontró argumento 
alguno para que estuviésemos detenidos y ordenó 
que nos dejaran en libertad. De hecho esto sucedió y 
por tres meses estuve libre, pero en el mes de mayo 
del año 2007 me mandaron a mí y a todos los que 
habían liberado a que debíamos presentarnos porque 
aún debíamos pagar dos o tres meses de la condena. 
Yo me presenté, otros se fueron del municipio y no 
se presentaron a causa de todas las injusticias que 
estaban haciéndonos. De las más de doscientas per-
sonas que fueron detenidas injustamente, tres confe-
saron ser colaboradores de la guerrilla, pero también 
dieron fe y testimonio que las demás eran inocentes 
y que nada tenían que ver con este grupo. A la señora 
fiscal que por un momento nos concedió la libertad, 
la asesinaron después de ordenar nuestra libertad. 
Hoy aún sigo detenido por los cargos de rebelión, lo 
cual nunca he sido.”

CASO 40
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Félix Fernández*, su esposa  
y su hija, de la Iglesia Menonita.
Fecha: 28 de mayo de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Paramilitares

Félix* está casado y es padre de una niña de tres 
años. Presuntos paramilitares le enviaron una car-
ta de amenaza firmada por las Águilas Negras. Esta 
carta la encontró bajo la puerta, a las 7:00 a.m., en 
casa de sus suegros, donde con su esposa tenían un 
apartamento en alquiler. Ante la amenaza, Félix* y su 
familia tuvieron que cambiar de domicilio. Él supone 
que ésta y otras amenazas, tanto escritas como tele-
fónicas, que recibió en mayo, junio y diciembre de 
2007, se deben a la persecución de las Auc contra 
su papá, quien era el líder de una organización que 
ayudaba a los desplazados.

CASO 41
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Joel García Sánchez*, Rut 
Sánchez*, Felipe González* y dos hermanas 
y un hermano de Joel, de la Iglesia 
Menonita.
Fecha: 30 de mayo de 2007 
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Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Paramilitares

Joel* es un estudiante de diecinueve años de edad, 
miembro de la Iglesia Menonita. En varias oportu-
nidades ha tenido que desplazarse con su familia 
(Casos 95 y 112). 

Cuando salía de la universidad, una pareja de pre-
suntos paramilitares lo siguió por varias cuadras, sin 
perderlo de vista. Mientras él tomaba un colectivo, 
la pareja lo alcanzó y se subió en el mismo vehículo. 
Con miedo, Joel* cambió de colectivo, pero la pare-
ja también hizo lo mismo. 

Incluso sus familiares vieron la misma pareja, que lo 
había perseguido hasta su casa y que esperaba en la 
esquina, observando y hablando por celular, durante 
casi quince minutos. Después de lo ocurrido, Joel y 
sus familiares tuvieron que desplazarse nuevamente 
y separarse de sus papás.

CASO 42
DETENCION ARBITRARIA
AMENAZA

Víctimas: Los pastores Aurelio Ramos 
Jaramillo y Enilsa Carballo y sus tres hijos, 
de la Iglesia Interamericana de Colombia.
Fecha:  1 de junio de 2007  
Lugar: Córdoba / Tierralta  

Presuntos responsables: Paramilitares 
- Policía

Aurelio y Enilsa son esposos y pastores de la Iglesia 
Interamericana ubicada en Tierralta. Aunque la deten-
ción arbitraria de Aurelio ocurrió el 3 de agosto de 
2005, (Caso 74, Informe 2), el pastor sigue detenido 
en la cárcel, donde ha recibido la visita de paramilita-
res, quienes durante todo el año 2007 lo intimidaron 
para obligarlo a declarar que la cocaína le pertenecía 
y para que se abstuviera de denunciarlos. Lo ame-
nazaron con asesinar a Josefina y a sus hijos, si los 
delataba. Desde entonces, ella y sus hijos han sido 
hostigados y obligados a desplazarse (Caso 100).

CASO 43
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Dalila Susz* y Cloe Susz*,  
de la Iglesia Menonita, y la prima de Dalila.
Fecha: 21 de julio de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Paramilitares

Dalila,* de cuarenta años de edad, es viuda y madre 
de dos hijos. Presuntos paramilitares la amenazaron 
diciéndole que iban a asesinar a su hija Cloe,* si no 
les daba información sobre el paradero de una pri-
ma de ella. Dalila* le había dado refugio a su prima, 
quien había sido extorsionada y violada por presun-
tos miembros de las Auc.
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Anteriormente, Dalila* y Cloe* habían sido persegui-
das, desplazadas y habían recibido llamadas amena-
zantes. El 10 de noviembre de 2007 varios hombres 
se acercaron en un carro a Cloe* y la llamaron por su 
nombre, de tal manera, que ella tuvo que irse fuera 
de la ciudad. 

CASO 44
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Rócebel Cruz, de la Iglesia Cristo 
Centro, y la familia Cruz.
Fecha: 27 de julio de 2007  
Lugar: Huila / Colombia  
Presuntos responsables: Farc

Rócebel es hermano del pastor asesinado Joel Cruz 
(Case 16). Presuntos integrantes de las Farc le en-
viaron un comunicado membreteado, amenazándolo 
de muerte si no salía de la zona junto con su familia. 
Cuando se estaba desplazando se enteró, por medio 
de un vecino, que la guerrilla ofrecía 5’000.000 de 
pesos a quien lo entregara. Su familia también tuvo 
que desplazarse junto con otras familias más (Case 
45). La guerrilla ha prohibido en la región el tránsito 
después de las 8:00 p.m., la realización de cultos y 
la recolección de diezmos.

CASO 45
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Héctor Oyola Chala, Lucy Cardozo 
Cruz, Juan Carlos Oyola Cardozo,  
Nerly Oyola Cardozo, Mónica Oyola Cardozo, 
Karen Gómez de Rodríguez*, Perla Ramírez*, 
Mesly Rodríguez, José Elber Cruz, Isaías 
Cruz, Marlon Jonatan Cruz, Cenelia García, 
Arnubio Cruz, Ceny Yolima Cruz, Nilliret 
Cruz, Neify Juliet Cruz, Chirly Cruz y Wilfer 
Cruz, de la Iglesia Cristo Centro.
Fecha: 3 de agosto de 2007  
Lugar: Huila / Colombia  
Presuntos responsables: Farc

Cinco familias pertenecientes a la Iglesia Cristo 
Centro, cercanas al pastor asesinado Joel Cruz y a 
su hermano Rócebel, tuvieron que desplazarse (Ca-
sos 16 y 44). Presuntos guerrilleros del Frente 25 de 
las Farc amenazaron a la población del Huila y ad-
virtieron que no querían evangélicos en la zona. Las 
familias se desplazaron después de enterarse de la 
recompensa de 5’000.000 de pesos que la guerrilla 
ofrecía a quien entregara a Rócebel Cruz. 

Dicha guerrilla mantiene atemorizada a la población, 
impide el tránsito después de las 8:00 p.m. y prohí-
be cultos y reuniones. Cabe anotar que hace cuatro 
años ocurrió un desplazamiento masivo durante una 
semana, en las veredas Legiosa y Dorado, por las 
amenazas de presuntos paramilitares.
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CASO 46
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: El pastor Hugo*, su esposa y sus 
siete hijos, de la Iglesia Interamericana de 
Colombia.
Fecha: 1 de octubre de 2007  
Lugar: Antioquia / Amalfi  
Presuntos responsables: Farc

Hugo* es pastor, está casado y tiene siete hijos. En 
2006, con sus ahorros compró una finca en Amalfi, 
municipio que queda en la zona nordeste del depar-
tamento de Antioquia. La economía de la localidad 
amalfitana se basa principalmente en la producción 
minera, agropecuaria, forestal, energética y comer-
cial, así como en el turismo. Entre los productos de 
minería sobresalen el oro, la piedra caliza, el feldes-
pato, el cuarzo y el mármol.

En compañía de sus hijos Hugo* empezó a buscar 
nacimientos de oro en su finca. Encontraron una pe-
queña cantidad del mineral, que sólo alcanzó para 
sufragar parte de los muy altos gastos propios de la 
minería. Por lo tanto, el pastor tomó la decisión de 
suspender esta actividad económica.

Sin embargo, las Farc exigen que el pastor Hugo* 
les pague una vacuna o que les entregue lo que con-
siguió con la explotación del oro. Las amenazas son 
cada vez más fuertes. En octubre de 2007 las Farc 
amenazaron de muerte a la familia de Hugo.* 

El pastor teme no sólo por su vida, sino también por 
la de sus hijos, uno de los cuales tuvo que salir des-
plazado a Medellín, por temor a que los guerrilleros 
atenten contra su vida.

CASO 47
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Luis Eduardo Rodríguez Sáenz, 
Marlene Quiroga Flórez, Jineth Patricia 
Rodríguez Quiroga, Cristian Eduardo 
Rodríguez Quiroga y Lara Catalina Rodríguez 
Quiroga, de la Iglesia Interamericana de 
Colombia.
Fecha: 17 de octubre de 2007  
Lugar: Meta / Villavicencio  
Presuntos responsables: Paramilitares

El 9 de febrero de 2006, Luis Eduardo se encontra-
ba comprando una mercancía en San Andresito, un 
sector comercial de Bogotá, cuando cerca de quince 
hombres con armas de largo alcance lo rodearon en 
uno de los parqueaderos del lugar. Le preguntaron 
su nombre, le quitaron sus documentos de identi-
ficación, le pidieron información sobre su familia (a 
lo cual él dio datos falsos), e inmediatamente des-
pués de intimidarlo, le pidieron una cuota de treinta 
millones de pesos. Uno ellos sacó una fotocopia de 
los documentos y anotó el número del celular y las 
placas del carro de Luis Eduardo. 
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Los sujetos se presentaron como los encargados de 
las finanzas de un grupo de paramilitares que opera 
en Villavicencio y en Bogotá. Estos hombres le pro-
metieron que si pagaba no lo volverían a molestar. 

Después de lo ocurrido, Luis regresó a Villavicencio 
y puso la denuncia ante el Gaula, donde unos fun-
cionarios le respondieron que ellos no podían hacer 
nada sin pruebas y que, por lo tanto, él debía grabar 
las llamadas.

En efecto, lo llamaron y lo intimidaron para que pa-
gara la cuota exigida. De tal manera que, al ver Luis 
Eduardo que no contaba con suficiente protección, 
con gran esfuerzo consiguió el dinero y pagó con la 
esperanza de que no lo volverían a molestar.

Un año más tarde, cuando Luis pensó que todo había 
terminado, volvieron las llamadas, no sólo al celular, 
sino al teléfono fijo. Le pidieron cincuenta millones de 
pesos, anunciaron que cada año la cuota subiría y que 
si no cancelaba, tomarían represalias en su contra.

Luis Eduardo les dio quince millones y les explicó 
que no tenía más dinero, y que para poder darles el 
primer dinero había tenido que sacar un préstamo en 
el banco. Ellos le advirtieron que si no les pagaba 
los treinta y cinco millones que faltaban, torturaban y 
despedazaban a su familia. Le dijeron que ya sabían 
donde estaba toda su familia, que para ellos no era 
nada difícil localizarlos, que ya sabían que tenía una 
niña pequeñita y que empezarían por ella. 

Desde ese momento, Luis Eduardo ha pedido a esta 
organización paramilitar un plazo más largo. Sin em-
bargo, el 17 de octubre de 2007 volvieron a llamarlo 
y le dieron cinco días para entregar el dinero. 

Los paramilitares descubrieron que el Gaula de la 
Policía les estaba haciendo un seguimiento y como 
represalia estallaron un petardo en la casa de Luis, 
en horas de la madrugada. Según cuenta la víctima, 
“han dicho que lo que sigue es matarnos a todos”. 
Por consiguiente, Luis y su familia decidieron dejar 
todo y salir definitivamente de la ciudad de Villavi-
cencio.

CASO 48
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Giovany de Jesús Castañeda, 
María Daniela Castañeda, Jonathan Andrubal 
Castañeda, Johan Manuel Castañeda, Duvan 
Felipe Castañeda y Gloria Nelcy Durango 
Lopera, de la Iglesia Pentecostal Unida de 
Colombia.
Fecha: 21 de octubre de 2007
Lugar: Meta / Vista Hermosa  
Presuntos responsables: Farc

Gloria, de 28 años de edad, es madre de cuatro hijos. 
Sus familiares fueron amenazados por guerrilleros de 
las Farc que consideraban que ellos eran informan-
tes. Por consiguiente, Gloria y su familia debieron 
desplazarse. Según cuenta la víctima: 
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—“Yo vivía en Palmera. De allí salimos para Vis-
ta Hermosa, donde nos congregábamos y teníamos 
un negocio de venta de pizzas. Pero un día las Farc 
llegaron y nos enviaron una carta que decía que no-
sotros éramos informantes porque habían matado 
un comandante, y como mi esposo tenía que estar 
viajando a otro pueblo, le prohibieron que volviera 
a salir”.

CASO 49
AMENAZA
MÉTODOS ILÍCITOS
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Marta Montero*, Susana 
Montero*, Jairo Montero* y Rebeca 
Montero*, de la Iglesia Cruzada Cristiana.
Fecha: 23 de octubre de 2007  
Lugar: Cauca / Santander de Quilichao  
Presuntos responsables: Farc

Marta,* de 41 años de edad, es madre de tres hi-
jos y cabeza de familia. En octubre de 2006, ella 
llegó desplazada de otra vereda, después de haber 
denunciado que sus hijos estaban en riesgo de re-
clutamiento forzado. Según cuenta la víctima: “Las 
Farc se llevan a niños entre doce y catorce años. Si 
no van, le matan a la mamá o al papá. No pueden 
denunciar, porque si lo denuncian, se vienen y matan 
a toda la familia.” 

El 8 de septiembre de 2007, un presunto miembro 
de las Farc le preguntó a Marta* si era ella quien 

había denunciado a los milicianos. Posteriormente, 
el 23 de octubre, el mismo joven le aseguró que él 
sabía que ella sí los había denunciado y que por eso 
su familia sería asesinada si no se “perdían” del 
Cauca. 

Marta* se vio obligada a desplazarse con sus hijos. 
Después supo que al día siguiente de su desplaza-
miento, presuntos guerrilleros dañaron toda su casa 
y que asesinaron al joven que le había avisado sobre 
el peligro que corría.

CASO 50
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Luis Mario Sandoval y Dalila 
Gómez Acevedo, de la Iglesia Menonita. 
Mario Jordán Sandoval Gómez, Angie Paola 
Sandoval Gómez y Yudy Valentina Sandoval 
Gómez.
Fecha: 16 de diciembre de 2007  
Lugar: Meta / Puerto Lleras  
Presuntos responsables: Farc

Luis es un agricultor, de 42 años de edad, casado 
y padre de tres hijos de diez, nueve y cinco años 
de edad. Recibió amenazas de las Farc, por lo cual 
debió desplazarse. Según cuenta la víctima: 

—“El 16 de diciembre salí a Puerto Lleras con 
mi esposa y mi hija menor a recibir el beneficio de 
Guarda Bosques. Al retornar a mi casa, como a las 
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5:30 o 6:00 p.m., encontré en la sala de mi casa dos 
papeles que decían en letras grandes: ‘Para los Guar-
da Bosques Sapos Informantes, 75 horas para que 
renuncien o se mueren, Farc, Frente 43 del Bloque 
Oriental’. Yo inmediatamente me devolví para Puerto 
Lleras, y mi esposa se fue para donde la mamá, con 
la niña. En el camino me encontré con el Ejército y le 
comenté la situación. Ellos me dijeron que tenía que 
llevarlos al sitio y que les mostrara quienes eran y 
donde estaban. Yo me negué a esto y continué para 
Puerto Lleras y viajé para Bogotá.”

CASO 51
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas:  Luis Pérez*, Gustavo Pérez*, 
Pablo Pérez*, Sonia Pérez*, Juan Pérez* 
y Francisco Pérez*, de la Iglesia Alianza 
Cristiana Misionera.
Fecha: 18 de diciembre de 2007  
Lugar: Tolima / Chaparral  
Presuntos responsables: Paramilitares

Los Pérez* son una familia de campesinos. En la 
zona donde vivían, los paramilitares convocaban 
constantemente a reuniones, pero la familia Pérez se 
negaba a asistir. Por consiguiente, el 17 de diciem-
bre de 2007, los paramilitares le dieron un plazo de 
36 horas para que se fueran de la vereda o de lo 
contrario serian asesinados. La familia tuvo que des-
plazarse.

ESCUDO

CASO 52
AMENAZA
ESCUDO
INTOLERANCIA RELIGIOSA

Víctimas: Administrador, moradores  
y visitantes de la finca Crear,  
de la Iglesia Menonita. 
Fecha: 12 de abril de 2007  
Lugar: Cundinamarca / Cachipay  
Presuntos responsables: Ejército

Según cuenta el administrador de la finca Crear, de 
la Iglesia Menonita, el 12 de abril, cerca de las 5:00 
a.m. encontró que el Ejército había hecho un campa-
mento en la cancha de fútbol del lugar: 

—“Al despertarme por el ruido que hacían los pe-
rros hice una ronda por la finca y encontré mandos 
superiores y unos treinta soldados y sus carpas. Me 
pidieron agua y les dije que les daba, pero que no 
podían quedarse allá porque era un santuario de paz. 
Expliqué qué era y los principios de la Iglesia Meno-
nita. El comandante de ellos respondió diciendo que 
pertenecían al Ejército, que ‘hacían lo que querían’, 
que tenían la libertad de acampar donde quisieran y 
que era una garantía tener al Ejército allí.” 

De acuerdo con el administrador, el comandante ad-
virtió que “los que no están con nosotros están en 
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contra” y, así mismo, recordó que “nosotros tene-
mos los fusiles”. Según las denuncias, los militares 
se instalaron y se quedaron tres días en la finca. Du-
rante ese tiempo realizaron disparos al aire, acabaron 
muchos árboles e improvisaron cocinas y duchas al 
aire libre.

Al tercer día de los campamentos, después de que el 
administrador de la finca habló sobre el caso con las 
autoridades del pueblo de Cachipay, el comandante 
de la Policía pidió al superior de los militares que 
estaban en la finca, que dejaran el lugar. Como expli-
ca el administrador, los militares de ese campamento 
“han generado mucho daño material en la región. Por 
ejemplo, en las fincas que tienen cultivos de matas 
pequeñas debajo de matas grandes, ellos las dañan, 
hacen huecos para hacer sus necesidades y después 
de que salen, los animales entran y huele mal”. 

Así mismo, los militares han acampado en otras fin-
cas de la región sin pedir permiso de los dueños o 
de los administradores. De tal manera que los due-
ños de esas fincas han experimentado amenazas que 
han generado pánico, riesgo y pérdidas. 

CASO 53
ESCUDO
INTOLERANCIA RELIGIOSA

Víctimas: Un pastor de la Iglesia 
Interamericana de Colombia y un miembro 
de la Iglesia Amaca.

Fecha: 1 de julio de 2007
Lugar: Bolívar / Tiquisio (Puerto Rico)  
Presuntos responsables: Ejército

Tanto el Ejército Nacional, como la guerrilla, han 
usado la Iglesia de Amaca, ubicada en el municipio 
de Tiquisio, sur de Bolívar, como un centro de des-
canso. De esta manera han convertido en trincheras, 
el templo de esta comunidad de fe, perteneciente a 
la Misión Interamericana de Colombia. En julio de 
2007, el Ejército acampó en las instalaciones del 
templo y en este lugar custodió a unas personas de 
las Farc y del Eln, que había capturado. 

Según las denuncias, estos hechos han puesto en 
riesgo la vida de todos los miembros de esta comu-
nidad de fe, ya que mientras ocurren se teme que se 
den enfrentamientos entre el Eln, las Farc y el Ejérci-
to. Además, se teme que los militares tomen la po-
blación civil como trinchera o que las organizaciones 
guerrilleras tomen represalias contra la comunidad, 
por haber tenido en el lugar unos campamentos del 
Ejército. 

De acuerdo con información dada por el pastor de 
esta comunidad, los actores armados siguen acam-
pando en las instalaciones locativas de la Misión 
Interamericana.
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CASO 54
AMENAZA
ESCUDO

Víctimas: El pastor Joel Cruz García, su 
esposa y su hija, de la Iglesia Cristo Centro, 
y los pobladores de la vereda de La Legiosa.
Fecha: 1 de julio de 2007  
Lugar: Huila / Colombia  
Presuntos responsables: Ejército

Joel era un pastor de 27 años de edad, casado y 
padre de un hijo. Trabajaba como campesino en 
la vereda de La Legiosa. Según los testimonios 
de algunos pobladores, antes del 5 de julio, unos 
hombres del Ejército llegaron a la zona, rodearon la 
capilla y, durante un día, acamparon en el caserío. 
Se anunciaron eventuales operativos militares en la 
zona (Caso 16). 

AMENAZA

CASO 55
AMENAZA

Víctimas: El pastor Ever Navarro,  
de la Iglesia Cristiana.
Fecha: 1 de enero de 2007  
Lugar: Tolima / Dolores  
Presuntos responsables: Farc

Ever es pastor y campesino. Según las denuncias, 
desde el año 2006, el 25 Frente de las Farc ha esta-

do observándolo, siguiéndolo y amenazándolo, pues 
supone que él es un informante. Además, le han pro-
hibido pedir diezmos u ofrendas. En los últimos años 
la guerrilla ha asesinado en la zona a seis personas, 
supuestamente por ser informantes del Gobierno.

CASO 56
AMENAZA

Víctimas:  María Angulo*,  
de la Iglesia Cuadrangular
Fecha: 1 de enero de 2007  
Lugar: La Guajira / Dibulla  
Presuntos responsables: Guerrilla

María,* de 35 años de edad, es viuda y madre de dos 
hijos. En abril del año 2003, fue secuestrada, (Caso 
del 1 de abril del año 2003). En 2007 recibió varias 
amenazas y la guerrilla le está pidiendo una suma de 
$300.000.000 de pesos “para dejarla tranquila”. 

CASO 57
AMENAZA
MÉTODOS ILÍCITOS

Víctimas: Gladys Cedeño y José Yesid 
Campo, de la Iglesia Unión Misionera 
Evangélica de Colombia (IUMEC),  
y tres personas sin identificar.
Fecha: 19 de enero de 2007  
Lugar: Valle / Palmira  
Presuntos responsables: Paramilitares
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Gladys y José son esposos y padres de Margarita (Caso 
15, Informe 2). Son miembros de la Iglesia Unión Mi-
sionera Evangélica de Colombia (IUMEC) y Gladys tra-
baja en el programa de documentación para la inciden-
cia política, de la Comisión de Paz de Cedecol.

El 19 de enero, alrededor de las 7:00 p.m., los es-
posos se encontraban atendiendo a tres visitantes en 
su casa. José estaba en la sala con dos de ellos y 
Gladys en la oficina con el tercero, cuando de re-
pente irrumpieron dos hombres armados con una 
pistola y un chuzo. Amenazaron a las tres personas 
que estaban en la sala, cerraron la puerta y pidieron 
que les dieran las llaves de las dos motos que en ese 
momento estaban frente a la casa. José les explicó 
que ninguna de las motos era de ellos, pero los agre-
sores alegaron que según la información que tenían, 
las motos sí eran de la familia Campo Cedeño. 

Obligaron a uno de los visitantes a entregar todo lo 
que tenía puesto y tomaron 80,000 pesos que en-
contraron. Un poco después, descubrieron a Gladys 
en la oficina y, mientras que a todos los demás los 
encerraron en un cuarto, a ella la amenazaban con 
“quemarla” porque se resistía al encierro. Según 
cuenta la víctima:

—“Como al comienzo no les hice caso, se deses-
peraron, levantaron sus armas y amenazaron por se-
gunda vez. Mi esposo me pidió que por favor hiciera 
caso y que me estuviera tranquila. Me quedé allí y se 
fueron dejándonos encerrados en un cuarto”. 

Ocho días antes, Gladys había manifestado en una 
reunión del barrio, que no estaba de acuerdo con 
la “seguridad privada” que unas personas estaban 
ofreciéndoles. Esas mismas personas le preguntaron 
las razones por las que no los quería contratar, a lo 
que ella contestó que era cristiana y que, por consi-
guiente, hacerlo iría en contra de sus principios. 

Al parecer, la seguridad privada en Palmira – munici-
pio donde ocurrieron los hechos- es manejada por los 
desmovilizados. Días después del caso, en una reunión 
confidencial de un concejal de Palmira, se evidenció 
que las Águilas Negras están controlando el municipio. 
Dicho grupo armado está conformado principalmente 
por desmovilizados de las Auc, pero también por gue-
rrilleros desmovilizados y milicias urbanas (pandillas).

CASO 58
AMENAZA

Víctimas: Omar Fontana*
Fecha: 1 de febrero de 2007  
Lugar: Bolívar / María La Baja  
Presuntos responsables: Sin Información

Omar Fontana* es un campesino que recuerda con 
tristeza la violencia que existe desde el 9 de julio del 
1999, cuando ocurrieron muchos combates en su 
vereda y un desplazamiento masivo. 

En mayo de 2005 Omar* recibió una llamada en la 
que unos sujetos le pedían que se presentara en un 
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lugar apartado, donde lo retuvieron desde las 6:00 de 
la mañana hasta las 3:00 de la tarde y le advirtieron 
que estaba obligado a colaborar con ellos. En ese 
lugar, Omar vio dos personas recién asesinadas. 

En febrero de 2007, tuvo lugar la última extorsión, 
cuando por teléfono le hicieron una llamada telefó-
nica al campesino, y lo amenazaron para presionarlo 
a que colaborara económicamente con ellos

CASO 59
AMENAZA
MÉTODOS ILÍCITOS

Víctimas: Pedro Rodríguez*, su esposa,  
su hija y su hijo, de la Iglesia Cristo Centro.
Fecha: 1 de febrero de 2007  
Lugar: Cauca
Presuntos responsables: Ejército

Pedro,* de 37 años de edad, es cristiano, líder de su 
comunidad indígena, esposo y padre de dos hijos. El 
1 de febrero, a las 3:00 a.m., alrededor de treinta sol-
dados entraron a su casa y lo acusaron de miliciano, 
mientras lo intimidaron con un fusil y le preguntaban 
si estaba asustado. Esa noche se perdieron algunos 
objetos de la casa. 

Se trata del tercer allanamiento que sufre Pedro* y, 
continuamente, en su resguardo se realizan operativos 
militares. Según un miembro de la comunidad, esa 
noche le ocurrió lo mismo a otras personas, a quienes 

los militares, con el propósito de “causar terror”, les 
decían que estaban “buscando milicianos”.

CASO 60
AMENAZA

Víctimas: Marta Caramés*,  
de la Iglesia Menonita.
Fecha: 15 de febrero de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Farc

Marta,* de 38 años de edad, es madre de tres hijas. 
Presuntos miembros de las Farc la amenazaron. Se-
gún cuenta la víctima: 

—“Estaba esperando el transmilenio en el vagón 
Tintal, cuando me abordaron dos hombres. Uno de 
ellos se llamaba “Mano Trinche”, y me entregó un 
CD diciéndome ‘mira china, esto no es un juego, 
esto se lo mandan para que se de cuenta que esto 
no es un juego y así van a quedar ustedes’. En el CD 
habían unas fotos del daño que le hicieron a algu-
nas víctimas de una bomba que explotó en el Barrio 
Ciudad Bolívar de San Vicente del Caguán, dónde yo 
había sido líder comunal”.

CASO 61
AMENAZA

Víctimas: El pastor Rosendo Antonio 
Romero Fuentes, de la Iglesia Bautista.
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Fecha: 17 de febrero de 2007  
Lugar: Córdoba / Tierralta  
Presuntos responsables: Paramilitares 
- Policía

Rosendo, de 44 años de edad, está casado con Ilse 
María Suárez Mellado y es padre de cuatro hijos de 
catorce, diez, cuatro y un año de edad. Es pastor 
bautista, presidente de la Junta de Acción Comunal, 
conciliador en equidad, y presidente de las Asocia-
ciones para la Vida Digna y Solidaria (Asvidas) de su 
corregimiento. 

El 17 de febrero, cerca de las 7:00 a.m. Rosendo 
salió de su casa para hacer una diligencia en otra 
parte del municipio. Desde las 9:00 a.m. y duran-
te todo el día, un desconocido estuvo rondando por 
la iglesia, averiguando y preguntando por Rosendo. 
Según cuenta la víctima: 

—“Yo analicé la situación y me di cuenta de que 
estaba complicada, por lo cual una vez más, me des-
placé, regresando a Puerto Cedro y llamé a Víctor (de 
la OEA). Eran casi las 10:00 p.m. cuando lo llamé y 
él llamó a Patricia Rodríguez, jefa de la misión en la 
región de Córdoba. Ella informó a la oficina central en 
Bogotá, habló con alguien de la Unidad de Análisis 
para solicitar autorización para movilizarse enseguida. 

Los de la OEA llamaron al comandante de la Policía 
en Córdoba, pero ellos respondieron diciendo que no 
había un policía disponible, especialmente a esa hora 

y que les tocaba esperar hasta el día siguiente, por lo 
cual el jefe de seguridad en Bogotá se comunicó con 
el jefe de la Policía Nacional, General Castro, quien 
llamó al general de la Policía de ese departamento 
para que se movilizara. 

El general de la Policía de Córdoba llamó a la Po-
licía de Tierralta para que se pusiera al frente de la 
situación y que pusiera una patrulla de carros allí 
para que acompañara a la comisión de la OEA. Pero 
se cree que cuando puso a la Policía de Tierralta a la 
disposición de la OEA, ya había llamado la Policía de 
Ralito. Cuando los Carros de la misión iban entrando 
acompañados por la Policía de Tierralta, se encon-
traron con la policía de Ralito montada en el vehículo 
de “08” (comandante paramilitar desmovilizado), un 
comandante desmovilizado de rango medio de la 
zona 08, el cual estaba manejando el carro. 

La Policía de Ralíto se bajó del carro para hablar 
con unas personas del carro de la Policía de Tierral-
ta. Mientras 08 se mantenía adentro del carro y les 
informó que ya había averiguado y que todo estaba 
normal. 08 preguntó por qué estaba allí la jefa de la 
misión (de la OEA) y ella respondió que sabía que 
uno de sus conciliadores estaba en peligro y que iba 
a acompañar a esta persona que fue amenazada. 
Que ellos iban a hacer lo que se necesitaba hacer 
para salvaguardar la vida de él. Ellos llegaron a la 
casa aproximadamente a las 1:30 a.m. y me llevaron 
a Tierralta”.
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A partir de esa fecha, Rosendo ha permanecido en 
Tierralta y la OEA sigue pendiente de su situación. 
Desde el año 2000 y hasta 2004, un campamento 
militar se encontraba en esa vereda, cuando se pro-
dujeron las desmovilizaciones de aproximadamente 
600 hombres paramilitares. 

No obstante, se escucha en la comunidad, que co-
mandantes paramilitares dejaron gente clave cuidan-
do sus fincas, que los mantienen informados y saben 
lo que está pasando. Según dicen los rumores, ellos 
se están rearmando para tomar control de nuevo de 
la zona con la misma estructura de antes, pero con 
un nombre distinto. 

Cuentan además que desde finales del año 2006, 
llegaron algunas personas acompañadas de un 
grupo de paramilitares desmovilizados, que se en-
contraban armados e intimidaban a la comunidad, y 
que se quedaron a vivir en una finca de Mancuso, un 
jefe paramilitar. En la comunidad se cree que estas 
personas tienen vínculos con los jefes paramilitares 
desmovilizados, y que están trabajando por el rear-
me de este grupo. 

CASO 62
AMENAZA

Víctimas: Andrea Gutiérrez*, de la Iglesia 
Evangélica Las Palomas.
Fecha: 18 de febrero de 2007  
Lugar: Córdoba / Montería 

Presuntos responsables: Paramilitares

Andrea,* de 48 años de edad, vivía en una de las 
parcelas que las autodefensas dejaron a muchos 
campesinos en Córdoba. No obstante, según las 
denuncias, presentadas ante la Fiscalía, luego de la 
muerte de Carlos Castaño, Vicente Castaño hostigó 
a las personas que habían recibido parcelas de su 
hermano.

De igual forma, la llamada “Sor Teresa Gómez”, sue-
gra de alias “Monoleche”, y varios de sus aliados 
interesados en readquirir tales terrenos, presionaron 
a varios de los campesinos que habían recibido tie-
rras, entre ellos Andrea, para que las devolvieran o 
las vendieran a muy bajo precio. Esta presión llegó 
por medio de amenazas que insistían en que no su-
frirían ningún daño aquellas personas que devolvie-
ran las tierras a sus antiguos dueños. 

En alguna ocasión, un grupo de tres hombres arma-
dos con fusiles, por varios días visitaron las parce-
las de la región y en el mismo pueblo difundieron el 
rumor de que quien devolviera voluntariamente las 
tierras, recibiría una compensación de $5.000.000 
de pesos. 

Hasta la parcela de Andrea* llegó un grupo de hom-
bres que, con tono autoritario, le recomendaron ven-
der la tierra y recibir el dinero que ofrecían, y que 
anunciaron que se encargarían de todo el trámite le-
gal. Debido a que ella no acató la orden, el 18 de fe-
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brero fue amenazada y le advirtieron que por su bien 
le convenía devolver “lo que no había sido suyo”. 
Por lo tanto, Andrea* tomó la decisión de abandonar 
la parcela, sin venderla, y viajó junto a su familia 
al corregimiento de Nueva Lucía en Montería, donde 
está radicada y asiste a una Iglesia Cristiana. 

La Fiscalía ya tiene en su poder varias de las notas 
entregadas a los campesinos amenazados y tiene 
copia de algunos títulos de propiedad y certificados 
de tradición donde consta el traspaso que se hizo 
de la tierra a Funpazcor, dirigida por la señora Sor 
Teresa Gómez y algunos testaferros suyos, de Mono-
leche y de Vicente Castaño, además de varias perso-
nas desconocidas. 

Aunque Andrea no aceptó la supuesta venta, sin em-
bargo, tuvo que abandonar la parcela y perderlo todo. 
En diferentes ocasiones ella fue citada, por Sor Teresa 
Gómez, en la Notaría Tercera de Montería, para firmar 
de manera voluntaria y legal la minuta de venta de 
la tierra, pero no lo hizo. Tampoco asistió a la finca 
Santa Paula, donde bajo fuertes amenazas, algunos 
campesinos habían recibido un pago a cambio de su 
silencio a favor de Funpazcor y de la señora Gómez. 

CASO 63
AMENAZA

Víctimas: Mariana Sanabria de Ramírez* 
y Lina Ramírez Sanabria*, de la Iglesia 
Menonita.

Fecha: 1 de marzo de 2007  
Lugar: Antioquia
Presuntos responsables: Paramilitares

Mariana* es una campesina de bajo nivel de esco-
laridad, y madre de Lina.* Ella y su hija han sido 
amenazadas por paramilitares reinsertados, quienes 
las hostigan para que no denuncien ante las auto-
ridades de Ley de Justicia y Paz, a los autores del 
asesinato de su esposo y padre (ver caso del 5 de 
marzo de 1991).

CASO 64
AMENAZA

Víctimas: El pastor Jacinto López*,  
de la Iglesia Cruzada Cristiana.
Fecha: 1 de marzo de 2007  
Lugar: Valle / Buenaventura  
Presuntos responsables: Farc

Jacinto,* de 48 años de edad, es padre de tres hijos 
y es pastor de la Iglesia Cruzada Cristiana. Él recibió 
un panfleto firmado por las Farc, según el cual debía 
pagar $300.000 pesos mensuales en determinada 
fecha o, de lo contrario, “habría muertos”. Según 
cuenta la víctima: 

—“He recibido llamadas amenazantes muy es-
porádicamente que no sé de dónde vienen. Son 
amenazas e insultos, que (dicen que) estamos ex-
plotando la gente…Dicen ese tipo de cosas y que 
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me voy a morir. Yo lo que he hecho siempre es colgar 
el teléfono.”

CASO 65
AMENAZA
MÉTODOS ILÍCITOS

Víctimas: El pastor Bernardo Martínez*,  
de la Iglesia Interamericana de Colombia,  
en la Comunidad Cristiana de la Comuna 4.
Fecha: 25 de marzo de 2007  
Lugar: Antioquia / Medellín  
Presuntos responsables: Paramilitares

Bernardo* es un pastor que fue amenazado para que 
abandonara la Comuna Cuatro donde trabajaba. A 
finales de marzo de 2007, presuntos paramilitares 
denominados las Águilas Negras amenazaron a un 
grupo de cristianos que se encontraban orando, e 
intentaron cerrar a la fuerza el templo donde ellos se 
encontraban, con la intención de que no continuaran 
evangelizando en aquel sector de la ciudad. 

El pastor Bernardo* hizo caso omiso a lo ordenado 
por estos hombres y continuó en el mismo lugar, al 
frente de su comunidad de fe. Días después, estos 
hombres llegaron a las instalaciones del templo, vio-
laron la puerta y se llevaron todos los instrumentos, 
el equipo de sonido y demás elementos de la litur-
gia. Las labores eclesiales se vieron interrumpidas 
por un mes y durante el último año, no han cesado 
las amenazas contra el pastor Bernardo. 

En la actualidad se está observando en Medellín, un 
rearme y reagrupamiento de los hombres reinserta-
dos de los bloques paramilitares Cacique Nutiba-
ra y Bloque Metro. A raíz de la disputa entre alias 
“El Malo” y el grupo denominado “Los Paisas”, la 
situación del rearme de los paramilitares y de los 
hombres reinsertados de los bloques paramilitares 
Cacique Nutibara y Bloque Metro, fue reconocida por 
el alcalde de esa ciudad.

CASO 66
AMENAZA

Víctimas: Lácides Montalvo González
Fecha: 18 de mayo de 2007  
Lugar: Córdoba / Montería   
Presuntos responsables: Estado 
Colombiano

Lácides, de 55 años de edad, está casado con Me-
rilda y es padre de dos menores de edad. Él ha 
sido sometido a una fuerte presión por parte de la 
empresa constructora encargada de las obras del 
terminal de transportes de Montería, ubicado en 
un sector del 25 de agosto, barrio de invasión que 
se encuentra en la vía que conduce al Sabanal, en 
Montería. 

Dicha empresa que realiza las obras, de acuerdo con 
una licitación del Municipio de Montería, ordenó el 
desalojo y la demolición de las viviendas del sector 
de influencia del terminal. Por consiguiente, en el 
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lugar se presentaron unos funcionarios de la Alcaldía 
y de la empresa constructora de las obras civiles, y 
definieron unos plazos perentorios para el desalojo y 
la demolición de las viviendas. 

Un perito del Departamento de Planeación del Muni-
cipio de Montería fue el encargado de definir el valor 
de cada vivienda. De esta manera, se advirtió a la 
comunidad que sólo se reconocería a los dueños de 
las casas el valor de los materiales de puertas, blo-
ques, ventanas y demás. A Lácides le fue asignada 
una compensación de $5.000.000 de pesos, pero él 
no aceptó y se ha negado a abandonar su casa. La 
suya es la única vivienda que queda en pie de las 45 
que conformaban el sector. 

Adicionalmente, la empresa de acueducto y alcan-
tarillado retiró el servicio de agua de la casa de Lá-
cides. Así mismo, las empresas prestadoras de los 
servicios de gas y de electricidad anunciaron que 
también harán lo mismo. 

Sin embargo, Lácides demandó a la constructora 
ante las autoridades, y ya existe un fallo a favor de 
él, por un valor de $17.504.700 de pesos. Este fa-
llo fue apelado por la constructora, ante las instan-
cias superiores y se encuentra en litigio. En medio 
de esta problemática y de la presión psicológica a 
la que es sometido, Lácides y sus familiares reci-
bieron una amenaza vía celular, en donde les ad-
vertían que les convenía abandonar la vivienda y 
recibir el valor que les estaban ofreciendo. Lácides 

alertó a las autoridades e inmediatamente informó 
a su iglesia y a las iglesias vecinas, sobre esta si-
tuación. Actualmente se espera el fallo de segunda 
instancia. 

CASO 67
AMENAZA

Víctimas: Teresa López*, Francisco* y 
Ricardo*, de la Iglesia Hermanos Menonitas.
Fecha: 1 de junio de 2007  
Lugar: Antioquia / La Ceja  
Presuntos responsables: Paramilitares

Teresa* y sus hijos Francisco,* de 14 años, y Ricar-
do,* de 16 años, son campesinos, de un bajo nivel 
de escolaridad, dedicados al cultivo de la tierra. 

Desde 2007, hombres de Águilas Negras, - que 
tiene presencia en la zona rural del municipio de la 
Ceja, Antioquia-, frecuentan el corregimiento donde 
Teresa* y sus hijos tienen su finca. La intención de 
ellos es reclutar a los jóvenes que viven en el co-
rregimiento para que se vinculen a las filas de esta 
organización armada. 

A Francisco* y Ricardo* ese grupo armado les han 
hecho ofertas para que se vinculen; razón por la cual, 
Teresa y los demás padres de familia que viven en la 
vereda, temen que a la fuerza se lleven a los jóvenes 
o que tomen represalias contra la población.
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CASO 68
AMENAZA
MÉTODOS ILÍCITOS

Víctimas: Equipo de Justapaz
Fecha: 14 de junio de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Estado 
colombiano

En la madrugada del 14 de junio, antes de las 3:00 
a.m., la oficina del Centro Cristiano para Justicia, Paz 
y Acción Noviolenta, Justapaz, fue violada y fueron 
extraídos dos computadores con información sobre 
personas e iglesias activas en acciones por la paz y 
la vida digna, y sobre personas de iglesias cristia-
nas evangélicas víctimas y testigas de violaciones a 
sus derechos humanos. Los perpetradores del acto 
delictivo aparentemente entraron por el techo, en la 
parte posterior del edificio y arrancaron el alambrado 
del sistema de alarma que no obstante, se activó.

Los sujetos pasaron de largo frente a otros equipos 
de oficina y tomaron justamente los dos computado-
res ubicados al fondo de la oficina. También requisa-
ron el escritorio donde se coordina un programa de 
protección a personas en riesgo. 

Observadores en el barrio informaron que poco des-
pués de la hora de violación de la oficina, cerca del 
lugar, unos agentes de la Policía detuvieron tempo-
ralmente a dos hombres que llevaban una CPU. Sin 

embargo, no se ha podido establecer si estos sujetos 
fueron detenidos o si se pudo recuperar el equipo. 

Aunque después de los hechos, la Policía local se 
hizo presente en la oficina, el CTI de la Fiscalía tardó 
más de cinco horas en llegar. Luego de una revisión 
del predio, los investigadores indicaron que no había 
huellas digitales y sugirieron que los responsables 
habrían usado guantes o se habrían dado a la tarea 
de borrar toda huella. Por lo tanto, determinaron que 
no se requería ningún especialista para recoger di-
cha información. Así mismo, a pesar de que se en-
contraron rastros de sangre -posiblemente de alguno 
de los perpetradores-, los investigadores del CTI no 
tomaron las muestras correspondientes.

Este caso contra las oficinas de Justapaz ocurrió 
doce días después del robo de uno de los computa-
dores del Movimiento de Reconciliación (Fellowship 
of Reconciliation), organización que hace acompa-
ñamiento humanitario a la Comunidad de Paz de San 
José de Apartadó. 

Igualmente, en enero de 2007, fue violada la oficina 
de la Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por 
la Paz, donde fue hurtado un computador con infor-
mación sensible sobre personas y organizaciones, el 
registro fotográfico y las actividades realizadas por 
esa organización. 

Este atentado contra la oficina de Justapaz repite un 
patrón de violación que evidencia un conocimiento 
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preciso de la oficina y de los procedimientos sofisti-
cados necesarios para acceder a determinada infor-
mación. Así también, el hecho se presta para incre-
mentar el riesgo que corren las personas e iglesias 
documentadas. 

Es la primera vez que una Iglesia es objeto de esta 
modalidad de acción contra el trabajo por la paz, 
los derechos humanos y la seguridad de víctimas 
y potenciales testigos de violaciones de derechos. 
El caso ocurrió en el marco de la Política de Segu-
ridad Democrática del Gobierno colombiano, y de 
la renuencia del Congreso de los Estados Unidos a 
aprobar el Tratado de Libre Comercio con Colombia, 
en parte por el cuestionamiento a la defensa de los 
derechos humanos en este país.

Tras los hechos, Justapaz emitió un comunicado que 
fue cuestionado por la Fiscalía. Por lo tanto, Jenny 
Neme, directora de Justapaz, fue citada por esa enti-
dad para “explicarle sus derechos.”

Más de un año después de lo ocurrido, las inves-
tigaciones iniciadas por la Fiscalía no han arrojado 
ningún resultado conocido.

CASO 69
AMENAZA

Víctimas: Miembros de la Fundación para 
el Desarrollo Integral de Colombia.
Fecha: 27 de junio de 2007  
Lugar: Cauca / Santander de Quilichao  
Presuntos responsables: Sin Información

La Fundación para el Desarrollo Integral de Colombia 
(Fundeicol), es una entidad sin ánimo de lucro, con-
formada por miembros de iglesias cristianas indíge-
nas. Apoya la labor de la Comisión de Restauración 
Vida y Paz, de Cedecol. 

Sin violar las chapas de las puertas, unos descono-
cidos entraron a las oficinas de Fundeincol, entre las 
2:00 y 4:00 de la madrugada, cuando el personal de 
la fundación aún dormía. Se llevaron la CPU que tenía 
información del personal que labora dentro de la fun-
dación, y datos sobre el estado económico, proyectos, 
ideas, fotos de eventos e informes. Aunque se informó 
del caso a la Fiscalía, todavía no se ha tenido una res-
puesta y no se han determinado los responsables. La 
fundación se encuentra en una zona de influencia de 
la guerrilla y de los paramilitares. 

La organización Fundeicol sirve a la comunidad por 
medio del trabajo en micro-empresas, talleres de 
paz, de noviolencia, de un “evangelio integral” y de 
proyectos en salud comunitaria. Actualmente diez 
personas laboran en la oficina. 
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CASO 70
AMENAZA

Víctimas: Eduardo Pérez*, de la Iglesia 
Unión Misionera Evangélica de Colombia 
(IUMEC).
Fecha: 20 de julio de 2007  
Lugar: Valle / Guacarí  
Presuntos responsables: Paramilitares

Eduardo* está casado, es padre de siete hijos, líder 
de su iglesia y un transportador. Presuntos parami-
litares le dejaron una carta, amenazándolo para que 
desistiera de la creación de una empresa de trans-
porte que beneficiaría a la comunidad. 

Se presume que los paramilitares fueron contrata-
dos por otra empresa transportadora. Anteriormen-
te Eduardo había sido amenazado por un presunto 
comandante de las Farc quien le pedía $3.000.000 
de pesos. También habían intentado extorsionar al 
hermano de Eduardo, por un negocio de bicicletas 
que le pertenecía a él.

CASO 71
AMENAZA

Víctimas: El pastor Germán Latorre, de la 
Comunidad Cristiana de Fe.
Fecha: 15 de agosto de 2007  
Lugar: Putumayo / Puerto Asís  
Presuntos responsables: Sin Información

Germán Latorre está casado, es un pastor y padre de 
cuatro hijos. Germán trabajaba con una ONG, en un 
proyecto dirigido a ayudar y capacitar a las iglesias 
que sufren a causa de la fe. 

Entre los meses de julio y agosto de 2007, Germán 
recibió seis llamadas amenazantes. Según cuenta 
la víctima: “(Quien llamó) dijo que me cuidara, que 
estaba en la mira, que andara con mucho cuidado, 
porque muchos ojos estaban puestos encima.” 

En la zona operan las Farc y diversos sectores paramili-
tares. Se presume que quienes efectuaron las amenazas 
están vinculados a uno de estos grupos y sienten que la 
actividad pastoral afecta sus intereses. Germán y otros 
dos pastores fueron amenazados en 2006 (Case 118).

CASO 72
AMENAZA

Víctimas: Pobladores de Nueva Antioquia
Fecha: 25 de agosto de 2007  
Lugar: Antioquia / Turbo  
Presuntos responsables: Farc

Miembros de la Iglesia Interamericana de Nuevo 
Antioquia, junto con el resto de pobladores del co-
rregimiento, han sido amenazados por las Farc, las 
cuales vienen anunciando la toma del corregimiento. 
Algunos habitantes han querido abandonar este lu-
gar y han sido asesinados de manera selectiva en la 
carretera vía al corregimiento de Currulao.
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CASO 73
AMENAZA

Víctimas: Lili Jaimes*, de la Iglesia 
Menonita
Fecha: 10 de septiembre de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Fiscalía

Lili* denunció en septiembre de 2007 ante Fiscalía, 
los hostigamientos, el desplazamiento, el extermi-
nio a su familia por parte de presuntos paramilitares 
(Caso 74) y la ejecución extrajudicial de su esposo 
en julio de 2002, por parte de miembros del Ejército 
Nacional. Sin embargo, como ella misma relató: “Fui 
atendida por una fiscal que dudó en todo momento 
de los hechos de amenazas que denuncié, expresán-
dome que los paramilitares no amenazaban sino que 
mataban.” 

Lili* se sintió intimidada ante esta respuesta y, así 
mismo, fue amenazada por presuntos paramilitares 
por medio de un teléfono cuyo número ella había 
dado a las autoridades. 

CASO 74
AMENAZA

Víctimas: Lili Jaimes*, sus tres hijas y sus 
dos hijos, de la Iglesia Menonita.
Fecha: 10 de septiembre de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  

Presuntos responsables: Paramilitares 
- Fiscalía

Presuntos paramilitares han obligado a Lili* y a su fa-
milia a desplazarse en más de cuatro oportunidades 
desde 2006. Ella fue amenazada con una navaja, por 
tres sujetos, pero pudo huir. También recibió llamadas 
amenazantes, por medio de un número telefónico que 
había dado de contacto a las autoridades de la Fiscalía. 

Además de la ejecución extrajudicial de su esposo en 
2002, al parecer por parte del Ejército, Lili* presume 
que en años anteriores los paramilitares fueron los 
asesinos de un primo, un tío y dos cuñados suyos, y 
de un cuñado y el papá de su esposo. También cree 
que hombres de ese grupo armado han sido quienes 
han amenazado y hostigado a su familia para apode-
rarse de una finca.

CASO 75
AMENAZA

Víctimas: Felipe Centeno*, su esposa,  
su hijo y su hija. 
Fecha: 17 de septiembre de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Farc

Felipe,* de 37 años de edad, está casado y es padre 
de dos hijos. A la Iglesia que lidera Felipe* llegó 
una carta con amenazas contra él. Según cuenta la 
víctima: 
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—“En la carta se refieren a las llamadas que me 
habían hecho desde el 2003, y dijeron que sabían de 
mi regreso de otro país con mi esposa e hijos, y me 
declaró objetivo militar. Firmaba un comandante del 
Sexto Frente de la Farc.” 

Felipe* explica que todo esto ocurre porque en el 
año 2002, una prima de él denunció una fuga de 
guerrilleros de las Farc, de una cárcel (Caso 97). 

CASO 76
AMENAZA

Víctimas: La pastora Martha Cecilia Méndez 
Cervantes, Rigoberto Isidro Lobo, Omar 
David Isidro Méndez, Osmer Isidro Méndez y 
Osneider Isidro Méndez, de la Asociación de 
Iglesias Evangélicas del Caribe (AIEC).
Fecha: 4 de octubre de 2007  
Lugar: Córdoba / Tierralta  
Presuntos responsables: Paramilitares

Martha Cecilia es una pastora, casada con Rigoberto 
Isidro Lobo, y madre de tres hijos: Omar David, de 
17 años; Osmer Isidro, de 13 años y Osneider de 11 
años de edad. Gracias a su trabajo como líder de una 
iglesia, siempre se ha preocupado por los problemas 
de la comunidad en general y, poco a poco, se fue 
convirtiendo en una líder. 

Cuando se inició la Zona de Concentración para los 
diálogos entre el Gobierno Nacional y los paramili-

tares, la MAPP-OEA inició un trabajo con las comu-
nidades de esta zona, y uno de sus proyectos fue el 
de capacitar a líderes comunitarios en Conciliación 
en Equidad. 

Con este fin, se hicieron unas reuniones, en don-
de le solicitaban a la comunidad que eligiera a una 
persona de confianza, para que le ayudara a resolver 
sus conflictos. Martha resultó elegida y, por tanto, 
fue capacitada para desempeñar la labor que la es-
peraba. 

De esta manera, el liderazgo y la incidencia de Martha 
en la comunidad es cada vez mayor, situación que, 
según la denuncia, “no ve con muy buenos ojos” 
el jefe paramilitar desmovilizado Comandante 08 o 
alias “El diablo’, que se encuentra en esta zona. Por 
consiguiente, en varias ocasiones él la ha molesta-
do, al citarla a las reuniones de ganaderos y de otras 
personas, aunque ella se ha negado a participar. 

El hijo mayor de Martha recibió una amenaza por 
parte del hijo de dicho paramilitar desmovilizado, 
quien, así mismo, sin ninguna prueba, lo acusó de 
haber robado unas frutas de su finca. Ante esta acu-
sación, Martha confrontó al jefe paramilitar y aclaró 
la situación, de tal manera que, finalmente él le pidió 
disculpas por la confusión.

El 4 de octubre, en la mesa del comedor de su casa 
(la cual no tiene paredes), Martha encontró una nota 
escrita donde se le exigía que se apartara del lideraz-
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go comunitario y político que venía ejerciendo. En el 
mismo mensaje, le advertían que tenía que “dejarle 
el espacio” a otro líder de la zona, un hombre que 
tiene una relación estrecha con el jefe paramilitar 
conocido con el alias de `El Diablo’. Así mismo, 
se le pedía que inmediatamente terminara de leer 
el papel, debía quemarlo y que no le hiciera ningún 
comentario de esta situación a nadie. Le advirtieron 
que la estaban vigilando.

A unos vecinos de Martha les sucedió lo mismo 
(Caso 19). La zona sigue controlada por los parami-
litares, algunos de los cuales han llegado a cargos 
públicos, y cuyo jefe principal da órdenes desde la 
cárcel. 

CASO 77
AMENAZA

Víctimas: Rubén Pereira*
Fecha: 3 de noviembre de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Paramilitares

Rubén,* de 25 años de edad, está casado, ha sido 
campesino y ahora es un artesano. Presuntos para-
militares lo amenazaron. Según cuenta la víctima: 

—“Recibí una llamada en mi celular, preguntando 
dónde estaba la señora Luz Balaguer -que es mi sue-
gra-, para que les entregara la tierra de Tibú y la otra 
en la Ye. Mi suegra no había cumplido con la cita que 

ellos le habían puesto en la notaría. Dijeron muchas 
groserías.” 

Desde 2002, Rubén* trabajaba como campesino en 
Norte de Santander. En 2003 su familia comenzó a 
pagar vacuna a las Auc, quienes dominaban el terri-
torio desde 1999. En enero de 2005, él y su familia 
tuvieron que desplazarse por las acciones violentas 
de las Águilas Negras y del Ejército (Caso 105) y, en 
2006, fueron desplazados por el Eln, (Caso 94). 

El 3 de noviembre de 2007, su mamá también fue 
amenazada y desplazada por paramilitares o por 
fuerzas estatales, debido a su liderazgo y labor social 
en la Junta de Acción Comunal. Se dice que los pa-
ramilitares o Águilas Negras han adquirido, a nom-
bre de otras personas, gran cantidad de fincas en 
Tibú, con el fin de sembrar palma africana. También 
al hermano de la suegra de Rubén,* los paramilita-
res le pidieron sus tierras y le advirtieron que no iba 
a poder seguir trabajando.

CASO 78
AMENAZA
MÉTODOS ILÍCITOS

Víctimas: Marcos Gamboa*, de la Iglesia 
Interamericana de Colombia.
Fecha: 28 de noviembre de 2007  
Lugar: Santander / Landázuri  
Presuntos responsables: Paramilitares
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Marcos,* de 16 años de edad, es miembro activo 
de la Iglesia Interamericana, e hijo del pastor de la 
región. Una noche cuando estaba solo en su casa, 
fue abordado por tres sujetos armados, quienes lo 
llamaron haciéndose pasar por amigos de su padre. 
Luego que abrió la puerta, lo encañonaron con ar-
mas de corto alcance, lo amenazaron y le hurtaron 
algunas cosas como, entre otras, unos celulares y un 
computador de propiedad de la iglesia, para uso de 
una emisora comunitaria; dinero en efectivo y otras 
cosas. En años anteriores la familia de Marcos* ha-
bía sido amenazada por un líder paramilitar. 

Landázuri, la zona donde vive Marcos,* se ha ca-
racterizado por la constante presencia de grupos 
armados tanto de la guerrilla como de los parami-
litares. Los paramilitares han ejercido el control en 
los últimos años, aunque según el programa de des-
movilización, este grupo hizo parte de ese proceso. 
Así mismo, la zona ha sido golpeada por una ola de 
crímenes cometidos por los actores del conflicto y 
por la disputa por el control de los cultivos ilícitos. 
Aunque hay presencia del Ejército y la Policía, se 
presenta constantemente este tipo de hechos.

CASO 79
AMENAZA

Víctimas: Leyda* y sus dos hijas, de la 
Iglesia Menonita.
Fecha: 3 de diciembre de 2007  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá

Presuntos responsables: Farc

Leyda,* de 33 años de edad, es viuda, madre de 
dos hijas y trabaja en actividades relacionadas con 
la estética. Presuntos guerrilleros la han hostigado y 
amenazado después de asesinar a su esposo, quien 
era un policía que estaba en desacuerdo con el trá-
fico de armas y uniformes entre la Policía y la gue-
rrilla. Por consiguiente, Leyda* tuvo que desplazarse 
de su tierra natal hacía Bogotá, en octubre del año 
2002. Según cuenta Leyda: 

—“Estaba con mi hermana y el cuñado. Llevába-
mos las dos niñas. Íbamos para el centro de Bogotá 
cuando nos dimos cuenta que nos estaban siguiendo 
dos hombres. Uno de ellos era “El Gato”, miembro 
de las Farc del Frente 1 de Mitú, quien nos dijo ‘no 
se han muerto, pero se van a morir’, sumado a unas 
palabras bastante groseras y fuertes. Me llené de 
pavor, pensé que iban a matar a las niñas. Salimos 
corriendo hasta llegar a un CAI móvil que queda en la 
avenida 19 con carrera 10.”

CASO 80
AMENAZA

Víctimas: Asociación Sembrando 
Semillas de Paz “Sembrandopaz”.
Fecha: 16 de diciembre de 2007  
Lugar: Sucre / Sincelejo  
Presuntos responsables: Sin Información
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 La Asociación Sembrando Semillas de Paz, Sem-
brandopaz, es una organización sin ánimo de lucro, 
no partidista, con sede principal en la ciudad de Sin-
celejo. Fue creada en 2005, ante la necesidad de 
tener una herramienta institucional, para facilitar los 
procesos de las organizaciones de base de la región, 
especialmente las que hacen parte de la Red Asvi-
das de la Costa Caribe, la cual no tiene personería 
jurídica.

El domingo 16 de diciembre de 2007, a las 3:45 
a.m. dos hombres entraron a la sede de Sembrando-
paz y, ayudados por una pinza, cortaron la cadena de 
seguridad del garaje. Ingresaron con dos sacos que 
posteriormente dejaron tirados con una llave. Uno de 
los implicados llegó a la primera oficina y revisó los 
cajones de los escritorios, ya que, según se presu-
me, buscaban información. 

También intentaron entrar a las demás oficinas, pero 
sonó la alarma del celular de Óscar, un voluntario de 
Sembrandopaz. Alertado por el sonido, uno de los 
hombres retrocedió, pero se encontró de frente con 
Óscar, con quien peleó a golpes. Finalmente, los dos 
sujetos huyeron. Es la primera vez que este tipo de 
cosas le sucede a la asociación.

El conflicto armado se siente en Sincelejo, espe-
cialmente por fenómenos como el desplazamiento 
y las víctimas. El número de homicidios es alto, en 
comparación con el resto de los municipios del de-
partamento de Sucre. Se han presentado unos cinco 

homicidios en menos de cuatro meses y un alto ín-
dice de atracos a mano armada. 

Por otra parte, también se presenta en barrios popu-
lares, el fenómeno de las bandas delincuenciales. 
De acuerdo con cifras del DANE, en Sincelejo existe 
un alarmante índice de desempleo y, una de las con-
secuencias de esta problemática, ha sido “el moto-
taxismo”. Algo que preocupa mucho es la disputa, 
por ajustes de cuentas, entre desmovilizados de las 
Auc, ya que de los trescientos de ellos que hay en el 
departamento, cien viven dentro de Sincelejo.

CASO 81
AMENAZA

Víctimas: Cristina Martínez*, de la Iglesia 
Cuadrangular.
Fecha: 28 de diciembre de 2007  
Lugar: Córdoba / Montería   
Presuntos responsables: Paramilitares

Cristina* recibió amenazas de los paramilitares, 
mientras se encontraba en su casa junto a su familia. 
Según cuenta la víctima: 

—“Yo me encontraba en mi casa, cuando llegó 
un hombre motorizado que se hacía pasar por mo-
totaxista. Me llamó y me dijo que por favor le entre-
gara el revólver que yo le había guardado. Yo le dije: 
‘¿Cuál revólver? yo no le he guardo revolver a usted 
señor’. Él me dijo, ‘¿Acaso no es Usted la señora 



68

que vende fritos en la esquina?’. Yo le dije que no 
vendía fritos, entonces me preguntó que dónde vivía 
esa señora, yo le dije que ella vivía cerca. El hombre 
me dijo que lo acompañara para buscar el revolver, y 
yo le dije que no, que yo no tenía nada que ver con 
eso, ni tampoco conocía sus intenciones. El hombre 
me ofreció dinero para que fuera con él a buscar el 
revolver, pero yo no acepté. En ese momento salió mi 
hijo de la sala y pasó cerca de la conversación. 

El hombre me dijo: ¿Quién es ese muchacho?, ‘es 
mi hijo’ Respondí yo, entonces él me dijo que ‘cuídelo 
mucho porque yo soy el que está a cargo de esta zona. 
Además, yo la superviso y al que encuentre en la calle 
de noche lo mato. Si quiere déjelo salir tarde por la 
noche para ver si no se lo mato. Y cuidado usted me 
demanda con la Policía porque tiene problemas con-
migo. Yo soy paramilitar’, me dijo el hombre. Cuatro 
días mas tarde él volvió diciéndome que yo lo había 
demandado con la Policía, yo le contesté que cómo 
se le ocurría y entonces se fue. Gracias a Dios no ha 
vuelto más”. 

CASO 82
AMENAZA

Víctimas: Luis Manotas*, de la Iglesia 
Cuadrangular.
Fecha: 28 de diciembre de 2007  
Lugar: Córdoba / Montería   
Presuntos responsables: Paramilitares

Luis* es miembro de la Iglesia Cuadrangular y es 
docente en una de las veredas del departamento de 
Córdoba. Presuntos paramilitares fueron varias veces 
a su casa para que firmara unos documentos donde 
él aparecía como propietario y dueño de unas tierras 
en el departamento de Córdoba. Para no tener que 
firmar, Luis* tuvo que ocultarse por más de cuatro 
días en la casa de su madre.

CASOS ANTERIORES AL 2007

HOMICIDIO

CASO 83
HOMICIDIO

Víctimas: Olmer Cuarta Atencia y una 
persona sin identificar.
Fecha: 11 de noviembre de 2005  
Lugar: Bolívar / San Jacinto  
Presuntos responsables: Paramilitares

Olmer, de 25 años de edad, era mototaxista e hijo de 
padres cristianos. Presuntos paramilitares lo asesi-
naron para que él no denunciara ante las autorida-
des, que ellos habían sido los asesinos de un amigo 
suyo. Arrojaron los dos cuerpos, el de Olmer y el de 
su amigo, al río Cauca. Hace muchos años atrás, en 
ese corregimiento se encontraban grupos guerrille-
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ros, pero a partir de 1999 la zona está siendo ocupa-
da por los paramilitares.

CASO 84
HOMICIDIO
AMENAZA

Víctimas: Cristian Henao* y su mamá,  
del Centro de Fe y Esperanza. 
Fecha: 12 de diciembre de 2005  
Lugar: Antioquia / La Ceja  
Presuntos responsables: Paramilitares

Cristian* era un floricultor de 29 años de edad. Pre-
suntos paramilitares llegaron al parque principal de 
La Ceja, donde se encontraba Cristian con un grupo 
de amigos. Los hombres armados se dirigieron a los 
jóvenes y les ordenaron que se fueran a sus casas. 
Ante el hecho, Cristian les preguntó el porqué de la 
orden. No obstante, el joven se marchó y cerca de su 
casa fue interceptado por un paramilitar que con un 
arma de fuego le disparó en el abdomen, lo que le 
ocasionó la muerte. Al sepelio asistió un grupo de 
paramilitares, con el propósito de abordar a la mamá 
del joven asesinado y presionarla para que se abstu-
viera de declarar en contra de esta organización. 

En 2007 la madre de Cristian* se presentó ante las 
autoridades para inscribirse como víctima ante la Ley 
de Justicia y Paz. El fiscal que la atendió no la regis-
tró, porque según información oficial, “la muerte de 
Cristian tenía un móvil pasional”.

CASO 85
HOMICIDIO
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: El líder eclesial Giovanny Vallejo 
Rodríguez y su familia, de la Iglesia Cruzada 
Cristiana.
Fecha: 13 de diciembre de 2005  
Lugar: Putumayo / Orito  
Presuntos responsables: Paramilitares

Giovanni, de 22 años de edad, era un joven predica-
dor que inicialmente trabajaba en la Iglesia Cruzada 
Cristiana de La Dorada (Putumayo) y, posteriormen-
te, en la iglesia de Orito (Putumayo).

Una mañana, presuntos paramilitares en una moto lo 
abordaron, se lo llevaron y le dieron muerte con un 
arma blanca. Los asesinos arrojaron el cuerpo al río 
Orito. Sin embargo, un pescador encontró el cadáver 
e informó a la Policía. Su familia no se ha podido 
reponer del daño y afronta una precaria situación 
económica. 

CASO 86
HOMICIDIO

Víctimas: Luis Aguirre, de la Iglesia 
Pentecostal
Fecha: 1 de enero de 2006  
Lugar: Putumayo / Puerto Caicedo  
Presuntos responsables: Farc
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Luis era un agricultor de 35 años de edad. Como se 
negaba a pagar una “vacuna”, presuntos miembros 
de las Farc lo amenazaron para que abandonara su 
finca. Por consiguiente, en el año 2006, unos hom-
bres de ese grupo guerrillero llegaron a la finca de 
Luis, lo alejaron del lugar, lo golpearon y lo asesina-
ron con un tiro en la cabeza.

CASO 87
HOMICIDIO
MÉTODOS ILÍCITOS 

Víctimas: Jesús Vega Muñoz
Fecha: 1 de marzo de 2006  
Lugar: Putumayo
Presuntos responsables: Farc

Jesús Vega era campesino. Para robarle una moto y 
un dinero, presuntos guerrilleros de las Farc lo saca-
ron a la carretera y le dieron seis tiros.

CASO 88
HOMICIDIO

Víctimas: El pastor Carlos Arroyabe*,  
de la Misión Cornestone.
Fecha: 15 de marzo de 2006  
Lugar: Valle / Buenaventura  
Presuntos responsables: Sin Información

Carlos* era pastor, estaba casado y tenía dos hijos. 
Fue asesinado en su propia casa, por unos hombres 

que se desplazaban en una motocicleta. La esposa 
del pastor relata los hechos de la siguiente forma:

—”Salgo de mi casa con mi esposo en nuestro 
carro, me deja en mi trabajo, va donde un hermano 
de la iglesia para pedirle que vaya por el niño de cin-
co años al colegio, al llegar a la casa, dos hombres 
en una moto le disparan siete tiros en la cabeza, el 
hombre negro que iba atrás lo mató y quien maneja-
ba la moto fue un hombre blanco”. 

Quince días antes, presuntos paramilitares habían 
asesinado a otro pastor (Caso 35 Informe 1). A raíz 
de estos asesinatos se realizaron varias reuniones en 
las que participaron la Policía y el alcalde de Buena-
ventura; sin embargo, las investigaciones no han dado 
ningún resultado que sirva para aclarar los hechos.

CASO 89
HOMICIDIO
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Deysi López Jaramillo, Daired 
Dávila López, Jean Pier Dávila López,  
José Johan López y José Andrés Galván 
López, de la Iglesia Cristiana.
Fecha: 31 de julio de 2006  
Lugar: Norte de Santander / Tibú   
Presuntos responsables: Paramilitares

Deisy, de 36 años de edad, es viuda y madre de cin-
co hijos. Presuntos paramilitares asesinaron a su es-
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poso, por lo cual Deisy, junto a toda su familia, debió 
desplazarse. Según cuenta la víctima: 

—“Mi esposo salió a trabajar, no regresó, y yo salí 
a buscarlo. Lo encontré a los cuatro días, en estado 
de descomposición. Tuve que envolverlo en bolsas 
negras para poder enterrarlo, y debí desplazarme 
con mis hijos y mi bebé de tres meses de nacido.”

CASO 90
HOMICIDIO
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Miriam Rueda Barrera, Shirley 
Rueda, Briyid Molina Rueda, Nelson Rueda 
y Camilo Molina Rueda, de la Iglesia 
Asambleas de Dios.
Fecha: 4 de agosto de 2006  
Lugar: Norte de Santander / Bucarasica  
Presuntos responsables: Guerrilla

Miriam, de 55 años de edad, es viuda y madre de 
cuatro hijos. Debió salir desplazada junto con toda 
su familia, después que la guerrilla asesinó a su es-
poso. Según cuenta la víctima: 

“—Llegaron unos hombres fuertemente armados 
y mataron a mi esposo y a mí me dijeron que me 
daban una hora para que me fuera con mis hijos y 
me llevara el cadáver. Ellos me dijeron que lo habían 
asesinado porque querían la finca. Mi esposo puso 
resistencia y lo mataron”.

CASO 91
HOMICIDIO

Víctimas: Mariano Fontalvo*, de la Iglesia 
Cristiana.
Fecha: 25 de octubre de 2006  
Lugar: Sucre / Sincelejo  
Presuntos responsables: Paramilitares

Mariano* estaba casado y trabajaba como contratis-
ta, con su hermano Julián,* quien fue desaparecido 
(Caso 92). Por consiguiente, Mariano* trató de dar 
con su paradero, preguntó en muchas partes y llegó 
hasta donde operan las milicias urbanas paramili-
tares de Sincelejo y de Sucre. No obtuvo ninguna 
información. 

El 25 de octubre de 2006, Mariano* fue llamado para 
que se reuniera con unos informantes en el parque 
de Sincelejo, porque según le anunciaron, ellos le 
iban a proporcionar la información que necesitaba y 
le iban a dar una autorización para que fuera a con-
versar con su hermano. 

Después de comunicar a todos sus allegados la posi-
bilidad de encontrar a su hermano, Mariano* fue citado 
en el parque de Sincelejo en donde un sicario en moto-
cicleta lo asesinó con cinco disparos y huyó del lugar. 

En menos de dos meses, la familia Fontalvo* tuvo 
que soportar una detención arbitraria, un asesinato 
y, además, unas amenazas (Caso 115).
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DESAPARICIÓN

CASO 92
DESAPARICIÓN

Víctimas: Julian Fontalvo*, de la Iglesia 
Cristiana.
Fecha: 18 de septiembre de 2006 
Lugar: Sucre / Coveñas  
Presuntos responsables: Paramilitares

Julián* es un profesional y está casado. Se desem-
peñaba como contratista de obras civiles, con alcal-
días y gobernaciones de varias regiones de Sucre. 
Estaba encargado de realizar las obras del acueducto 
de Coveñas y, durante un viaje a Cartagena, a donde 
fue para adquirir algunos materiales, fue abordado 
por unos sujetos que le dijeron que debía acompa-
ñarlos hasta donde los comandantes de las autode-
fensas de Bolívar y Sucre. 

Manifestaron que ellos querían conversar con él, 
para pedir una “tajada” de dicho contrato que es-
taban ejecutando en Coveñas. Señalaron que a 
él no le iba a suceder nada y que el mismo día 
regresaría, después de la reunión. Julián* llamó 
a su hermano, su esposa y su padre y les detalló 
lo sucedido, asegurándoles que pronto estaría en 
Sincelejo, pero nunca llegó. Desapareció desde 
ese mismo día y nunca se han tenido pruebas de 
supervivencia de él, ni ninguna otra información. 
Mientras lo buscaba, un hermano de Julián* fue 

asesinado (Caso 91) y su familia ha sido amena-
zada (Caso 115).

HERIDO

CASO 93
HERIDO
MÉTODOS ILÍCITOS

Víctimas: El líder eclesial Suseiby Morales 
Henao, de la Iglesia Movimiento Misionero 
Mundial.
Fecha: 19 de junio de 2005  
Lugar: Arauca / Saravena  
Presuntos responsables: Farc

Suseiby de 19 años de edad, es estudiante técnico 
auxiliar de farmacia, superintendente de escuela do-
minical de niños y miembro del grupo de alabanza 
de su iglesia. Presuntos guerrilleros de las Farc hi-
cieron explotar una olla a presión, atentando contra 
una patrulla del Ejército. Cerca del lugar del atentado 
pasaba Suseiby en compañía de un joven. Según 
cuenta la víctima: 

—“De repente estalló una bomba, a escasos dos 
metros de mí. En ese momento no supe que había 
pasado. Yo salí corriendo para refugiarme, y al darme 
cuenta de que el joven Beimar no estaba conmigo, 
regresé a buscarlo y lo encontré sentado sangrando. 
Al otro día comencé a sentir el impacto de la explo-
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sión, ya que sentí dolor en el lado occipital de mi ca-
beza y vómito de sangre. Entre otras cosas, además 
sentí un ruido frecuente. Hasta este momento sigo 
siendo víctima de este suceso, ya que aún sufro las 
consecuencias de ese atentado porque tengo pro-
blemas en mi cabeza.”

CASO 94
TORTURA
AMENAZA
HERIDO
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Rubén Pereira*, su esposa, su 
suegro y su familia.
Fecha: 10 de junio de 2006  
Lugar: Norte de Santander / Tibú   
Presuntos responsables: Eln

Rubén* es un campesino, casado, de 23 años de 
edad. Dos mujeres y siete hombres que se identi-
ficaron como miembros del Eln, llegaron a la finca 
donde trabajaban Rubén* y su esposa. Amenazaron 
con asesinar a su suegro por negarse a pagar vacu-
nas a este grupo. Según cuenta la víctima: 

—“El comandante nos preguntó a mí y a mi esposa 
que dónde estaba el dueño de la finca. En este mo-
mento mi suegro -que era el dueño de la finca- había 
salido con un vecino para pescar en el río. Mi her-
mano y mi cuñado, quienes habían salido para llevar 

agua, escucharon las palabras del comandante y, sin 
ser vistos por nadie, se fueron a avisarle a mi suegro. 
En ese momento salió mi suegra y les dijo ‘Qué pasa 
muchachos, tranquilos’. El comandante le respondió 
’ningún tranquilos, aquí se van a morir todos si no 
me dicen dónde está el barrigón, ¿Edgar es que se 
llama?…Usted, ¿qué es del paraco ese?’ le dijo a mi 
suegra y ella respondió que ‘él es mi marido, pero no 
es ningún paraco, señor; nosotros sólo somos cam-
pesinos. Entre si quiere y mire como vivimos. Por 
favor, por Dios bendito, no nos vaya a hacer nada’, le 
suplicó ella llorando. Entonces él respondió ‘Dios ni 
que nada, yo no creo en Dios, sólo creo en este fu-
sil que llevo en las manos…Mire señora, somos del 
Frente Cacua Guerrero del Eln y venimos a arreglar 
cuentas con su marido, él siempre se negó a pagar la 
vacuna cuando venían los compañeros, entonces es 
mejor que aparezca. Dígame dónde está’ dijo gritan-
do y utilizando palabras groseras. Dos hombres y una 
mujer entraron a revisar la finca, voltearon las camas 
y los armarios. Después me amarraron a un palo y 
me dieron golpes con el culatín del fusil. Uno de los 
golpes me reventó un tendón de la rodilla, por lo que 
he tenido que asistir a varias terapias”.

Estos hechos ocurrieron después de la desmoviliza-
ción paramilitar en Santander y cuatro meses des-
pués que guerrilleros del Eln le exigieron una vacuna 
al suegro de Rubén* “para el restablecimiento re-
volucionario en la zona” según dijeron los hombres 
armados (Caso 77).
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CASO 95
HERIDO
AMENAZA
ATENTADO
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Judit Sánchez*, su esposo, sus 
dos hijas, sus dos hijos, sus yernos y sus 
nueras, de la Iglesia Menonita.
Fecha: 13 de octubre de 2006  
Lugar: Distrito Capital / Bogotá  
Presuntos responsables: Paramilitares

Judit* y su familia han tenido que desplazarse en 
varias oportunidades (Caso 112). Asisten a la iglesia 
Menonita. Presuntos paramilitares atentaron contra 
ella. Según cuenta la víctima: 

—“Me tomaron por la espalda y me pusieron un 
cuchillo en el cuello y me decían ‘al fin encontramos 
a estos sapos, les llegó su hora’ y me forzaban a 
subir a una camioneta. En medio de mi desespero 
empecé a gritar como loca pidiendo auxilio, force-
jé y no me dejé meter al carro porque sabía que si 
lograban meterme me desaparecían y mi familia no 
se enteraría de lo que me hubiera pasado. El pensar 
en mis hijos me hizo luchar por mi vida. Por la gri-
tería que formé, salieron de la casa mi hermana y 
mis sobrinas. Entonces los tipos me botaron al piso, 
sintiendo yo en ese momento un ardor en el cuello. 
Los tipos huyeron del lugar en una camioneta blanca 
doble cabina con platón. Yo quedé en el piso botando 

sangre por el cuello. Inmediatamente mi familia bus-
có asistencia médica”.

Judit* quedó con una cicatriz en su cuello. Ella y sus 
allegados tuvieron que desplazarse, el 31 de octu-
bre, a otro barrio, en Bogotá. Las amenazas contra su 
familia han continuado (Caso 41).

CASO 96
HERIDO

Víctimas: Alejandro*, de la Iglesia 
Interamericana de Colombia.
Fecha: 21 de octubre de 2006  
Lugar: Antioquia / Medellín  
Presuntos responsables: Paramilitares

Alejandro,* de 18 años de edad, vive en el barrio 
Pedegral, ubicado en la comuna trece de Mede-
llín. Como es de público conocimiento, a partir de 
la operación Orión, la zona advierte la presencia y 
el control del territorio, por parte de paramilitares, 
a cargo de alias “Don Berna”. Mediante diferentes 
medios, esta organización difundió la prohibición de 
no salir de las casas después de las seis de la tarde; 
de igual forma, señaló que las personas no podían 
estar en establecimientos de comercio después de 
esa misma hora. 

El 21 de octubre de 2006, Alejandro y un grupo de 
amigos estaban tan concentrados en un juego de 
cartas, que olvidaron la prohibición impartida; de 
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manera que, al lugar donde se encontraban, llegaron 
miembros de la organización paramilitar y dispararon 
indiscriminadamente contra el grupo. Resultaron un 
joven muerto y los demás, heridos, entre quienes se 
encontraba Alejandro,* con cinco impactos de bala 
en su cuerpo.

El joven no ha podido denunciar el hecho ante las 
autoridades por temor a ser asesinado él o alguno 
de su familia. A causa de los disparos que recibió, 
Alejandro tiene gravemente lesionado uno de sus 
brazos, de manera que, incluso un año después, 
no había podido retomar actividades tan cotidianas 
como la de lavarse esa parte de su cuerpo sin sentir 
muy fuertes dolores. 

TORTURA

CASO 97
TORTURA
SECUESTRO Y T. REHENES
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Felipe Centeno*, su esposa, 
su hija, su hijo y su cuñada, de la Iglesia 
Menonita. 
Fecha: 8 de julio de 2004  
Lugar: Valle / Cali  
Presuntos responsables: Farc

Felipe,* de 37 años de edad, está casado y es padre 
de dos hijos, de nueve y quince años de edad. Con 
armas de fuego, presuntos guerrilleros lo obligaron a 
que abordara un vehículo. Según cuenta la víctima: 

—“Fui torturado y golpeado. Me apuntaban con 
sus armas de fuego y exigían que les dijera el para-
dero de mi cuñada. Fui abandonado en las montañas 
de Pance, después de cinco días.” 

Posteriormente, Felipe* y su familia siguieron siendo 
hostigados y amenazados por presuntos guerrilleros 
de las Farc, por lo que han tenido que desplazarse 
en diversas ocasiones. Así mismo, se presume que 
también de este grupo eran los asesinos de un primo 
de la esposa de Felipe. Las amenazas continuaron en 
2007 (Caso 75).

CASO 98
TORTURA
DETENCION ARBITRARIA
AMENAZA
RECLUTAMIENTO DE MENORES Y OBJETORES

Víctimas: Johan Manuel Linares 
Fecha: 10 de diciembre de 2006  
Lugar: Santander / Barbosa  
Presuntos responsables: Ejército

Johan Manuel es estudiante y un líder de su iglesia. 
Fue detenido cerca a su casa por soldados del Bata-
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llón Galán, dirigidos por el cabo 3° Duarte, para que 
prestara el servicio militar. 

Johan portaba un documento que le había sido en-
tregado por el secretario de Gobierno de Barbosa, 
Santander, en el cual se podía advertir que como 
su hermano mayor estaba prestando servicio en la 
Policía Nacional, de acuerdo con la ley, no se podía 
reclutar a otro integrante de la misma familia. Así 
mismo, en ese momento el joven cursaba el séptimo 
grado de bachillerato y, como su hermano estaba en 
la Policía, él había asumido parte de las responsabi-
lidades familiares. 

Sin embargo, el cabo 3° Duarte no tuvo en cuenta el 
documento presentado, desacató cualquiera de las 
razones expuestas y se llevó al joven por la fuerza. 
Ese mismo día lo trasladaron al Batallón Galán en 
Socorro, Santander, donde Johan manifestó que de-
bido a sus creencias religiosas, sus principios es-
taban en contra de la guerra y de usar armas para 
asesinar. Explicó que sus padres eran pastores de 
una iglesia y que él colaboraba como líder “en la 
obra de Dios”. Según las denuncias del caso, a partir 
de ese momento, el cabo 2° Largo Ríos, encargado 
de su entrenamiento, inició un ataque psicológico y 
verbal, con ofensas e insultos diarios. 

En presencia de sus compañeros, el militar usaba 
palabras soeces para referirse a Johan e irrespeta-
ba su credo religioso. Según la denuncia, lo dejaba 
días enteros sin comida por “el sólo hecho de ser 

cristiano”. Así mismo, lo presionaba e incitaba para 
tener una razón de castigo. En alguna oportunidad, 
Johan objetó que no quería disparar un arma y, por 
consiguiente, el cabo Largo Ríos lo amenazó con en-
cerrarlo en el calabozo. 

En otra ocasión, el subteniente Blanco Sumaqué 
obligó a todos a rezar un salve, pero Johan solicitó 
que no lo obligara a hacerlo. Blanco Sumaqué le res-
pondió con cinco golpes en las costillas falsas y le 
gritó que “con él rezaría a las buenas o a las malas” y 
por medio de humillaciones lo obligó a hacerlo. 

En otra ocasión, cuando estaba en fila con unos 600 
jóvenes del Ejército, fue sacado por el subteniente 
Gómez quien lo humilló. Como Johan le preguntó 
sobre los motivos de la humillación, lo obligó a dar 
una gran cantidad de vueltas, trotando en un campo 
abierto. El mismo subteniente se burlaba constante-
mente cuando Johan recibió la orden de su salida del 
servicio militar. Además, también algunos soldados 
trataron de incitarlo para buscar razones de castigo. 
Incluso, entre otras cosas, lo acusaron de ladrón. 

Después de muchas gestiones, se logró finalmente 
que se acataran las solicitudes de objeción de con-
ciencia. Sin embargo, Johan deberá pagar una cier-
ta cantidad de dinero, para poder obtener la libreta 
militar. Así mismo, a pesar de que alcanzó a pasar 
cerca de cien días en el servicio militar, el joven no 
recibió ninguna indemnización por la violación a su 
derecho a la objeción de conciencia.
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ATENTADO

CASO 99
AMENAZA
ATENTADO
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: El pastor Eusebio Obando*, 
Florinda de Obando*, y dos hijos de ellos 
dos, de la Iglesia Cristiana.
Fecha: 20 de marzo de 2005  
Lugar: Antioquia / Medellín  
Presuntos responsables: Paramilitares

Eusebio* es un pastor de 34 años de edad, casado 
con Florinda* y padre de dos hijos menores de edad. 
En su congregación trabajaba con familias despla-
zadas y, en el barrio el Carpinelo, en la Comuna 13 
de la ciudad de Medellín, desarrollaba su labor pas-
toral. 

Un grupo de presuntos paramilitares lo amenazó y le 
prohibió a él y a su familia que siguieran trabajando 
con desplazados y, en general, en su labor evange-
lística. El 20 de marzo de 2005, llegó a la casa pas-
toral un grupo de hombres que se hizo llamar “las 
Auc”, para buscarlo y asesinarlo. 

Él y su familia no se explican cómo logró salir ileso 
de ese atentado. No obstante, a raíz de este aconte-
cimiento, Eusebio y su familia tuvieron que despla-
zarse de la ciudad de Medellín. En estos momentos 

se encuentran en una situación económica difícil y 
desean regresar nuevamente a su ciudad.

En 2005, el gobierno nacional y el gobierno local 
lograron capturar y expulsar de la Comuna 13 a unos 
comandos de las guerrillas urbanas, tanto de las Farc 
como del Eln, que tenían presencia real y flotante en 
ese sector de la ciudad. 

Después de esta expulsión de la guerrilla urbana, un 
grupo de paramilitares que tenía presencia en ese 
lugar y que se disputaba la zona con las guerrillas 
antes mencionadas, tomó el mando de la zona. Pos-
teriormente, a nivel nacional ocurrió el proceso de 
desmovilización del paramilitarismo urbano, al man-
do de ‘Don Berna’. No obstante, el gobierno local 
ha reconocido la presencia permanente del grupo 
emergente del paramilitarismo, denominado Águilas 
Negras.

CASO 100
AMENAZA
ATENTADO
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: La pastora Enilsa Carballo sus 
tres hijos, de la Iglesia Interamericana de 
Colombia.
Fecha: 1 de enero de 2006  
Lugar: Córdoba / Tierralta  
Presuntos responsables: Paramilitares
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Enilsa es madre de tres hijos y pastora de la Iglesia 
Interamericana de Colombia. Su esposo, el pastor 
Aurelio, estuvo en la cárcel por una detención ar-
bitraría. Mientras Aurelio estaba recluido, recibió 
amenazas de paramilitares para que se declarara 
culpable y no fuera a delatar a los delincuentes o, de 
lo contrario, asesinarían a Enilsa y a sus hijos. 

Algunos días después de estas amenazas, un grupo 
de hombres hostigó y amenazó a Enilsa. Así mismo, 
en dos oportunidades ellos intentaron arrojarle una 
moto encima y, en otra ocasión, intentaron subirla a 
la fuerza a un carro. Por consiguiente, ella y sus hijos 
debieron desplazarse de Tierralta, en enero de 2006 
(Caso 42, Informe 3 y Caso 74, Informe 2).

CASO 101
ATENTADO
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: El pastor Idalberto Rodríguez*,  
de la Iglesia Evangélica Templo de Belén.
Fecha: 16 de marzo de 2006  
Lugar: Valle / Buenaventura  
Presuntos responsables: Guerrilla

Adalberto* es un pastor, de 37 años de edad, casa-
do y padre de dos hijos. Unos guerrilleros intentaron 
asesinarlo y, por lo tanto, tuvo que desplazarse. Se-
gún cuenta la víctima: 

—“Yo estuve en la casa, todo el día, orando por-
que tenía un dolor muy fuerte por lo que había ocurri-
do con unos pastores que habían asesinado. Cuando 
llegué a la hora del culto, una hermana me dijo que 
su hija tenía que decirme algo. La hija de ella esta-
ba llorando y me dijo: “cuando usted llegó iban dos 
personas detrás de usted y el uno le decía al otro que 
‘hágale la vuelta’ y el otro que ‘no, ahora no puedo’ 
dijo. 

Llamamos a la Policía y rodearon el sector. A raíz de 
esa presión, me tocó salir de la iglesia y de la ciudad 
durante dos meses. Luego me di cuenta de que uno 
de los jóvenes que iba a la iglesia era un miliciano, 
que preguntaba por mí antes de que sucediera esto, 
porque él quería saber mi teléfono y cosas así. “

CASO 102
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Sara Montero*, Elisa Montero*, 
Cornelio Luque* y Susana Luque*, de la 
Iglesia Menonita.
Fecha: 24 de abril de 2004   
Lugar: Atlántico / Barranquilla  
Presuntos responsables: Paramilitares

Sara,* quien ha sido una colaboradora activa de la 
Fiscalía, en la captura de un miembro de los parami-
litares, conocido como “Libardo”, junto a su familia 
ha recibido las amenazas de presuntos paramilitares, 
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en la ciudad de Barranquilla. Las amenazas ocurrie-
ron desde que Sara* denunció que este grupo arma-
do le había solicitado la confección de unos unifor-
mes. Por consiguiente, el 21 de agosto de 2002, ella 
y su familia tuvieron que desplazarse. Sin embargo, 
las amenazas continuaron en los diversos sitios don-
de se han desplazado (Caso 26).

CASO 103
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: José Domingo Guejía, su esposa 
y sus siete hijos.
Fecha: 1 de enero de 2005  
Lugar: Cauca / Toribio  
Presuntos responsables: Guerrilla

José Domingo Guejía, su esposa y sus siete hijos, 
fueron desplazados por la guerrilla. Según cuenta la 
víctima: 

—“Mi familia y yo fuimos desplazados por culpa 
de la guerrilla y no recibí ninguna ayuda de parte 
de ningún albergue. Denuncié al cabildo de Toribio 
(Cauca), por la injusticia, porque favorecen a unas 
personas más que a otras. Obligado por la nece-
sidad de alimento y medicinas para mi familia, me 
desplacé al municipio de Piendamó (Cauca), donde 
estuve un año y medio. Recibí ayuda de la Alcaldía, 
en mercado y medicamentos. Al ver la escasez de 
trabajo me desplacé el 17 de noviembre del 2006, 
a Puerto Asís”.

CASO 104
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Nelly y Tomás, de la Iglesia 
Cristiana
Fecha: 1 de enero de 2005  
Lugar: Antioquia / Urrao  
Presuntos responsables: Farc

Nelly y Tomás son miembros de una familia cristiana 
que ha sido hostigada por las Farc. Debido a unos 
robos y amenazas, en junio de 2005 ellos tuvieron 
que dejar su finca cafetera y desplazarse del muni-
cipio de Urrao.

CASO 105
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Rubén Pereira* y su familia
Fecha: 7 de enero de 2005  
Lugar: Norte de Santander / Tibú   
Presuntos responsables: Paramilitares 
- Fuerzas Militares

Rubén* es un campesino, casado, de 22 años de 
edad. El 7 de enero, él y toda su familia tuvieron que 
desplazarse, obligados por las amenazas de presun-
tos paramilitares, así como por bombardeos efec-
tuados por la Fuerza Pública. Sobre los bombardeos 
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(granadas lanzadas desde helicópteros), cuenta la 
víctima: 

—“Ocurrían con la excusa que estaban atacan-
do guerrilleros de las Farc que estaban tratando de 
meterse en la zona, sin tener en cuenta que esos 
ataques estaban cayendo sobre nosotros los cam-
pesinos y civiles que no pertenecíamos al conflicto 
armado. Muchas veces mataban campesinos con 
estos ataques de los helicópteros” (Caso 77).

CASO 106
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Omar Piñón*, Luz Piñón* y 
Gonzalo Piñón*, de la Iglesia Menonita.
Fecha: 30 de enero de 2005  
Lugar: Caquetá / Florencia  
Presuntos responsables: Guerrilla

Omar* es un líder comunitario, casado y padre de 
familia. Presuntos guerrilleros entraron a la licorera 
donde atendía con su sobrino Gonzalo* y obligaron 
a Omar* a acompañarlos. Le recriminaron por no 
haber renunciado a su cargo en la Junta de Acción 
Comunal. Además de insultarlo, le dijeron que él 
había sido declarado ‘objetivo militar’ y que debía 
salir en 24 horas de la ciudad. Después de denun-
ciar, Omar* y su familia tuvieron que desplazarse a 
otra ciudad.

CASO 107
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Javier Naranjo,  
Carolina Naranjo, Andrés Felipe Naranjo, 
Andrea Johana Naranjo, María Victoria 
Naranjo, y la defensora de derechos 
humanos, Zulima Naranjo, de la Iglesia 
Cristiana.
Fecha: 1 de abril de 2005  
Lugar: Caldas / Villamaría  
Presuntos responsables: Paramilitares

Zulima, de 47 años de edad, es madre de cuatro hi-
jos, líder comunitaria y eclesial. Debido a que pre-
suntos miembros de los paramilitares los amenaza-
ron, ella y sus hijos tuvieron que desplazarse. Según 
cuenta la víctima:

—“Le dimos empleo a un joven de 21 años, el 
cual conoció todo nuestro entrar y salir, pero él, jun-
to con un grupo de personas miembros de los para-
militares, decidieron hacerme llamadas amenazan-
tes. Al no cumplirles, siguieron a mis hijos y los 
amenazaron. Mi casa fue marcada con letreros que 
decían ‘objetivo militar’. Esto se dio por no querer 
colaborar con ellos y por mi trabajo con familias 
desplazadas.”
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CASO 108
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: El pastor Andrade Silva*, 
su esposa y sus dos hijos, de la Iglesia 
Interamericana de Colombia.
Fecha: 10 de septiembre de 2005  
Lugar: Antioquia / Medellín  
Presuntos responsables: Paramilitares

Andrade,* de 42 años de edad, está casado y es pa-
dre de dos hijos menores de edad. Llegó al barrio 
Las Playitas, como parte de uno de los grupos de 
evangelismo de la Misión Interamericana y logró, 
después de un tiempo, abrir un templo. 

Un grupo de hombres fuertemente armados que se 
presentaron como paramilitares entraron en el do-
micilio de la comunidad de fe y, sin dar explicación 
alguna, le dieron dos horas al pastor para que aban-
donara el barrio y su comunidad. Por cuestiones de 
seguridad, Andrade* está fuera de la ciudad.

El barrio Las Playitas se encuentra asentado en una 
zona vulnerable, conformado por familias desplaza-
das y, en general, por “pobres históricos”, razón por 
la cual, es una población fácilmente captable por 
parte de actores armados que, en este caso, son pa-
ramilitares a cargo de alias ‘Don Berna’.

CASO 109
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: La pastora Rogelia Vuelvas*  
y sus siete hijos, de la Iglesia Alianza 
Cristiana Misionera.
Fecha: 1 de marzo de 2006 
Lugar: Valle / Buenaventura  
Presuntos responsables: Paramilitares

Rogelio* es pastora de la Iglesia Alianza Cristiana 
Misionera, viuda y madre de siete hijos. El 2 de mar-
zo de 2006, asesinaron a su esposo (documentado 
en el primer informe) por lo cual, ella y su familia 
debieron desplazarse a la ciudad de Armenia. Según 
cuenta la víctima: 

—“Empezaron a buscarnos. Un día que estaban 
mis hijos en el colegio, llegaron unos hombres ave-
riguando por las personas de Buenaventura que se 
estaban refugiando allí, o sea, a nosotros. Entonces 
el vigilante entró y les dijo a mis hijos que no salie-
ran porque los estaban buscando. Luego el hombre 
buscó un vehículo en la esquina y se fue. Eso fue 
en marzo. Luego, en junio, volvimos a Buenaventura. 
Aquí también me están buscando y preguntan mucho 
por nosotros. Mantenemos la iglesia cerrada y las 
veces que llegaban a preguntar por mí, yo no estaba. 
Un hombre preguntó por la pastora y como no salí, 
se fue enojado. Hasta en la casa me han buscado. Un 
día, una muchacha dijo que no saliera porque había 
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una señora que estaba por toda la cuadra preguntan-
do por mí. 

Entonces hemos hecho los cultos a puerta cerrada. 
Al inicio, cuando mataron a mi esposo, empezaron a 
llamar y a decir que faltaron (por ser asesinadas) otras 
personas como Martín, el copastor de la iglesia y to-
dos los que son como de nuestra familia. Dijeron que 
ellos eran los siguientes. Por eso estamos aquí asusta-
dos y no me gusta salir sola. Vivimos cerca a la iglesia 
y sólo salimos no más de la iglesia a la casa.

Ahora somos desplazados internos en la ciudad. En 
el barrio donde tenemos la casa propia hay presen-
cia de paramilitares, por lo cual, no podemos volver 
allá. Nunca más hemos podido volver, debido a que 
las casas que están alrededor de la nuestra quedaron 
asoladas y los paras se metieron allí. A uno le duele 
porque fue el trabajo de toda la vida de mi esposo y 
ahora no se puede disfrutar. Se cree que estos hechos 
fueron causados por las Auc, los mismos que mataron 
al esposo de la pastora Rogelia.”

CASO 110
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Luis Uribe Chávez y Gedi Díaz, de 
la Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 3 de marzo de 2006  
Lugar: Cesar / Curumaní  
Presuntos responsables: Paramilitares

Luis, de 65 años de edad, está casado y es padre 
de un hijo. Tuvo que desplazarse porque presuntos 
miembros de los paramilitares lo amenazaron. Se-
gún cuenta la víctima:

—“Una tarde yo iba para el trabajo y, de repente, 
un carro cruzó la esquina y (alguien del vehículo) me 
preguntó que si yo era Luis Uribe, y yo le dije que sí. 
Entonces me dijo que me daban 48 horas para que 
desocupara el pueblo, por lo cual yo salí corriendo. 
En el pueblo en esa época había muchos muertos y 
a uno le daba temor. Tanto era así, que por momen-
tos corrían olores nauseabundos, pues había tantas 
matanzas que echaban los cuerpos a las alcantarillas 
y los encontraban a las semanas”. 

CASO 111
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Rosalba Contreras Albarracín, 
Javier Alexi Mendoza Ortega,  
Mileny Mendoza Contreras,  
Yosmery Mendoza Contreras,  
Ferney Antonio Alvarado y  
Damaris Mendoza Contreras, de la Iglesia 
Asambleas de Dios.
Fecha: 25 de marzo de 2006  
Lugar: Norte de Santander / Salazar  
Presuntos responsables: Sin Información

Rosalba, de 31 años de edad, está casada y es ma-
dre de cuatro hijos. Junto a toda su familia, debió 
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desplazarse porque hombres fuertemente armados 
la amenazaron. Según cuenta la víctima: 

—“Nosotros cuidábamos una casa, cuando de re-
pente llegaron veinte hombres fuertemente armados 
y nos pidieron comida y techo para pasar la noche 
y le dijeron a mi esposo que se debía ir con ellos y 
que se alistara porque el domingo irían por él, por lo 
cual decidimos huir en la noche antes de que regre-
saran”. 

CASO 112
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Judit Sánchez*, su esposo, 
sus dos hijas y sus dos hijos, de la Iglesia 
Menonita.
Fecha: 18 de julio de 2006  
Lugar: Casanare / Villanueva 
Presuntos responsables: Paramilitares

Judit* es una auxiliar de enfermería, de 43 años de 
edad, madre de cuatro hijos y miembro de la Iglesia 
menonita. Como presuntos paramilitares la amena-
zaron con ir a buscarla, en la finca El Paraíso, donde 
trabajaba, ella y sus dos hijos menores se despla-
zaron. Los dos hijos mayores de Judit habían sido 
enviados a Bogotá en 2005, para evitar el riesgo de 
reclutamiento forzado. 

Judit* sospecha que las Auc querían asesinar a su 
familia porque creían que todos eran unos guerrille-

ros que llegaban de La Uribe, de donde fueron des-
plazados. Desde entonces han sido perseguidos y 
Judit ha sufrido atentados contra su vida (Caso 95).

CASO 113
DETENCION ARBITRARIA

Víctimas: Gumersindo Hernández, Janet 
Inestrosa Pacheco, Jasime Hernández 
Herreño, Liliana Hernández Herreño, Rafael 
Hernández Mosquera, Elizabeth Herreño 
Lagos, Javier Hernández Herreño, Luz Mari 
Hernández Herreño, Elizabeth Hernández 
Herreño, Edwin, Francisco Javier y Wilmer, 
de la Iglesia Cuadrangular. Así mismo, siete 
personas sin identificar.
Fecha: 10 de agosto de 2006  
Lugar: Arauca / Fortul  
Presuntos responsables: Policía - Fiscalía

En el municipio de Fortul, la Policía llevó a cabo una 
captura de 19 personas. Según los afectados, se tra-
tó de una detención arbitraria, pues ellos no habían 
cometido ningún delito y los policías no presentaron 
ninguna orden judicial. De acuerdo con Juliet, la es-
posa de una de las víctimas: 

—“Iba mi esposo en la moto con mis dos hijos -de 
ocho y de dos años-, cuando miembros del Ejército 
le dijeron ‘nos han dicho que usted es de la milicia de 
las Farc y que está reclutando niños’. Lo bajaron de la 
moto y lo golpearon delante de los niños. La Policía 
dice que le estaban gritando, pero mi esposo dice 
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que no escuchó nada. Iba con el casco y solamente 
fue con el ruido de las balas (que oyó). Pues, según 
testigos, le estaban disparando a él directamente (y 
no al aire). Él paró y se tiró al piso.” 

Esta detención ocurrió a media cuadra de su casa. 
Al hombre lo golpearon, le colocaron esposas y 
lo echaron en un carro que ellos tenían. Juliet, de 
treinta años de edad, gritó a uno de los policías y al 
otro de ellos lo agarró del cuello, para pedirle que 
le explicara lo que pasaba. “No se preocupe que, si 
no tiene orden de captura, lo soltamos. Contrólese 
Señora”, dijo el policía. 

Según se pudo establecer, los policías habían dete-
nido a varias personas, a pesar de que no tenían or-
den de captura. Las llevaron a la estación de Policía 
de Fortul y, antes de las 11:00 a.m., las trasladaron 
al batallón de Arauca y las dejaron a disposición de 
la Fiscalía, donde a cada persona por separado, le 
hicieron un interrogatorio. Uno de los detenidos re-
cuerda que: “Me preguntaron que si era guerrillero. 
¿Cómo voy a ser, cuando (los guerrilleros) me mata-
ron a mi papá hace 26 años?”. 

A los detenidos les abrieron un proceso en el que 
eran acusados de ser guerrilleros, de rebelión y te-
rrorismo, y fueron trasladados a la cárcel de Arauca. 
Por su parte, Francisco, Wilmer y Edwin han sido 
trasladados a otras cárceles en Bogotá.

CASO 114
AMENAZA
DESPLAZAMIENTO

Víctimas: Yolima Castillo Quintero,  
Saúl Sánchez Angarita, Saúl Sánchez 
Castillo, Mayerli Sánchez Castillo y Erika 
Andrea Sánchez Castillo, de la Iglesia 
Pentecostal Unida de Colombia.
Fecha: 5 de octubre de 2006  
Lugar: La Guajira / Riohacha  
Presuntos responsables: Paramilitares

Yolita y su esposo, Saúl, se desempeñan con toda 
su familia en varios oficios como ventas, agricultura 
y mecánica automotriz. Inicialmente, la guerrilla los 
obligó a entregarles mercado, ñame y yuca y, tiempo 
después, los paramilitares los amenazaron. Como 
relata una víctima: 

—“La guerrilla llegó a nuestro cultivo y nosotros 
tuvimos que darle (las cosas). Entonces llegaron los 
paramilitares y nos amenazaron, por lo cual tuvimos 
que salir corriendo a la madrugada dejando toda 
nuestra vida atrás. Nosotros los campesinos siempre 
quedamos en medio del conflicto y del fuego. Tanto 
la guerrilla como los paramilitares nos utilizan”.
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CASO 115
DESPLAZAMIENTO
AMENAZA

Víctimas: Andrés Fontalvo*, su esposa y 
sus tres hijos, de la Iglesia Cristiana.
Fecha: 5 de diciembre de 2006  
Lugar: Sucre / Corozal  
Presuntos responsables: Paramilitares

Andrés* está casado y es el padre de tres hijos. En 
menos de dos meses, uno de sus hijos fue desapa-
recido (Caso 92) y otro asesinado (Caso 91).

El 5 de diciembre de 2006, Andrés* recibió una lla-
mada telefónica, en donde amenazaban de muerte a 
toda su familia. Al parecer Mariano*, el hijo asesi-
nado de Andrés,* había recogido cierta información 
comprometedora con respecto a la desaparición de 
su hermano. Esta información le costó la vida y ame-
nazaba la del resto de la familia.

Al verse en peligro, los demás decidieron abandonar 
el municipio de Corozal, y mudarse de incógnito a 
otra ciudad, donde vivieron hasta finales de enero de 
2007. Andrés Montalvo* no ha dejado de buscar a 
su hijo Julián* y pregunta por él, en los municipios 
de la llamada región de los Montes de María.

AMENAZA

CASO 116
AMENAZA

Víctimas: Iglesia Cristo Centro
Fecha: 1 de agosto de 2005  
Lugar: Cauca / Caloto  
Presuntos responsables: Farc

Los miembros de la Iglesia Cristo Centro fueron 
amenazados por el Sexto Frente de las Farc, y obli-
gados a asistir a una reunión con un sujeto conocido 
como “el comandante Arturo” y otros ocho guerri-
lleros más. 

Según las denuncias, los guerrilleros estaban mo-
lestos porque la Iglesia no obedecía la orden de ha-
cer guardia todas las noches para alertar en caso de 
que el Ejército pretendiera tomarlos por sorpresa. Por 
consiguiente, ellos advirtieron que las personas que 
no accedían a hacer guardia, tenían que entregarles 
botas, caucho, linternas, pilas o comida. Así mis-
mo, amenazaron con que si algunos se comportaban 
como “soplones” y hablaban sobre las amenazas, 
“pagarían las consecuencias”.

A causa de estas amenazas y por el miedo a ser 
expulsados de sus tierras, algunos miembros de la 
Iglesia tuvieron que hacer guardia durante casi cua-
tro meses. Así mismo, la iglesia debió cambiar el 
horario de algunos de sus cultos porque, por orden 
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de la guerrilla, de noche no se podía andar por las 
calles. A los quince días después de la reunión, en-
tró el Ejército y la guerrilla dejó de hostigarlos.

CASO 117
AMENAZA

Víctimas: Zabulón Díaz*, su esposa, su hijo 
y su nuera, de la Iglesia Cristiana.
Fecha: 20 de junio de 2006  
Lugar: Putumayo / Puerto Asís  
Presuntos responsables: Paramilitares

Zabulón* es un hombre casado, padre de un hijo, 
maestro de construcción y también trabaja en reci-
claje. Presuntos paramilitares lo acusaron de ser un 
guerrillero y lo amenazaron de muerte a él y a toda 
su familia. Según su esposa, esta situación es co-
mún en la región y, por este motivo, han asesinado a 
varias personas. Según ella cuenta:

—“Pensé en contarle al pastor. Luego nos pusi-
mos a orar porque no sabía para dónde coger. Las 
noches fueron muy tristes. Él (Zabulón) se fue por 
dos meses. Mi niño sufría demasiado, y a mí me dio 
crisis de nervios porque, además, hacía tres años 
habían matado a mi hermana. Pedí ayuda a la Cruz 
Roja, pero ellos tal vez socorren cuando a veces es 
tarde. Al tiempo, mi esposo volvió. Sólo la protección 
de Dios nos ha cuidado”.

CASO 118
AMENAZA

Víctimas: Los pastores Germán La Torre, 
Edwin Pineda y Josué Chávez, de la Iglesia 
Alianza Cristiana Misionera.
Fecha: 7 de octubre de 2006  
Lugar: Putumayo / Puerto Asís  
Presuntos responsables: Sin Información

El pastor Josué y su esposa tienen cuatro hijos; el 
pastor Edwin y su esposa tienen dos y el pastor Ger-
mán y su esposa, cuatro. Los tres hombres fueron 
amenazados un sábado de octubre. Según relatan: 

—”Nos llegó una carta escrita al parecer con le-
tra postiza, la dejaron en la Iglesia Alianza. Uno de 
los pastores la recogió, la leyó y el mismo día nos 
informó a los demás, que en la carta nos decían que 
teníamos treinta días para desocupar el pueblo. 

Las personas amenazadas denunciaron el caso ante 
la Cruz Roja y otras entidades y enviaron una copia 
de la carta con las amenazas. Gracias a Dios no pasó 
nada, los pastores salieron unos días del sector y 
regresaron a seguir trabajando. Germán volvió a ser 
amenazado en 2007” (Caso 71).

CASO 119
AMENAZA

Víctimas: Jaime Gómez* y su mamá, 
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de la Iglesia Unión Misionera Evangélica de 
Colombia (IUMEC). 
Fecha: 31 de diciembre de 2006  
Lugar: Cauca / Toribio  
Presuntos responsables: Paramilitares

Jaime,* de 30 años de edad y padre de dos hijas, 
es un activo miembro tanto de su comunidad indí-
gena como de su iglesia. A las 3:00 a.m., del 31 de 
diciembre, unos sujetos que se identificaron como 
integrantes de las Águilas Negras, entraron a la casa 
de Jaime, buscando a unos supuestos milicianos 
de la guerrilla que se encontraban allí, e intentaron 
ahogar a la madre del joven. Los hombres armados 
huyeron cuando el resto de la familia se levantó de 
sus camas.

Según un vecino y miembro de la iglesia, el objetivo 
era causar temor en la gente. Así mismo, en la co-
munidad se pensó que el Ejército -que estaba muy 
cerca del lugar-, quería saber la manera como el 
pueblo podía responder a la llegada de las Águilas 
Negras y, por esto mismo, algunos se hicieron pasar 
por integrantes de este grupo. 

En los primeros meses de 2007, el Cabildo junto 
con la Acción Comunal convocaron a una reunión 
con el Ejército. Asistieron aproximadamente unas 
trescientas personas, entre ellas, algunos miembros 
de las iglesias. La comunidad les dijo a los repre-
sentantes del Ejército, que se sabía que ellos se es-
taban haciendo pasar por las Águilas Negras. Desde 
esa reunión, ese grupo armado dejó de aparecer en 
la zona. 
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3.	 SEMILLAS DE ESPERANZA
Propuestas alternativas y constructivas 
desde las iglesias

Un alivio para Cabuyaro

Ante las muchas y muy graves consecuencias del conflicto armado, las iglesias cristianas Restauración, Casa 
de Oración, Beteshda, Movimiento Misionero Mundial y Asociación Misionera AMIP han afrontado el reto de 

luchar contra la pobreza y la crisis humanitaria de los desplazados por la violencia, en el municipio de Cabuyaro, 
departamento del Meta.

Desde el 15 de agosto de 2007, están desarrollando una “granja integral” que, en cinco hectáreas de tierra, 
busca ofrecer un proyecto de vida para las familias desplazadas, la población más desprotegida y vulnerable 
del municipio. Sesenta personas, doce por cada una de las iglesias que lideran la iniciativa, son las directas 
beneficiadas y las encargadas de canalizar y multiplicar sus ganancias y aprendizajes en sus respectivas familias 
y comunidades. Ellas reciben capacitación y orientación para vivir en armonía con la naturaleza, trabajar la tierra, 
mejorar los cultivos y llevar una alimentación adecuada a sus hogares. El proyecto pretende ser un impulso para 
que la población desplazada alcance autosuficiencia y sostenibilidad.
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Así mismo, las iglesias están trabajando para, en un futuro cercano, también ofrecer a la comunidad un colegio 
agropecuario y un hogar sustituto para niños y adultos mayores que no cuentan con una vivienda digna y no 
pueden ser sostenidos por sus familiares. De esta manera, las iglesias sirven de apoyo a las personas más ne-
cesitadas sin separarlas de sus allegados. 

Como muchos de los municipios del país, Cabuyaro ha sufrido el impacto del conflicto armado y la progresiva 
llegada de familias desplazadas que, en total pobreza, deben sufrir cada vez más graves problemas sociales y 
económicos en la región. No obstante, aunque no cuenta con mayores recursos económicos para responder a 
las crecientes necesidades y urgencias de la población, la presencia de las Iglesias cristianas ha sido un alivio y 
uno de los pocos apoyos que han recibido las familias más vulnerables de la zona. 

La restauración es posible

Con el objetivo de reparar a las víctimas y a sus comunidades, de violaciones de derechos humanos, la Confra-
ternidad Carcelaria de Colombia está desarrollando un proceso de Justicia Restaurativa en la cárcel Bellavista, 
en el municipio de Copacabana, cerca de la ciudad de Medellín. 

La labor está dirigida a 350 reclusos y sus familias, los post penados, las víctimas y sus familiares. Con ellos 
se ha desarrollado una metodología conocida como “el árbol Sicómoro” que básicamente consiste en propiciar 
canales de comunicación y unos encuentros, no directos, entre víctimas y agresores, con la ayuda de unos 
mediadores capacitados en el tema. Igualmente, el trabajo comprende las áreas Espiritual, que se desarrolla por 
medio de programas litúrgicos; Educativa, por medio de programas de formación, y el área Social, que ofrece 
ayuda en cuanto al suministro de medicamentos, ropa, útiles de aseo y el servicio de odontología.

El proceso incluye un trabajo de orientación para que los delincuentes y autores de crímenes incluso atroces, 
reconozcan el daño que han causado. Para muchos, se trata de una tarea que aunque demanda grandes esfuer-
zos, con frecuencia puede resultar estéril. No obstante, la Confraternidad ha logrado demostrar progresivamente 
la posibilidad de que los culpables de los delitos experimenten genuino arrepentimiento, confiesen, faciliten la 
restauración y se conviertan en gestores de paz y que, así mismo, las víctimas perdonen, curen sus heridas y se 
reconcilien con sus agresores. 
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Cultivadores de progreso

En marzo de 2008, la Asociación Misiones Iglesias Pentecostés emprendió el desarrollo de tres huertas y vive-
ros de hortalizas, a favor de la comunidad de Tame, departamento del Arauca. El objetivo es el de mejorar los 
ingresos de las familias más vulnerables del municipio, alcanzar altos niveles de producción y calidad y ofrecer 
precios asequibles a los compradores y distribuidores de los alimentos que principalmente son tomate, cilantro, 
lechuga, pepino y habichuela. 

Al inicio de las huertas, se beneficiaban unas quince familias que podían trabajar y gozar de las ganancias de 
la producción de alimentos, pero por falta de personal capacitado para dar asesoría, siete de ellas tuvieron que 
retirarse del programa. No obstante, en la Secretaría de Agricultura de Tame se está gestionando su reingreso y 
la vinculación de más personas. 

Con este trabajo y las proyecciones que se han trazado sobre las huertas, se pretende enfrentar la situación de 
miseria y de pobreza y, así mismo, otras problemáticas encadenadas como la descomposición del tejido social, 
el aumento del número de personas en desplazamiento y el desempleo creciente, entre otras.
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4.	 LEYENDO LAS SEÑALES DE LOS TIEMPOS
Una mirada a los números

Sobre el periodo entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2007 registramos 82 casos que describen 324 
agresiones contra 231 víctimas. Con respecto a 2006, en el 2007 se registraron 14 casos, 8 víctimas y 35 

agresiones más. Nuevamente los registros evidencian que los civiles son víctimas tratadas, por todos los grupos 
armados, legales e ilegales, como parte activa del conflicto.

Distribución geográfica del registro

Mientras que en 2006 los departamentos que habían presentado un mayor registro de violencia sociopolítica 
fueron Arauca (61) y Valle (46), en 2007 fueron Huila (49), Distrito Capital (49) y Córdoba (37). En Córdoba 
-epicentro de la desmovilización paramilitar- los registros de 2006 (39) y 2007 (37) fueron similares.

Consideramos que más que una redistribución de la violencia en el país, estas cifras sirven de “lupa”, ya que 
permiten ver mejor la situación de la región que enfocan. El aumento o disminución del registro en una región 
parece proporcional a los recursos que las iglesias de la zona puedan destinar a la documentación de los casos 
y a compartir el resultado de su esfuerzo.
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Las iglesias donde se registraron más victimizaciones en el 2007 fueron Cristo Centro (45), Menonita (42) e In-
teramericana (21). Contrasta el registro de la Iglesia Pentecostal y Pentecostal Unida en 2006 (51) con respecto 
2007 (27). (Grafica 5, pagina 101.)

Demografía de víctimas

Nuevamente en 2007, en cuanto al sector social de las víctimas registradas, se pudo establecer que en su ma-
yoría fueron campesinos (16%), seguidos por indígenas (4%). Los adultos jóvenes (de 26 a 45 años de edad) 
conformaron el grupo más victimizado (27%) seguido por el de los niños (0 a 15 años, 24%), cifras análogas a 
las registradas en el año 2006. Con respecto al sexo de las víctimas de la violencia, en 2006 fueron registradas 
85 agresiones contra mujeres; mientras que en 2007, fueron 126. En los mismos años, las agresiones contra 
hombres registrados pasaron de 119 a 171. (Graficas 2 y 3, pagina 100, y grafica 4, pagina 101.)

Presuntos responsables

Con respecto a los casos registrados sobre 2007, los presuntos responsables de las violaciones de derechos 
humanos pueden agruparse en paramilitares (133 agresiones), seguidos de grupos guerrilleros (121), Fuerza 
Pública (37) y los casos en los cuales las víctimas no nombraron a ninguno y quedaron señalados en la categoría 
de “sin información” (33). Con respecto a 2006, es notorio el incremento -a más del doble-, del número de 
presuntos responsables desconocidos. (Grafica 6, pagina 102.) .

El incremento de victimizaciones por parte de la guerrilla también estuvo presente en los datos registrados por 
el Banco de Datos del CINEP� para 2007 (210). Así mismo registramos un aumento en el número de casos en 
los que la presunta responsabilidad correspondió a miembros de la Fuerza Pública (de 28 a 37). El Banco de 
Datos documentó el aumento de las agresiones por parte de paramilitares (700), que en nuestro caso también 
incrementó (de 131 a 133). (Grafica 11, pagina 103.)

�	 Consolidado de violaciones de derechos humanos a nivel nacional, por presuntos responsables, según el Banco de 
Datos del CINEP
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Datos de Justapaz y la CRVP

2006 2007

Fuerza pública 28 37

Paramilitares 131 133

Guerrillas 126 121

Sin información 15 33

Agresiones

Los datos sobre octubre de 2007 presentaron el mayor registro de agresiones (45) en ese año. En todo el año 
de 2007 registramos 172 amenazas, 84 por parte de paramilitares, 61 por parte de los grupos guerrilleros, y 14 
de la Fuerza Pública. Las demás agresiones fueron atribuidas a presuntos responsables desconocidos. (Grafica 
8, pagina 102.)

Aunque con respecto al año 2006 disminuyó la cantidad de torturas (de 6 a 4), desplazamientos (de 103 a 95), 
atentados (de 10 a 2) y desapariciones (de 2 a 1), y se mantuvieron los niveles de violencia sexual� y del uso 
de métodos ilícitos, aumentaron las demás categorías. Fue notorio y especialmente grave el aumento de los 
homicidios (de 16 a 27), las detenciones arbitrarias (de 2 a 8), los escudos (de 1 a 5), las amenazas (de 158 a 
172) y los secuestros (de 0 a 3). (Grafica 9, pagina 102.)

�	 Consideramos que, tal como el Defensoria del Pueblo señala, no hay casos registrados de violaciones sexuales contra mujeres, no 
porque ellos no ocurran, sino porque, entre otras razones, las víctimas no denuncian por el temor de ser estigmatizadas o culpadas de 
“admitir tal violación”. 
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Victimizaciones de la guerrilla

A pesar de la disminución ligera de victimizaciones atribuibles a la guerrillera (121 agresiones en 2007 y 126 
en 2006) se observa registrado el aumento de casos de homicidios (11), atentados (2), torturas (1), despla-
zamientos (42) y secuestros (2). Según el CINEP (que no registra desplazamiento), a nivel nacional en 2007, 
los grupos guerrilleros cometieron 60 homicidios, 5 torturas y 19 secuestros. (Graficas 6 y 7, pagina 102.) 
Según el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos: “Diferentes organismos, entre 
ellos la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia (MAPP/OEA), han alertado sobre actividades guerrille-
ras en algunas regiones que fueron zonas de influencia de los grupos paramilitares desmovilizados”.

De acuerdo con el registro de este informe, los casos de homicidio ocurridos en 2007, atribuibles a este grupo 
guerrillero fueron:

•	 Pedro Ríos* fue asesinado por no pagar una extorsión de las Farc (Caso 8).

•	 El 8 de mayo, en Córdoba, Udiel Mendoza Agumeda fue asesinado porque para las Farc él podría 
ser un informante (Caso 9).

•	 El 10 de junio dos misioneros fueron asesinados porque no sabían nada sobre la "orden" de las 
Farc de no salir del municipio que, según este grupo armado, era de informantes (Caso 11).

•	 El 15 de junio asesinaron a David* y Blanca* porque no avisaron a los guerrilleros sobre unos 
operativos del Ejército en la zona (Caso 12).

•	 El 18 de Junio, el ELN asesinó al pastor Abimael por hacer cultos en territorio de las Farc (Caso 13).

•	 El 5 de Julio, los pastores Humberto Méndez y Joel Cruz García fueron asesinados, porque su-
puestamente eran informantes. Unos días antes del asesinato, el Ejército había llegado a la zona y 
rodeó la iglesia (Casos 15, 16 y 54).

•	 El 30 de noviembre, Mauricio Alcalá* fue asesinado porque supuestamente era un informante 
(Caso 22).
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También el ilegal uso de minas antipersonales y de armas-trampa, por parte de la guerrilla, ha cobrado víctimas 
cristianas como a Yasmín Hurtado* quien murió el 1 de mayo cuando un perro hizo explotar una bomba al pare-
cer dejada por el grupo guerrillero (Caso 7).

Continuacion de operaciones y control paramilitar

En 2007, son atribuibles a grupos paramilitares 9 homicidios, 1 tortura, 2 heridos, 84 amenazas, 1 desaparición, 
33 desplazamientos, 1 privación de la libertad, 1 reclutamiento forzado y 1 uso de métodos ilícitos. (Grafica 6, 
pagina 102.)

Con respecto a la “desmovilización”, Human Rights Watch dice: “La Misión de Apoyo al Proceso de Paz en 
Colombia de la OEA, responsable de verificar las desmovilizaciones paramilitares, emitió informes en el 2007 
en los cuales destacaba la presencia de grupos nuevos, grupos rearmados y grupos que nunca se habían des-
movilizado”.� 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos también emitió un informe en el cual planteaba numerosas 
inquietudes. Al respecto, siguen siendo preocupantes los vínculos entre los paramilitares y las fuerzas armadas, 
y se presume connivencia en casos como:

•	 El 17 de febrero Rosendo fue amenazado por presuntos paramilitares y por policías que se movi-
lizaban en el vehículo de un líder paramilitar (Caso 61).

•	 Posible connivencia por omisión de la Fiscalía en el caso del 10 de septiembre (Caso 73).

Así mismo, los casos registrados evidencian permisividad del Estado en cuanto a robos, amenazas, asesinatos 
(Casos 5, 43, y 57). En algunas de sus actividades es evidente el interés por el control económico y por apo-
derarse de las tierras que posteriormente pueden ser empleadas en proyectos lucrativos. Esta situación se pudo 
observar en casos como, por ejemplo:

�	 HUMAN RIGHTS WATCH. Colombia. Eventos de 2007. http://hrw.org/spanish/docs/2008/01/31/colomb17910.htm
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•	 El engaño y el asesinato de Simón*, registrado el 1 de febrero, además del desplazamiento de 
su esposa y sus familiares, ocurrieron porque los agresores buscaban apoderarse de más de 700 
hectáreas de tierra (Caso 3).

•	 El 18 de febrero Andrea* fue amenazada y desplazada para que vendiera su tierra a los paramilita-
res (Caso 62).

•	 El 20 de Julio Eduardo Perez* fue amenazado para que desistiera de la creación de una empresa 
de transportes (Caso 70).

•	 Freddy fue asesinado el 5 de agosto, posiblemente por negarse a pagar una extorsión (Caso 17).

•	 El 10 de septiembre fue registrado el hostigamiento contra Lili* por cuenta de una finca de su 
familia (Caso 73).

•	 El 17 de octubre fue registrada una extorsión contra Luis Eduardo (Caso 47).

•	 Luis Manotas* fue amenazado el 28 de diciembre, para que actuara como un testaferro en la com-
pra de unas tierras (Caso 82).

•	 El 30 de septiembre en Tierralta Córdoba, Juan Martínez fue asesinado porque unos días antes 
había acudido a la Policía a denunciar la ubicación de un campamento paramilitar (Caso 19).

•	 Rubén y su familia recibieron amenazas de paramilitares que buscaban apoderarse de sus tierras 
y sembrar palma africana, como fue registrado el 3 de noviembre (Caso 77).

El poder militar que se apoya en el terror, las agresiones impunes e incluso la reportada connivencia con la 
Fuerza Pública, además del narcotráfico, no sólo mantienen el control económico de los paramilitares, sino que 
también facilitan su control político en secciones importantes del país. En este informe hay casos que advierten 
claramente la manera como los paramilitares continúan ejerciendo su control político:
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•	 El asesinato del hermano Oscar Alberto Henao quien era un líder de la acción comunal en una 
vereda de Manizales (Caso 1).

•	 La desaparición de Leonel Guzmán* quien era líder comunitario (Caso 25).

•	 La ejecución de Antonio* líder de los desplazados, el 28 de enero (Caso 2).

•	 Las amenazas por parte de paramilitares liderados por alias '08' en connivencia con unos policías, 
contra Rosendo, el 17 de febrero. Rosendo es un pastor bautista, presidente de la Junta de Acción 
Comunal, conciliador en equidad y presidente de las Asvidas, en su corregimiento (Caso 61).

•	 El 4 de octubre también por parte de '08', Martha fue amenazada a causa de su trabajo de liderazgo 
en la iglesia y como conciliadora en equidad (Caso 76).

•	 Las amenazas al pastor Bernardo*, el 25 de marzo (Caso 65).

•	 Las amenazas contra Joel* por ser familiar de un líder de los desplazados, el 30 de mayo (Caso 41).

Ejecuciones extrajudiciales, detenciones arbitrarias y otras victimizaciones 
de la fuerza pública

Registramos un aumento en las agresiones atribuibles a la Fuerza Pública. Según este registro, de las 37 agre-
siones, dos fueron ejecuciones extrajudiciales que correspondieron a “falsos positivos” o civiles ejecutados 
por militares y presentados como si hubieran sido combatientes de la guerrilla muertos en combate. Según los 
casos detallados por el CINEP sobre el año 2007, de las 1456 agresiones cuyos presuntos responsables fueron 
la Fuerza Pública, 582 fueron homicidios y de estos, 132 “falsos positivos”.  (Grafica 10, pagina 103.)  

Los dos casos de falsos positivos, registramos los siguientes:

*	 El 29 de junio en Caquetá cuando el hermano Andrés* fue asesinado y, en la brigada XII del Ejército, 
su cuerpo fue reportado ante medios de comunicación como un miembro del frente 42 de las Farc.
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*	 El 1 de octubre, el hermano José Ulises Martínez Medina fue presentado como un guerrillero 
muerto en combate en Boyacá, cerca a Sogamoso. A la familia se le informó que el caso estaba en 
manos de un juez penal militar.

Con respecto a las detenciones arbitrarias por parte del Estado, documentamos 8 casos en el año 2007; mientras 
que, el CINEP documentó 430. Coincide el aumento de detenciones arbitrarias que registramos (de 2 a 8 casos) 
con los datos a nivel nacional (de 306 a 430), y, así mismo, es consistente el aumento de los falsos positivos 
(de 1 a 2) en relación con el aumento de las ejecuciones extrajudiciales a nivel nacional. 

El aumento de las ejecuciones extrajudiciales, así como la persecución y el asesinato de sindicalistas han sido 
puntos neurálgicos. “En abril de 2007, el Congreso de los EE. UU. paralizó US $55 millones en concepto de 
asistencia militar debido a su preocupación por el aumento de las denuncias sobre ejecuciones extrajudiciales 
por parte de militares, así como por la falta de avances suficientes en la reducción de la impunidad en los prin-
cipales casos relacionados con vínculos entre grupos militares y paramilitares.”�

Consolidado de violaciones a nivel nacional por presunto responsable  
según banco de datos, cinep

Con respecto a las detenciones arbitrarias los casos que registramos fueron:

*	 El 15 de mayo, en Coloso, departamento de Sucre, Mario Castro Díaz fue detenido y está sindicado 
arbitrariamente de rebelión.  Había estado injustamente  en la cárcel desde 2004 y aunque recupe-
ró brevemente su libertad, fue nuevamente detenido y encarcelado (Caso 39).

*	 El 10 de abril, Antonio Contreras y cuatro miembros de su familia fueron detenidos sin orden ju-
dicial porque supuestamente eran informantes o cómplices de la guerrilla. Durante su detención 
Antonio fue torturado (Caso 27).

�	 Human Rights Watch. Colombia.  Eventos de 2007. http://hrw.org/spanish/docs/2008/01/31/colomb17910.htm.
	 Datos de Justapaz y la CRVP
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*	 El 17 de febrero, cerca a San José de Apartadó, Adrián Alonso fue detenido por varias horas, tor-
turado y después dejado en libertad (Caso 28).

*	 El 1 de junio, el pastor Aurelio Ramos fue reportado por continuar arbitraria e injustamente deteni-
do desde 2005 a raíz de actividades de narcotráfico realizadas por paramilitares que lo vincularon 
falsamente (Caso 42).

Otras violaciones cometidas por fuerzas estatales: 2 torturas (Casos 27 y 28), 5 usos de población civil como 
escudos, 5 desplazamientos, 13 amenazas y un caso de intolerancia religiosa, con un consecuente desplaza-
miento, a raíz del fallo de una tutela a favor de autoridades indígenas tradicionales y en contra de indígenas 
cristianos. 



102

Toda la información contenida en las siguientes gráficas proviene de la Comisión de Restauración, Vida y Paz y 
Justapaz, a menos que se indique otra fuente.

Ubicación geográfica de los casos documentados

Demografía de las víctimas por violaciones
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Ubicación geográfica de los casos documentados

Demografía de las víctimas por violaciones

Gráfica 1. Departamento

Gráfica 2. Sector social 
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5.	 RECOMENDACIONES

Con base en los estándares internacionales de protección a los derechos humanos, y para que no se repitan 
las violaciones de estos derechos contra las iglesias cristianas y sus comunidades, y se instaure una paz 

estable y duradera en Colombia, recomendamos: 

Al Gobierno colombiano:

1.	 Que respete las acciones de las Iglesias que cumplen una misión pastoral y humanitaria y que 
proclaman la paz por medio de la interlocución con los grupos armados.

2.	 Que active instancias como el Consejo Nacional de Paz y los Consejos Territoriales de Paz, creadas 
por la ley como asesoras en materia de paz a nivel local, regional y nacional.

3.	 Que adopte y garantice un proceso de defensa y promoción de los derechos de las víctimas, a la 
verdad, la justicia y la reparación incluyente e integral; así como, a las garantías de no repetición, 
de acuerdo con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario. Así mismo, que se adopten medidas para garantizar la seguridad y la protección de 
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las victimas y facilite la participación de éstas en las audiencias públicas donde se están llevando 
a cabo los procesos contra los victimarios. 

4.	 Que respalde de manera explícita los esfuerzos de investigación y el llamado a cuentas no sólo a 
los jefes paramilitares más visibles, sino también a sus cómplices en las instituciones del Estado 
y las Fuerzas Armadas y a quienes los financian. Igualmente, el Gobierno debe mostrar resultados 
y avances contundentes en la lucha contra la impunidad y en el desmonte de las estructuras eco-
nómicas y políticas de los grupos paramilitares desmovilizados. 

5.	 Que tome una posición clara de rechazo al delito de hurto de información y que promueva el 
respeto por las organizaciones y las Iglesias que trabajan por los derechos humanos, la paz y los 
procesos sociales; que apliquen plenamente las garantías constitucionales y los tratados interna-
cionales pertinentes, en las cuales Colombia es signataria. 

Al Gobierno colombiano y los actores armados:

6.	 Exigimos a todos los grupos armados y al Gobierno colombiano, respetar y acatar el Derecho 
Internacional Humanitario (DIH) y el Derecho Internacional de los derechos humanos.

7.	 Que el Gobierno colombiano y todos los actores del conflicto armado colombiano, tomen medidas 
para garantizar la protección del derecho a la libertad de culto y el respeto absoluto por los lugares 
eclesiales y de culto.

8.	 Que el Gobierno colombiano y los actores armados consideren los acuerdos humanitarios y la no 
utilización y no victimización de la población civil como parte de una estrategia política. 

9.	 Que el Gobierno colombiano y el grupo guerrillero Eln reanuden sus conversaciones dando una 
prioridad máxima a las necesidades e intereses de la población civil, de acuerdo con el DIH y los 
derechos humanos. Con este fin, en dichos diálogos se debe permitir, de manera plena y oficial, 
la participación de las Iglesias cristianas y evangélicas y de los sectores representativos de la 
sociedad civil.
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10.	Que el Gobierno Nacional y los grupos armados legales e ilegales, atiendan las recomendaciones 
formuladas con base en los procesos de recuperación de la memoria desde la perspectiva de las 
víctimas y sustentadas en un trabajo de documentación, monitoreo y divulgación de las violacio-
nes de derechos humanos e infracciones al DIH. Estas recomendaciones provienen de entidades 
gubernamentales, la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, las Iglesias y las organizaciones de la sociedad civil. 

A los grupos armados del conflicto:

11.	Que las Farc y los paramilitares atiendan la exigencia y el clamor colombiano por el cese al fuego 
armado y el abandono real y definitivo de sus prácticas criminales.

12.	Que las Fuerzas Militares colombianas atiendan la exigencia de evitar cualquier utilización de 
menores de edad con propósitos militares. Así mismo, que los diferentes grupos armados ile-
gales terminen cualquier reclutamiento y utilización de niñas y niños en el conflicto armado. 
Adicionalmente, se recomienda el fin de todo reclutamiento forzado, incluso el de mayores de 
edad. 

13.	Que los grupos guerrilleros atiendan la súplica que las Iglesias y sus comunidades les han reite-
rado con respecto a suspender el uso de las minas quiebrapatas y de los demás métodos ilegales 
de la guerra.

Al Congreso y el Gobierno de los Estados Unidos: 

Reconocemos los logros alcanzados por el Congreso de los Estados Unidos en el año 2007, al retirar US$142 
millones de dólares de la ayuda militar y al aumentar la ayuda social en US$97 millones para Colombia. Sin 
embargo, al Congreso y el Gobierno de los Estados Unidos, recomendamos: 

14.	Que en lugar de la ayuda militar, den prioridad al apoyo dirigido al fortalecimiento institucional 
democrático, especialmente a la justicia, al trabajo por la paz y a la asistencia socio-económica. 
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Como donantes del proceso de desmovilización, deben velar por el desmonte real y definitivo de 
los grupos paramilitares en Colombia. 

15.	Que apoyen el fortalecimiento de las instituciones de justicia y, en particular de la Corte Suprema, 
para que ellas mantengan su independencia e imparcialidad. Que apoyen también el fortaleci-
miento de la justicia ordinaria y de la justicia de paz, sobre todo en zonas alejadas, en el territorio 
colombiano, para garantizar la imparcialidad de las investigaciones. 

16.	Que el Gobierno y la justicia de EEUU aseguren que las personas que han sido extraditadas, bajo 
cargos de narcotráfico, a su país, continúen los procesos que tienen pendientes bajo la jurisdicción 
de paz en Colombia. Se recomienda que se creen incentivos para que esas personas extraditadas 
cooperen con los investigadores colombianos y revelen la verdad que solamente ellas conocen, 
acerca de los casos de violaciones de los derechos humanos ocurridos en Colombia.
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